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Resumen y Abstract  IX 
 
Resumen 
En esta investigación analizo la manera como la reforma agraria estuvo asociada con el 
fortalecimiento del poder infraestructural del Estado en lo que respecta a la formación de 
burocracias y tecnocracias en el sector agropecuario. Muestro además que la 
conformación de un personal técnico y cualificado condujo a una mejoría en el desempeño 
de la institucionalidad agraria expresada en tres aspectos cruciales para la construcción 
estatal: la producción de información y la ampliación del alcance regulatorio tanto a nuevas 
regiones (alcance territorial), como a los grupos sociales más vulnerables del campo 
(alcance social). Por último describo el modo en que el proceso de modernización de la 
institucionalidad agraria sufrió un retroceso a finales del Frente Nacional y explico la 
relación que esto tuvo con el acuerdo de Chicoral y el quiebre de la coalición que 
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This research analyzes the way in which Colombia’s agrarian reform was associated with 
the strengthening of the   infrastructural power of the state, in particular with   the formation 
of bureaucracies and technocracies in the agricultural sector. It also shows that the creation 
of a technical and qualified staff led to an improvement in the performance of the agrarian 
institutionality expressed in three crucial aspects for the state construction: the production 
of information and the extension of the regulatory scope to new regions (territorial scope), 
as well as to the most vulnerable social groups in rural areas (social scope). Finally, it 
describes the way in which the process of modernization of agrarian institutions underwent 
a setback at the end of the National Front and explains the relationship that this had with 
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En 1963 el ministro de agricultura Otto Morales Benítez se refería con ironía a los críticos 
de la reforma agraria que daban por hecho que bastaba con la mera expedición de la ley 
165 para que esta ya se estuviera cumpliendo a lo largo y ancho del territorio nacional. En 
su entender, esa manera de concebir la intervención estatal era un rasgo idiosincrático y 
por eso afirmaba que “los colombianos ponemos gran fe en el poder mágico de las 
palabras, en la capacidad que tienen ellas, por sí solas, de convertirse en realidad. Nos 
hemos criado en el convencimiento de que, así como Dios hizo el mundo en seis días, 
basta que se dicte la ley o el decreto, se diga la palabra, para que todo quede hecho. Entre 
la idea y la realidad no colocamos obstáculo alguno, y si entrevemos un vacío lo llenamos 
con imaginación, cerrando los ojos respecto a las limitaciones impuestas por los recursos 
disponibles, incapaces de satisfacer simultáneamente todo lo que nos falta, e ignorando la 
ineludible sujeción al tiempo de toda obra material, en estudios, proyectos y ejecución. Por 
lo mismo, nos vamos acostumbrando a la fácil decepción y a llamar ineficacia o fracaso a 
la explicable pausa o la realización escalonada” (Morales Benítez, 1963: LVII-LVIII).  
 
Ese modo de pensar, que Morales Benítez asociaba con la gente del común, ha sido 
característico en buena parte de los académicos dedicados a la historia agraria 
colombiana. Las evaluaciones sobre las políticas de tierras además de escasas son, por 
lo general, muy deficientes. Los estudiosos del tema agrario extraen conclusiones –casi 
siempre negativas- de las políticas, pero difícilmente logran explicar a qué se debió el 
supuesto fracaso. Esto pasa por varias razones. Primero, como dice Bejarano (1986), los 
estudiosos no suelen poner sobre la mesa los criterios para declarar que una medida es 
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exitosa o fallida1.  Segundo, porque asumen con ingenuidad que una política de este tipo, 
cualquiera que ella sea, debe solucionar de una vez y para siempre todos los problemas 
del campo, y como evidentemente no lo pueden lograr, entonces son un fracaso 
(Hirschman, 1964). Tercero, y es el aspecto que denunciaba Morales Benítez y que es de 
interés aquí, porque son incapaces de dar cuenta de la diversa clase de obstáculos que 
enfrentan acciones de esta clase, y por eso intentan llevar ese vacío explicativo con 
fórmulas gaseosas como la “falta de voluntad política” o la “falta de visión de las élites”2. 
 
Sin dudas las lecturas que buscan en las alineaciones de fuerzas políticas y sociales (no 
en la “falta de voluntad política”) las explicaciones de los desenlaces de las políticas 
agrarias son muy importantes, y en ese campo hay avances muy notables3. No obstante 
cuando se miran otros aspectos ligados más a “las limitaciones impuestas por los recursos 
disponibles” se cae en cuenta que se está en un campo yermo. De esta forma de pensar 
que no se pregunta por recursos, capacidades o tecnologías del Estado para implementar 
las políticas se deriva que a la fecha no existan investigaciones sobre la institucionalidad 
agraria más allá de las revisiones de la legislación. Si no se tiene idea del modo en que 
operaban las entidades del sector, de lo que hacían los funcionarios y cómo lo hacían, de 
los recursos con los que contaban, etc., es muy difícil saber a ciencia cierta el porqué de 
los alcances limitados de tales políticas. 
 
Visto desde una perspectiva más amplia, parece que la falta de interés académico por las 
capacidades estatales no se circunscribe al campo de la literatura agrarista sino que se 
extiende al conjunto de las ciencias sociales. Como señala Francisco Gutiérrez, la literatura 
nacional ha preferido enfatizar en “los factores que conducen a la desconstrucción del 
Estado, pero muy poco acerca de los factores que han permitido el desarrollo de lo que 
existe. Cuando se habla de Estado en Colombia se piensa en paramilitares, guerrilleros y 
clientelistas, no en funcionarios” (2016: 108). 
 
                                               
 
1 Piénsese por ejemplo en todas las evaluaciones sobre la reforma agraria que presentan cifras 
agregadas sobre la tierra distribuida y sin ningún criterio de evaluación más que un volumen global 
de hectáreas hablan del fracaso del proceso reformista. 
2 Entre los autores que recurren a la fórmula de la “falta de voluntad política” se puede citar a 
Machado (2009b), Balcázar (2001) 
3 Por ejemplo Bejarano (1985), Marulanda (1991), Palacios (2011) y Bagley (1979).  
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El hecho de que el estudio del Estado realmente existente esté condenado a los niveles 
inferiores de la jerarquía de los objetos de investigación en las ciencias sociales nacionales 
tiene serias implicaciones tanto académicas como de política. Si no se conocen las 
capacidades con las que históricamente ha contado el Estado las evaluaciones de política 
pública –sin importar el sector- estarán incompletas. Con ese preocupante vacío de 
conocimiento la posibilidad de proponer alternativas de construcción estatal estará 
severamente limitada. 
 
En ese sentido esta investigación se inscribe en una agenda de investigación sobre la 
construcción del Estado que se pregunta por la trayectoria de agencias específicas: su 
construcción, el tipo de personal vinculado a ellas, su funcionamiento y los límites que 
enfrentaron (Gutiérrez, 2016: 109).  Partiendo de la consideración de que las capacidades 
estatales pueden variar entre los distintos sectores del Estado (Centeno, Kohli, Yashar, 
2017), el propósito de este texto es indagar por el proceso de fortalecimiento del poder 
infraestructural del Estado en el marco de la reforma agraria iniciada en los años sesenta. 
La preocupación central gira en torno a la formación de burocracias y tecnocracias agrarias 
al margen de las lógicas partidistas, y el efecto que esto tuvo en el desempeño de la 
institucionalidad agraria entre 1958 y 1980.  
 
La proposición central de la investigación se puede resumir así: a inicios de los años 
sesenta una coaliciones bipartidistas en busca de salir de una “guerra civil no declarada” 
implementó una serie de reformas administrativas y sociales tendientes a apaciguar la 
conflictividad rural y aislar a la administración de la confrontación partidista. En el sector 
encargado de la política rural –específicamente en el Ministerio de Agricultura y en el 
Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora)- ese proyecto se tradujo en la 
implementación de un sistema de reclutamiento meritocrático de los funcionarios y otra 
serie de medidas que permitieron acercar al servicio público a un personal técnicamente 
cualificado y desprovisto de vínculos clientelistas. El desempeño de esas burocracias y 
tecnocracias sin ataduras con los partidos redundó en un incremento (parcial y gradual) en 
las capacidades de la institucionalidad agraria porque 1) permitió mejorar la habilidad para 
“contar y medir” al campo, 2) extendió el alcance de las entidades a porciones de la 
ruralidad antes no atendidas y 3) amplió su poder regulatorio a los grupos rurales más 
vulnerables por medio de una explícita orientación procampesino. No obstante, ese 
fortalecimiento en las capacidades infraestructurales se vio comprometido cuando en los 
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años setenta la coalición que impulsó la reforma agraria se vino abajo y se firmó el Pacto 
de Chicoral. La exclusión del campesinado como interlocutor del Estado, la pérdida de 
legitimidad y respaldo de la agencia reformista, y el marginamiento de la problemática rural 
de las prioridades de política pública abrieron las puertas a los políticos ansiosos de 
distribuir los puestos del sector entre sus clientelas. Con la partidización de la 
institucionalidad agraria, el fortalecimiento y la modernización de la institucionalidad agraria 
se revocó. 
 
El argumento central de este trabajo tiene varias implicaciones teóricas que es relevante 
señalar. Una primera implicación simple pero importante es que los avances en la 
construcción del estado pueden echarse para atrás, y que no pueden leerse de manera 
monótona (cada vez mejor a medida que pasa el tiempo). Otra consecuencia teórica que 
va en la misma línea de lo señalado por Evans (1995) es que la formación de burocracias 
competentes (en sentido weberiano) es la condición necesaria para el escalamiento de 
otras capacidades estatales. Finalmente, una implicación teórica clave es que si bien la 
construcción de capacidades estatales es un proceso de largo aliento, cierta combinación 
de factores políticos, sociales y organizacionales pueden coadyuvar a que en coyunturas 
específicas el poder infraestructural del Estado se fortalezca. 
 
Para soportar ese argumento esta investigación se apoya en distintas clases de material 
empírico y en literatura secundaria. Como para hacer la historia del Estado hay que leer y 
escuchar a los agentes del Estado, este texto se soporta fundamentalmente en material 
de archivo, informes oficiales y cifras producidas por el funcionariado agrario. 
Adicionalmente, en aras de reconstruir las percepciones, horizontes mentales y lógicas 
informales de las entidades estatales que difícilmente se pueden extraer de la 
documentación oficial, realicé entrevistas a varios exfuncionarios del Incora. Por último, 
hice una recopilación de material de prensa y construí una base de datos del alto 
funcionariado agrario que contiene la trayectoria académica y laboral de ese personal 
durante el período de estudio. Para evitar posibles sesgos en las fuentes de información 
busqué contrastar los datos entre varias fuentes y con el respaldo de la literatura 
secundaria, como es común en la investigación histórica. 
 
El documento se divide en cinco capítulos, una sección de conclusiones y otra de anexos. 
En el primer capítulo presento los dos campos de conocimiento en los que se sitúa esta 
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investigación: el de la literatura sobre políticas agrarias y el de los trabajos sobre el proceso 
de construcción de Estado. Frente al primer campo señalo cómo a la fecha no existen 
trabajos que se preocupen por las entidad y el funcionariado agrario, y tampoco que 
examinen en términos generales las capacidades de la institucionalidad encargada de 
esas políticas. Respecto a la literatura sobre construcción de Estado indico los avances en 
materia de presencia diferenciada de las instancias estatales y la importancia de tener en 
cuenta la imbricación de las lógicas partidistas en ese modo de ocupar el territorio. Más 
adelante en este capítulo elaboro el marco teórico en el cual se soporta el análisis y 
describo el método y el material empírico empleado. 
 
En el segundo capítulo elaboro un contexto histórico sobre las transformaciones 
administrativas y en términos de las capacidades del Estado en el siglo XX. Así mismo 
especifico las reformas que se implementaron durante el Frente Nacional con el propósito 
de ubicar al lector en el contexto más amplio de cambios que se implementaron en este 
período. Por último hago una breve síntesis de las políticas de tierras y señalo cómo y por 
qué se termina adelantando un proceso de reforma agraria a inicios de los años sesenta. 
 
En el tercer capítulo presento información sobre el incremento en el gasto público dedicado 
al sector agropecuario y a las transformaciones en el tamaño del personal del sector. Allí 
indico que los incrementos en los recursos financieros y de personal se acompañaron de 
una apuesta por despartidizar y tecnificar la institucionalidad agraria. En consecuencia 
analizo la manera en que se incorporaron los sistemas meritocráticos de reclutamiento del 
personal (como la reforma administrativa, pero también otros más informales), se 
desarrollaron campañas de adiestramiento y capacitación, y se intentaron solucionar las 
dificultades ligadas a la falta de personal especializado en el país. En este capítulo 
demuestro cómo se formaron burocracias (en el sentido weberiano) y tecnocracias 
agrarias. 
 
En el cuarto capítulo indago por el desempeño del Ministerio de Agricultura y del Incora, y 
de su personal. El propósito aquí es saber si la tecnificación y despartidización antes 
examinada repercutió en una mejoría en las capacidades de la institucionalidad del sector. 
Para ello estudio varios aspectos. Primero, veo la manera en que la llegada de un nuevo 
personal proveniente de la estadística y las ciencias sociales incorporó técnicas y modos 
de interpretar la ruralidad que llevaron a la producción de mayor y mejor información sobre 
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el mundo rural y sus habitantes. Ese conocimiento fue utilizado a su vez para emprender 
algunas innovaciones burocráticas como la incorporación de la planeación en la acción de 
las entidades. Segundo, muestro que así el personal de las agencias agrarias haya tendido 
a concentrarse en las regiones más integradas económica y políticamente, estas entidades 
alejadas de las controversias partidistas incursionaron en muchas regiones sin perpetuar 
las lógicas clientelistas en sus zonas de operación. Tercero, evidencio que el accionar de 
la institucionalidad agraria se guío por una orientación procampesino que se materializó en 
diversos mecanismos de control de las rutinas burocráticas. La “solidaridad” con el 
campesino se expresó en una transformación en la manera de lidiar con la conflictividad 
rural que al tomar en consideración la situación de los labriegos dotó de cierta legitimidad 
el accionar del Estado entre grupos que antes desconocían su autoridad. 
 
En el capítulo cinco describo la manera en que los políticos se apropiaron de las agencias 
agrarias y se puso en vilo el proceso de tecnificación de las mismas. Aquí muestro cómo 
esa partidización afectó el desempeño de la institucionalidad agraria en materia de 
favorecimiento de intereses particulares, vinculación de personal no cualificado e 
incremento de la corrupción. También esbozo algunos de los factores que explican ese 
desenlace, y específicamente argumento que la disolución de la coalición que respaldaba 
la reforma agraria tuvo varios impactos que terminaron protocolizados en la firma del Pacto 
de Chicoral: el Incora se quedó sin respaldo y su gestión se pudo en entredicho, y los 
campesinos fueron excluidos de las tomas de decisiones en materia de política agraria. 
Por último comparo lo sucedido en el sector agropecuario con lo que pasó en el sector de 
la política económica que sí logró mantenerse al margen del clientelismo. 
 
Finalmente esbozo algunas conclusiones y presento varios anexos que contienen 
principalmente tablas sobre presupuesto y personal, imágenes sobre el proceso de 







1. Capítulo 1. El problema del poder estatal en 
la literatura de reformas agrarias y en la 
literatura sobre construcción del Estado 
colombiano 
El balance que realizó el Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH. 2013) acerca de   
la reforma agraria y las políticas de tierras en el país es bastante negativo. Esta clase de 
evaluación es más la norma que la excepción. Salvo contadas excepciones, no existen 
reconstrucciones históricas completas y sistemáticas que den cuenta de las medidas 
diseñadas y su contexto, y, además, las evaluaciones rigurosas sobre las políticas son 
escasas   El vacío se hace más grande cuando se indaga por el análisis que esta literatura 
hace respecto a la institucionalidad agraria. De hecho, resulta bastante sugestivo que en 
el informe citado, denominado una “memoria institucional de las políticas agrarias”, no haya 
ninguna mención a la institucionalidad estatal del mundo agrario más allá de las políticas 
mismas. 
 
La realidad es que se sabe muy poco acerca de las capacidades, recursos y agencias con 
las que históricamente ha contado el Estado colombiano para poner en marcha las políticas 
agrarias. Las evaluaciones sobre esta clase de acciones se concentran en el examen de 
resultados con base en indicadores que no sólo no toman en cuenta los impactos de las 
reformas (CNMH, 2013: 73), sino que nada dicen sobre la capacidad efectiva que tuvo el 
Estado en un momento determinado para materializar los objetivos de política. Así, antes 
de incluir esa variable fundamental en sus análisis, muchos autores prefieren imputar el 
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supuesto fracaso de las políticas agrarias4 a la “falta de voluntad política”5 de los gobiernos 
y a otro conjunto variado de causas. 
 
El silencio en este tema, que caracteriza a la mayoría de investigaciones de la historia 
agraria colombiana, de cierta manera es contrarrestado con algunos trabajos que, sin 
hacerlo objeto de análisis, sí resaltan la importancia de la capacidad estatal para explicar 
el desenlace de ciertas políticas (Hirschman, 1964; Legrand, 1988; Palacios, 2011; CNMH, 
2016). No por ello la falta de interés académico sobre este punto deja de ser alarmante, 
más aún si se pone de presente que la capacidad estatal está asociada, en general, con 
el éxito o fracaso en la implementación de políticas sociales (Cigliani et al, 2015), y de 
manera puntual, con la eficacia de una reforma agraria (Hayami et al, 1990, citado en 
Putzel, 1992: 7; Albertus, 2015).  
 
Ciertamente, cuando Hayami y su equipo, y You, comparan la reforma agraria que tuvo 
lugar en Filipinas con las de Taiwán, Japón y Corea del Sur, encuentran que la primera no 
alcanzó a ser como la de los otros países, entre otros factores, por la falta de una 
burocracia competente, la carencia de censos agrarios y la débil organización campesina. 
Para ellos, la eficacia de una reforma agraria depende de la experticia técnica de una 
burocracia en materia de planeación, elaboración de cartografías, administración, cobro de 
impuestos y otra serie de servicios de extensión (Hayami et al, 1990, Citado en Putzel, 
1992: 7; You, 2015) Así las cosas, mientras en otros campos académicos la capacidad 
estatal asociada con la fortaleza de las burocracias constituye un problema de 
investigación de primer orden desde los planteamientos seminales de Weber, en nuestra 
literatura agraria, la burocracia – o “lo burocrático”- es un adjetivo calificativo que parece 
ser sinónimo de lo “engorrosas” que son las entidades del sector rural6. 
                                               
 
4 Realmente las evaluaciones que se han hecho de las políticas agrarias son muy precarias, esto 
por diversas razones: falta de cifras, carencia de marcos adecuados para hacer comparaciones, 
etc. 
5 Para una crítica a ese tipo de fórmulas que constituyen una típica “no explicación” ver Gutiérrez 
(2014). 
6 La utilización del término “burocracia” como parte del sentido común y no como un concepto de 
ciencias sociales es notoria en algunos trabajos de los autores más reconocidos en la materia. Por 
ejemplo, Absalón Machado, sostiene que: “la reforma agraria que tenemos no es moderna ni 
eficiente, repite muchos de los vicios del pasado y sus mecanismos operativos son insuficientes y 
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La pregunta por el desarrollo de burocracias en el marco del fortalecimiento del poder del 
Estado tampoco parece ser materia central de reflexión por parte de los investigadores del 
proceso de construcción de la institucionalidad estatal. Hasta el momento, los mayores 
avances en la materia se han concentrado en dilucidar la “presencia diferenciada del 
Estado en el espacio”7 (González et al, 2003 y González, 2014). Si bien esos trabajos han 
propuesto una idea general sobre la manera en que el Estado ha ido extendiendo su 
alcance territorial, y las características que en distintas regiones asume esa presencia, 
hasta el momento no han vinculado dicho proceso con las lógicas de emergencia y cambio 
de las capacidades estatales. Es muy poco lo que se sabe de la acumulación de múltiples 
capitales o poderes por parte del Estado –económico, informacional, simbólico, etc. (Tilly, 
1992; Bourdieu, 2014) y de su materialización en la formación de las agencias y agentes 
estatales encargados de cumplir los mandatos que les fueron delegados. 
 
Los marcos de referencia que utilizan Fernán González y su equipo les han permitido 
explicar por qué la trayectoria colombiana no se ajusta al modelo exitoso de los Estados 
de Europa central8. Es decir, ya sabemos aproximadamente por qué la autoridad política 
del país no tiene los mismos rasgos que sus contrapartes en el otro lado del Atlántico. Lo 
que no se sabe es por qué y cómo, en medio de su singular trayectoria9, el Estado 
colombiano ha podido adquirir en ciertas regiones una capacidad operativa que le permite 
regular hasta cierto punto la vida social10. En síntesis, se conoce lo que distancia al Estado 
colombiano de las regiones donde este funciona de acuerdo a los estándares weberianos, 
pero no resulta muy claro cómo ha sido el proceso de construcción de institucionalidad 
                                               
 
atrasados, centralistas y burocráticos” Machado, 2009a: 39). Ese uso del término como un adjetivo 
calificativo de connotación negativa es generalizado. 
7 Esto es, la consecuencia del proceso mediante el cual el Estado colombiano ha ido integrando 
gradualmente territorios y poblaciones marginales en una lógica política y económica nacional. 
8 En contraste con lo ocurrido en países como Inglaterra o Francia, en Colombia la ausencia de un 
centro o una élite regional lo suficientemente poderosa condujo a una “centralización política 
incompleta”. Esto hace que el poder y el territorio se encuentren fragmentados (González, 2014).  
9 Distinta a la de otros países latinoamericanos en punto a capacidades estatales, ver por ejemplo 
Soifer, 2015. 
10 Para el lector una afirmación como esa puede resultar alarmante. Se está tan acostumbrado a 
escuchar de la ineficiencia del Estado colombiano que se suele asumir que éste prácticamente no 
existe. Sin embargo, basta con dirigir la mirada a regiones del mundo donde verdaderamente no 
existe una autoridad política central para darse cuenta que el Estado colombiano –en ciertas 
regiones- no es una ficción. 
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estatal que separa a Colombia de las zonas donde sencillamente dicho proceso no ocurrió 
o eventualmente se vino abajo. Como señala Gutiérrez (2016), la literatura nacional le ha 
dado muy poco énfasis a los factores que han permitido el desarrollo del Estado realmente 
existente, razón por la cual existen enormes vacíos en esta materia11. 
 
Una aproximación al Estado desde esa perspectiva de construcción de institucionalidad 
estatal fue la propuesta por el sociólogo Fernando Uricoechea (1986), empero, muy pocos 
autores después de él han continuado esa línea de investigación. Hace más de treinta 
años, Uricoechea encontraba que el estudio del Estado colombiano desde el punto de vista 
de la burocracia y la administración, y en una perspectiva histórica e institucional, era un 
campo totalmente yermo (1986: 68). Apoyado en la teoría weberiana y con base en el 
análisis de las estadísticas de gasto público y del número de funcionarios estatales, 
Uricoechea se propuso realizar la primera investigación del proceso histórico de desarrollo 
de la burocracia colombiana. 
 
El autor encuentra que desde finales del siglo XIX la estructura administrativa del Estado 
colombiano se ha hecho más compleja y diferenciada. Por su parte, el personal burocrático 
ha aumentado sustancialmente su volumen y, paulatinamente, el personal del nivel central 
ha llegado a superar en número al del nivel regional. El punto más alto del proceso lo sitúa 
justamente entre 1958 y 1980. Respecto a las prioridades del gasto público, Uricoechea 
añade que a lo largo de la historia no se ha establecido una jerarquía rígida de las 
prioridades de gasto, sino que éstas han respondido sobre todo a necesidades funcionales 
de carácter administrativo –por ejemplo, la justicia y la fiscalización de la gestión 
administrativa- y a demandas sociales tendientes a integrar sectores y grupos al sistema 
nacional de instituciones. Entre otros, el rubro dispuesto para el sector agrícola ha estado 
históricamente por encima del promedio del gasto general (Uricoechea, 1986: 70-74).  
 
Esta primera aproximación al problema, como sólo se apoya en estadísticas fiscales y del 
volumen del funcionariado, presenta serias limitaciones. A modo de ilustración, la 
                                               
 
11 De cierta manera, esta investigación se ajusta a la agenda investigativa que propone este autor 
para superar dichos vacíos. 
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periodización que propone Uricoechea, así como el análisis que hace del proceso de 
burocratización del Estado, lo llevan a proponer una especie de lógica evolutiva que no 
toma en cuenta las rupturas, e incluso los retrocesos de tal proceso. Una consecuencia de 
ello se evidencia cuando llega a suponer que, para el momento en que hace su estudio -
1986- ya se ha dado una plena extensión de las funciones del gobierno y la administración 
a las periferias, y se ha delimitado claramente el contexto político del contexto 
administrativo, por lo que, según él, se ha logrado la institucionalización de una orientación 
técnica de la administración (1986: 73). Por lo que sabemos, esto no es del todo cierto. 
 
Situadas en el mismo eje de análisis, Ana Bejarano y Renata Segura se preguntan por el 
proceso de fortalecimiento del Estado durante el Frente Nacional. Aunque su investigación 
también se reduce al análisis del gasto público, estas investigadoras problematizan la 
trayectoria evolutiva de la construcción del Estado colombiano propuesta por Uricoechea. 
Para ellas, la cuestión sería identificar tanto los momentos de avance como aquellos de 
retroceso en el proceso de construcción del Estado, y diferenciar los sectores que se han 
fortalecido de aquellos que han permanecido estancados o incluso han retrocedido 
(Bejarano y Segura, 1996: 10). Su conclusión concuerda con Uricoechea en lo que 
respecta a identificar el período del Frente Nacional como un período de fortalecimiento 
del poder estatal, no obstante, encuentran que ese fortalecimiento fue selectivo. Los 
esfuerzos modernizantes fueron particularmente exitosos en aquellas áreas 
indispensables para la formulación y ejecución de políticas de regulación y fomento del 
desarrollo económico, y que dependían del ejecutivo. Otros sectores fueron ignorados o 
francamente abandonados (1996:34). Como las autoras no dicen nada acerca del sector 
encargado de la política agraria, se puede suponer que este fue una de las parcelas 
ignoradas; y sin embargo, como se verá a lo largo del texto, esto no fue así. 
 
Sin lugar a dudas esta literatura presenta argumentos relevantes para la presente 
investigación, pero también deja grandes vacíos. Si bien la revisión del gasto público puede 
ser un indicador para evaluar el fortalecimiento del Estado en ciertas áreas, con ésta clase 
de evidencia difícilmente se puede ir más allá. Los recursos fiscales resultan un buen punto 
de partida pero si se quiere indagar por la construcción de institucionalidad y capacidades 
estatales se necesitan herramientas conceptuales y material empírico que permita develar 
el modo de funcionamiento del Estado. Más relacionado con el objeto de esta 
investigación, no se sabe en qué medida el gasto público en el sector agrícola implicó 
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efectivamente una mejor capacidad del Estado en la implementación de los objetivos de 
política, ni tampoco por qué. 
 
En los últimos años, Mauricio García Villegas y su equipo de investigación se han ocupado 
de medir la capacidad de las instituciones locales12 (García Villegas, García Sánchez, 
Rodríguez Raga, Revelo, Espinosa, 2011; García Villegas, Espinosa, 2013; García 
Villegas, Torres, Revelo, Espinosa, Duarte, 2016). Apoyándose en los planteamientos de 
F. González, García Villegas y su grupo se han puesto en la tarea de precisar por medio 
de indicadores la presencia dispar del Estado colombiano en el territorio y sus efectos 
sobre las personas en términos de restricción al acceso a los derechos (García Villegas, 
Espinosa, 2013). Ese modo de proceder los faculta para identificar si el Estado cumple o 
no sus funciones básicas en los municipios colombianos. Los hallazgos de estos trabajos 
corroboran que las capacidades estatales no se distribuyen ni de manera aleatoria ni 
tampoco de forma homogénea por el territorio nacional sino que concentran en ciertas 
regiones (García Villegas et al, 2016). 
 
Los trabajos de García Villegas y sus colaboradores, que al igual que el presente texto se 
cimientan en el concepto de poder infraestructural acuñado por Michael Mann, resultan 
interesantes dado que son el primer intento de medición de las capacidades y el alcance 
de la institucionalidad estatal en el territorio colombiano. Para el propósito de esta 
investigación es relevante mencionar que García y su grupo, aunque no construyen un 
indicador para medir el desempeño de la burocracia, sí consideran algunos rasgos 
institucionales claves para evaluar la operación de los funcionarios públicos, como lo son 
la estabilidad del personal directivo y la profesionalización de la planta de personal (García 
Villegas et al, 2016: 31), y la presencia de funcionarios judiciales y la extensión de la carrera 
judicial (que busca garantizar el mérito en la administración de justicia) (García Villegas et 
al, 2016: 51).  
 
                                               
 
12 “Por capacidad institucional entendemos el poder burocrático, técnico y administrativo del Estado 
local para tomar decisiones efectivas con poder para permear el tejido social e imponerse frente a 
los eventuales competidores del Estado que puedan surgir en esos territorios” (García Villegas et 
al, 2016: 16). 
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Ahora bien, como los autores no buscan explicar las diferencias en las capacidades 
institucionales de los municipios colombianos sino elaborar una caracterización de la 
situación actual, no se hace una exploración sobre las causas del desarrollo de la 
institucionalidad estatal. En esa medida, indagar por el proceso histórico de construcción 
de capacidades estatales y la manera cómo esto implicó ampliar el alcance territorial del 
Estado constituye una manera de ampliar el espectro de investigaciones como las de 
García Villegas y sus colaboradores. 
 
La revisión de la literatura que resulta pertinente para indagar por la relación entre el 
proceso de reforma agraria y el poder estatal arroja varios resultados. El primero es que 
los estudios sobre las reformas agrarias, y en general sobre la política agraria, no se han 
ocupado de examinar la institucionalidad del sector agropecuario más allá de la 
normatividad. Para los académicos ocupados en esa materia, el Estado con sus recursos, 
agencias y capacidades prácticamente no existe. En ese sentido hay un gran vacío 
respecto a las dinámicas estatales e institucionales durante los procesos de debate e 
implementación de las políticas agrarias en el país. 
 
Por otra parte, aunque la literatura sobre la construcción del Estado ha avanzado en la 
comprensión de la especificidad colombiana respecto a los modelos exitosos de Europa 
central, hay mucho camino por recorrer en lo que concierne al surgimiento y transformación 
de la infraestructura estatal realmente existente. Temas propios de una sociología histórica 
del Estado tales como la génesis y funcionamiento de agencias estatales y burocracias, 
las relaciones de los funcionarios con grupos sociales y territorios específicos, entre otros, 
casi no han sido objeto de atención por parte de los académicos. Los pocos adelantos en 
este campo de estudio del Estado desde una perspectiva histórica e institucional –en el 
decir de Uricoechea- sólo han considerado la evolución del gasto público y del tamaño del 
personal. 
 
Por lo anterior, el análisis del proceso de reforma agraria de los años sesenta en relación 
con las capacidades estatales resulta relevante no solamente para la literatura 
especializada en el problema agrario sino también para el campo de debate alrededor de 
la construcción del Estado en Colombia. Como es de suponer, la definición de dicho objeto 
de estudio debe atarse a un marco teórico que permita precisar las dimensiones analíticas 
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y los alcances de la investigación. En lo que sigue se desarrollará dicho marco conceptual 
y se propondrá un diseño de investigación. 
 
1.1 Un marco conceptual para explicar la relación entre 
la reforma agraria y el poder infraestructural del 
Estado 
Hasta ahora los académicos se han concentrado en explicar la relación existente entre la 
capacidad estatal y la efectividad en la implementación de las reformas. La justificación 
detrás de esa línea de análisis es apenas obvia: el poder que logra acumular el Estado no 
le viene dado de la noche a la mañana, sino que responde a un proceso social de larga 
duración (Tilly, 1992; Elías, 2009; Mann, 1993), y que para el caso de Latinoamérica estuvo 
sujeto a toda serie de configuraciones particulares que tienen raíces en el siglo XIX 
(Centeno, 2014 ; Saylor, 2014;  Soifer, 2015) No obstante, ésta no es “un dato constante 
e inevitable de la realidad”, sino que, como proceso social, está sujeta a avances y 
retrocesos (Bejarano y Segura, 1996). 
 
Antes se puso en cuestión la lógica evolutiva que se desprendía de la reflexión de 
Uricoechea sobre el proceso de burocratización del Estado colombiano. Incluso hay 
autores que identifican en el modelo weberiano una lógica de ese tipo, ascendente y sin 
fisuras (Elías, 2009). El mismo Norbert Elías encuentra que el proceso secular de 
civilización de las maneras y las costumbres que acompañó al surgimiento del Estado en 
Europa, se suspendió y hasta se reversó en ciertos períodos de guerra. De igual modo, 
Bourdieu señala cómo los avances en la “desfeudalización” del poder central en Francia 
fueron desmontados con la llegada de ciertos personajes a la Corona (Bourdieu, 2014). 
Pero así como existieron discontinuidades, también se puede hablar de períodos en los 
cuales las élites políticas se vieron compelidas a extender y reforzar el poder del Estado. 
Como se argumentará en seguida, los momentos de reforma agraria pueden interpretarse 
como una de esas coyunturas históricas.  
 
Las investigaciones que se han hecho desde la sociología histórica han mostrado que la 
intervención del Estado en la vida cotidiana de las personas, por ejemplo al presionar para 
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obtener recursos, generó toda clase de resistencias de distintos grupos sociales que fueron 
solventadas a partir de la negociación. La constancia en las negociaciones dio origen a 
demandas al Estado que más tarde se convertirían en derechos frente al Estado y, por 
tanto, obligaciones que éste tenía frente a los gobernados. Ese es el origen de lo que se 
denomina “la ciudadanía” (Tilly, 1992: 157). Al juntar a un conjunto diverso de grupos 
sociales bajo el control de un poder centralizado y en un territorio unificado, los 
gobernantes se vieron forzados a gestionar la interdependencia de las clases sociales 
(Elías, 2009) y hacer frente a las consecuencias indeseadas de esto: las amenazas que 
las “clases peligrosas” traían para la salud (enfermedades, etc.) y la seguridad (protestas, 
etc.) de lo dominantes (Bourdieu, 2014). 
 
A modo de ilustración, es sabido que la presión de sindicatos, sociedades filantrópicas y 
religiosas, así como el ánimo de frenar el avance de las fuerzas socialistas, forzó a los 
gobernantes de las sociedades industrializadas durante la primera mitad del siglo XX a 
desarrollar una amplia gama de políticas sociales que serían el fundamento de los Estados 
de bienestar en Europa (Esping-Andersen, 1990) y en Estados Unidos (Schaffer, 1994). 
En Colombia, pese a que nunca se logró nada similar, es claro que los conflictos rurales 
de los años veinte y treinta, que fueron aprovechados por las nacientes grupos socialistas, 
comunistas y gaitanistas para fortalecer sus bases sociales, forzaron a los gobiernos 
conservadores primero, y a los liberales después, a alterar la respuesta que el Estado daba 
a las disputas sociales en el mundo rural. Al paulatino cambio del discurso más acorde con 
la doctrina internacional de los derechos de los trabajadores, se le sumaron la creación de 
dependencias estatales para tramitar la conflictividad agraria (como la Oficina General del 
Trabajo adscrita al Ministerio de Industrias) y políticas “apaga incendios” como las 
parcelaciones y las colonizaciones dirigidas (Machado, 1978; Arango, 1982; Legrand, 
1988; Marulanda, 1991; Palacios, 2011).  
 
Esta dinámica de presión de ciertos grupos sociales o la simple percepción de amenaza 
del orden social que obliga a las élites políticas a pensar en respuestas estatales a los 
conflictos tiene consecuencias institucionales claras, que pasan, entre otras cosas, por el 
aumento del gasto público, la acumulación de mayor capital informacional por parte de los 
organismos estatales, la aparición de entidades públicas especializadas, etc. (Bourdieu, 
2014).  De cierto modo, las reformas agrarias se pueden encasillar como uno de los 
procesos sociales que pueden conducir a un escalamiento en las capacidades del Estado.  
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Poner en marcha esa clase de políticas redistributivas para, entre otras cosas, atajar las 
potenciales amenazas a la seguridad (CNMH, 2013) o incorporar a los campesinos a la 
vida nacional (Samper Gnecco, 1971: 60), no es una cuestión de mera “voluntad política”. 
En el marco de Estados relativamente débiles, los gobernantes necesitan crear agencias 
administradoras de la reforma agraria donde no las hay, recabar información predial a 
través de catastros, conseguir recursos económicos, reclutar y capacitar funcionarios, etc. 
(Albertus, 2015: 62-63). Esto es, se necesita fortalecer la infraestructura estatal para poder 
alcanzar los objetivos de la política reformista. 
 
Es en ese sentido que las palabras que dirige James Putzel a quienes afirman que la 
efectividad de la reforma agraria depende esencialmente de la capacidad de las 
instituciones estatales adquieren toda su relevancia: “la capacidad del Estado no está 
grabada en piedra” (1992: 7). Por esa razón se puede afirmar que los períodos de reforma 
agraria pueden ser interpretados como coyunturas históricas en las cuales las élites 
políticas se ven obligadas a fortalecer parcialmente el poder del Estado.  
1.1.1 El fortalecimiento del poder infraestructural del Estado 
En su intento por definir la naturaleza del poder del Estado y del personal que lo compone 
–las élites de Estado-, y diferenciarlo así de otras formas de poder que descansan en la 
sociedad civil, Michael Mann acuña el concepto de poder infraestructural del Estado. Este 
lo entiende como la “capacidad del Estado para penetrar la sociedad verdaderamente, y 
de implementar logísticamente las decisiones políticas a través del área de su dominio” 
(1984: 189). El punto clave es que para el Estado regular el conjunto de relaciones sociales 
circunscritas a un territorio, debe tener un soporte infraestructural, el cual es asociado con 
el desarrollo de una logística y unas técnicas de control político. Mann menciona, por 
ejemplo, aquellas técnicas que le han permitido al Estado penetrar la vida cotidiana de los 
agentes, tales como la división de trabajo del personal del Estado, la escritura y lectura, la 
monetización de la economía, el establecimiento de medidas y la velocidad de las 
comunicaciones (1984: 192). 
 
El concepto de Mann resulta bastante útil porque a la vez que da campo para indagar por 
los procesos históricos de larga duración que explican las variaciones en el poder 
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infraestructural de distintos Estados (para el caso de Latinoamérica ver Soifer, 2015), deja 
entrever que esas capacidad infraestructural tiene un margen para modificarse conforme 
pasa el tiempo y ciertas necesidades sociales se hacen más apremiantes. Además, como 
ninguna de esas técnicas de control político es creada por el Estado sino que son parte del 
desarrollo general de la sociedad y de su capacidad para movilizar recursos colectivos en 
momento históricos determinados (Mann, 1984: 193), es de esperarse que procesos de 
cambio tecnológico y social lleven a que las élites políticas tengan que incorporar nuevas 
técnicas. De tal manera que el poder infraestructural del Estado “no está grabado en 
piedra”, sino que, dadas ciertas condiciones como las que caracterizan un contexto de 
reforma agraria, éste puede verse fortalecido parcialmente13. 
 
Ahora bien, con miras a precisar las dimensiones del poder infraestructural del Estado que 
se relacionan con la puesta en marcha de la reforma agraria es importante introducir ciertas 
distinciones en el concepto de Mann. Hillel Soifer encuentra que los académicos suelen 
utilizar la categoría de poder infraestructural del Estado sin distinguir las distintas 
dimensiones analíticas que esta contiene, lo que a su vez genera enormes problemas a la 
hora de operacionalizar el concepto (2008). En tal sentido, este autor anota que es 
importante separar las capacidades estatales de los resultados que producen dichas 
capacidades. En otras palabras, el analista debe distinguir entre los recursos, tecnologías 
y habilidades organizacionales, y el desempeño del Estado, es decir, el uso que las 
instancias estatales le dan a esas capacidades para alcanzar los proyectos definidos. Los 
primeros (por ejemplo la cantidad de funcionarios, los recursos económicos a disposición, 
etc.) son un atributo que posee o no el Estado y existen independientemente de la manera 
en que son empleados (Centeno, Kohli y Yashar, 2017). 
 
Lo anterior lleva a considerar que el análisis del cambio en el poder infraestructural del 
Estado ligado al proceso de reforma agraria debe realizarse en dos planos. En el primero, 
                                               
 
13 No se puede perder de vista que el proceso por el cual un Estado adquiere capacidad para 
estabilizar las interacciones sociales es de larga duración. Soifer (2015) muestra que las decisiones 
políticas y la manera específica de reclutar al personal para controlar los territorios durante el siglo 
XIX impactaron las trayectorias históricas de varios países latinoamericanos, las cuales siguen 
influyendo en su capacidad estatal hasta el día de hoy. Por eso, el argumento que aquí se propone 
se refiere a un fortalecimiento parcial del poder infraestructural del Estado, en lo que respecta a un 
sector específico que es el agrario. 
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el eje central serán las transformaciones en las capacidades estatales, es decir, las 
posibles transformaciones en los recursos y tecnologías que tenía a disposición el Estado 
para ejercer control sobre la sociedad y el territorio (Soifer, 2008: 236). En el segundo nivel 
interesa el modo como se desplegaron tales recursos, es decir, el desempeño que tuvo la 
institucionalidad estatal. A continuación se precisan esos dos niveles de análisis. 
 
1.1.2 Primer nivel: capacidades, recursos y tecnologías estatales 
En el primer nivel de análisis es importante considerar los recursos y tecnologías sobre los 
cuales las élites estatales pueden echar mano para controlar las relaciones sociales y el 
territorio. Los recursos pueden ser muy variados e ir desde los puramente financieros –y 
para eso resulta útil preguntarse por el gasto público (Mann, 1993)-, pasando por la 
información, hasta llegar al número de funcionarios que se pueden desplegar para cumplir 
determinado mandato (Soifer, 2008:237). Sobre los recursos financieros que quedan 
registrados en la evolución del gasto público no es necesario profundizar; estos son, como 
dice Mann, “un indicador del crecimiento del Estado en general” (1993: 361-362). Más 
detalle merecen los recursos asociados con el funcionariado. 
 
Con respecto a los funcionarios es importante aclarar que no sólo importa el tamaño del 
personal, sino también sus cualidades. De tal manera, es importante diferenciar las clases 
de personal administrativo. Weber opone la burocracia tanto al personal administrativo 
propio de sistemas de dominio patrimonialista, como a los funcionarios que son elegidos 
con criterios políticos clientelistas. Frente a los primeros, cuyo desempeño depende de la 
prestación de favores individuales y privilegios, la burocracia se caracteriza por actuar 
conforme a marcos de leyes generales y, en principio, universales (Weber, 1964:718). 
Respecto a los funcionarios elegidos por sus servicios prestados a los adalides del partido, 
y quienes deben su carrera a los personajes influyentes de la asociación política, los 
burócratas se diferencian por ser designados por un jefe atendiendo a puntos de vista 
profesionales y aptitudes técnicas (Weber, 1964:720). Con propósitos analíticos, Mann 
condensa la caracterización de Weber en algunos rasgos claves que permiten diferenciar 
a las burocracias de otras formas de administración: los burócratas reciben un salario y no 
son dueños de sus cargos, las oficinas burocráticas son centralizadas y responden a un 
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criterio de división funcional del trabajo, la administración es unitaria y está aislada de la 
política (Mann, 1993: 444-445). 
 
 
En esa medida, no cualquier tipo de personal administrativo está asociado con el 
escalamiento del poder infraestructural del Estado. Mann recuerda que en el siglo XVII 
ningún Estado poseía infraestructuras efectivas para respaldar su poder despótico sobre 
la sociedad civil (era un “poder despótico formal”) porque, a pesar de que contaban con un 
incipiente cuerpo administrativo, éste se caracterizaba por el hecho de que la iglesia y las 
clases dominantes conservaban derechos de propiedad sobre los cargos. Solo en la 
medida en que, paulatinamente, se fueron removiendo esos cargos comprados, las élites 
estatales pudieron penetrar con mayor efectividad la sociedad civil (Mann, 1993: 473-474). 
Entonces ¿qué es lo que hace ser a la burocracia el cuerpo administrativo más eficiente, 
en el decir de Weber? 
 
Algunas investigaciones han asociado ciertos rasgos institucionales propios de la 
burocracia con las diferencias en el desempeño de las administraciones en materia de 
implementación de políticas públicas y crecimiento económico. En un artículo Evans y 
Rauch (2000) argumentan que el remplazo del sistema de patronazgo en la escogencia de 
funcionaros estatales por una burocracia profesional es una condición necesaria (no 
suficiente) para que el desempeño del Estado afecte positivamente el crecimiento 
económico en los países en desarrollo (2000: 50). Siguiendo a Weber, encuentran que los 
rasgos institucionales relacionados con el buen desempeño del cuerpo administrativo son: 
el reclutamiento meritocrático por medio de exámenes de competencia, los procedimientos 
de servicio civil para contratar o despedir al funcionario en vez de la designación o 
remoción por criterios partidistas y la existencia de canales de promoción interna que 
garantizan carreras administrativas largas que son bien remuneradas (2000:51).  De estos, 
el primer rasgo –un sistema de reclutamiento meritocrático, basado en competencias y 
exámenes de ingreso- es el mejor predictor del desempeño efectivo de las burocracias en 
los países en desarrollo. Estos resultados coinciden con los planteamientos de otros 
autores que encuentran que la profesionalización de las burocracias es un factor potencial 
del poder infraestructural del Estado (Ziblatt, 2006; Schensul, 2008). 
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Los mecanismos que operan aquí son relativamente claros. En un sistema de patronazgo, 
es decir, en el cual la selección discrecional por motivos personales o políticos es la ruta 
principal para acceder a cargos en la administración (Grindle, 2012: 18), es más probable 
que los funcionarios se involucren en actos de corrupción para respaldar o recompensar a 
sus patrones dado el vínculo de reciprocidad que se establece entre ellos (You, 2015: 140). 
De igual modo, como el criterio de selección que opera en este sistema es de corte 
personalista y se orienta a favorecer a los copartidarios, es más factible que ingresen a la 
administración personas sin las competencias técnicas necesarias para desempeñar sus 
funciones (Weber, 1964: 720; Evans y Rauch, 2000: 52).  
 
Por el contrario, en un sistema de carrera civil o meritocrático, aquel en el que la mayor 
parte de los cargos es ocupado luego de un proceso de evaluación de alguna forma de 
mérito (educación, exámenes, etc.) (Grindle, 2012: 21), el funcionario tiene una obligación 
pero frente al Estado. El remplazo de los vínculos personales con un patrón por unos 
vínculos formales y regulados –y de corte universalista-, disminuye los incentivos del 
funcionario para apropiarse de los bienes y recursos públicos. Además, los procesos de 
selección garantizan que quien ingresa a trabajar en el cuerpo administrativo debe poseer 
las competencias necesarias para desempeñar su cargo.  
 
En síntesis, los planteamientos de Weber sobre la burocracia constituyen el punto de 
partida del análisis sobre el poder infraestructural del Estado. Como bien señala Evans 
(1995), la formación de una burocracia aislada relativamente de la sociedad y, en este caso 
particular, de las lógicas partidistas, es la condición necesaria (no suficiente) para que el 
Estado pueda alcanzar otros objetivos de manera efectiva.  Así las cosas, el análisis de la 
reforma agraria del Frente Nacional y su relación con el fortalecimiento del poder 
infraestructural del Estado en lo que respecta a la dimensión de las capacidades estatales 
puede concentrarse en la formación de una burocracia eficiente en el sector agrario. Para 
ello se tendría que examinar el volumen del personal encargado de la implementación de 
la reforma, pero también aspectos relativos a los cambios en el tipo de reclutamiento de 
ese personal. 
 
Adicionalmente, el fortalecimiento de las capacidades estatales en cuanto a la eficiencia 
de su personal puede analizarse en relación con la formación de una tecnocracia en el 
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sector de la política agraria. La tecnocracia se distingue de los burócratas por su alto nivel 
de experticia, específicamente en ciencias aplicadas como la economía, la ingeniería y, en 
este caso, la agronomía (Centeno y Silva, 1998; Putnam, 1977, Citado en Dargent, 2015: 
7). La definición clásica los define como individuos con un alto nivel de entrenamiento 
académico especializado, el cual es el principal criterio por el cual son seleccionados para 
ocupar posiciones clave en la toma de decisiones (Collier, 1979, citado en Dargent, 2015: 
13). Este grupo de individuos resultan importantes para esta investigación por dos razones: 
primero, porque, por lo general, son aquellos que emprenden dentro de sus respectivos 
campos de experticia las innovaciones burocráticas (Bourdieu, 2001: 130; Carpenter, 
2001; Considine et al, 2009); segundo, porque permitiría evaluar en qué medida fue posible 
en esa coyuntura crear en el sector encargado de la política rural una arena de experticia 
técnica relativamente independiente del clientelismo y su uso amañado de los recursos 
(Dargent, 2015: 3). 
 
Por lo demás, la distinción entre la capacidad de la tecnocracia encargada de diseñar la 
política agraria y la de los burócratas encargados de hacerla operar resulta bastante útil 
para capturar el efecto de la reforma agraria en estos dos niveles del poder infraestructural 
del Estado. Siguiendo a Ziblatt (2006) se puede decir que mientras que las características 
de los tecnócratas capturan el grado de profesionalismo del funcionariado, los rasgos del 
resto del personal burocrático proveen información acerca de la habilidad del Estado de 
implementación de sus políticas. En consecuencia, en este texto el foco de atención de 
pondrá sobre las dos clases de personal. 
 
1.1.3 Segundo nivel: el desempeño del Estado 
Si el primer nivel de análisis del poder infraestructural se refiere a la maquinaria 
organizacional del Estado, esto es, el complejo de recursos, tecnologías y redes que le 
confieren la habilidad al Estado para llevar a cabo sus proyectos, la segunda dimensión 
subraya los logros alcanzados por esa maquinaria (Centeno, Kohli y Yashar, 2017). En 
este caso el foco de atención será el desempeño de la institucionalidad estatal y sus 
funcionarios. Lo anterior tiene una implicación importante: el proceso de investigación debe 
arrancar con la gestación de las capacidades estatales para luego examinar cómo esos 
22 Reforma agraria y poder estatal: el desarrollo y declive de las capacidades 
infraestructurales en el sector agropecuario (1958-1980) 
 
recursos y tecnologías le permitieron o no al Estado mejorar su desempeño14.  En este 
texto serán tenidos en cuenta tres resultados que son de primer orden en el proceso de 
construcción de Estado: la producción de información y la extensión del alcance territorial 
y del alcance social de la institucionalidad estatal. 
 
Para Bourdieu, la concentración de fuerza militar y capital económico a la que la mayoría 
de autores hacen referencia cuando hablan del proceso de construcción del Estado no 
pudo darse sin que simultáneamente se presentara una acumulación de capital 
informacional por medio de los registros (por ejemplo de los bienes de las personas, del 
armamento existente, etc.), contabilidades, archivos, estadísticas, etc. que llevaban los 
funcionarios (Bourdieu, 2014: 281). Entonces, “la aparición de una instancia estatal se 
acompaña de un esfuerzo de los poderes públicos para medir, contar, evaluar, conocer”, 
pero también para procurarse los medios que hicieran posible “registrar la información, 
procesarla, de reflexionar y de extraer regularidades estadísticas” (Bourdieu, 2014: 294-
295). Aunque es un proceso que va en ambas direcciones, la acumulación de información 
y la capacidad de procesarla pasa tanto por la constitución de un funcionariado hábil en el 
manejo de instrumentos como la estadística, como por la orientación explícita de unas 
agencias estatales de operar atendiendo a esa información producida. 
 
Es así que en este texto describiré el desempeño del funcionariado agropecuario a la hora 
de medir y contar el campo. Específicamente, me concentraré en la incorporación de los 
profesionales –y saberes- provenientes de la estadística y las ciencias sociales a las 
agencias agrarias, y mostraré cómo esto guardó relación con el proceso de tecnificación e 
incremento del personal.  Adicionalmente, examinaré someramente la manera en que la 
nueva información fue utilizada para fortalecer la gestión de la institucionalidad agraria por 
medio de la incorporación de la planeación y otras innovaciones burocráticas. 
 
                                               
 
14 En su texto Centeno, Kohli y Yashar sugieren que entre las capacidades y el desempeño hay un 
factor fundamental: el contexto político. Esto quiere decir que para explicar el desempeño –y sus 
variaciones- se deben considerar la maquinaria organizacional, pero también las coaliciones 
políticas y el balance de las fuerzas sociales que hacen posible que dicha maquinaria se despliegue 
en una u otra dirección (2017: 11). Dadas las limitaciones que tiene esta investigación, no se 
profundizará en este factor de contexto político. 
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El segundo indicador que tomaré en cuenta para evaluar el desempeño del Estado en este 
campo de la política agraria es el alcance territorial. Para Mann el poder infraestructural 
que posee la instancia estatal es una capacidad para penetrar la sociedad y el territorio, 
por tanto los recursos, el personal y las tecnologías asociadas con una administración 
burocrática no se pueden considerar en abstracto sino en relación con los espacios 
geográficos que se buscan regular.  La maquinaria organizacional del Estado no se 
distribuye de manera homogénea por el territorio, de hecho, como lo demuestran Tilly 
(1993) entre otros, la construcción de los poderes centrales europeos pasó por la 
concentración de recursos en espacios geográficos delimitados, especialmente en las 
ciudades.  La mayor disponibilidad de recursos se correspondía con una presencia más 
estable del aparato estatal en dichas áreas y, por consiguiente, con una penetración más 
profunda de las mismas. En ese sentido se habla de una presencia diferenciada del Estado 
en el espacio, lo cual quiere decir que hay una variación a escala subnacional en la 
habilidad del Estado para ejercer el control y regular las relaciones sociales (Soifer y vom 
Hau, 2008: 222). 
 
Para el caso colombiano González (2014: 60)  encuentra que, por ejemplo, hay una 
diferencia entre la manera cómo funcionan las instituciones estatales en las regiones más 
integradas del país y aquella con la cual operan en el mundo rural y las periferias Así, 
mientras que las regiones centrales han atravesado por procesos sociales y económicos 
que han proporcionado los medios y las conexiones para que el conjunto de las 
institucionales estatales operen de manera más o menos regular, las áreas periféricas, 
caracterizadas por su aislamiento de los mercados y su colonización reciente, han estado 
al margen de dichas instituciones y sus funciones regulatorias. Adicionalmente, el autor 
indica que cuando ciertas regiones logran integrarse a las dinámicas económicas 
nacionales y el Estado incrementa su presencia allí, ese proceso suele estar imbricado en 
las lógicas partidistas. De tal manera que la maquinaria organizacional del Estado no llega 
a nuevos territorios atendiendo a criterios universalistas, sino en función de los intereses 
de los políticos regionales.  Por eso el análisis sobre el alcance territorial del Estado no 
debe limitarse a describir la distribución geográfica de las agencias estatales sino que 
implica contemplar el modo de funcionamiento de dichas agencias en el terreno y su 
relación con los políticos. 
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Siguiendo lo anterior, en este texto examinaré si el programa de reforma agraria tuvo algún 
efecto sobre el alcance de la institucionalidad en el campo colombiano. Concretamente 
indagaré si hay una relación entre el escalamiento de las capacidades estatales del sector 
agropecuario (incremento y tecnificación del personal) y el desempeño de las entidades en 
punto a la ampliación de su foco geográfico de operación. Aquí me interesa conocer cómo 
fue la presencia territorial de las agencias agrarias en el territorio nacional en el período 
estudiado, el modo de operación de éstas en el terreno y el grado de interferencia de los 
políticos en sus labores. 
 
El último aspecto que tendré en cuenta para evaluar el desempeño de la institucionalidad 
estatal agraria es el alcance social del Estado. Esa noción proviene de una distinción 
analítica entre el control espacial y el control social (Soifer y vom Hau, 2008: 222). A modo 
de ejemplo, el Estado puede penetrar el territorio a partir de construcción de carreteras, 
extensión de redes de comunicación, despliegue de funcionarios, etc. Esas maniobras 
podrían llevar a la extensión del ámbito geográfico en el cual opera el Estado, alcanzando, 
por ejemplo, territorios fronterizos. Pero como los recursos y tecnologías no son neutrales 
socialmente, la inserción de las instituciones estatales en un territorio no implica que, 
necesariamente, la regulación se extenderá universalmente entre los grupos sociales 
ubicados allí. De acuerdo con Hoifer y vom Hau, “el ejercicio del poder infraestructural del 
Estado puede variar no solamente a través del territorio, sino también a través de 
categorías sociales de pertenencia o exclusión, como las distinciones entre ciudadanos y 
extranjeros, hombres y mujeres, o “nacionales” plenamente incluidos y minorías raciales” 
(2008: 226). 
 
Esa idea de que el Estado llega a los grupos sociales de manera diferenciada ya era 
anunciada por autores como Elías (2009) y Bourdieu (2014).  A lo que se quiere llegar con 
esto es que una mejora en las capacidades estatales no conduce necesariamente a 
extender el alcance y la habilidad del Estado para controlar los distintos grupos sociales 
en un territorio. La exclusión de una categoría social, bien sea legalmente o de facto, del 
radio de acción del Estado no sólo implica la negación de un tratamiento que debería ser 
universal, sino también la renuncia de las instituciones estatales a extender su función 
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regulatoria por todo el entramado social y un serio déficit de legitimidad15. Piénsese por 
ejemplo en la marginación de una categoría étnica o sexual en un censo: más allá del 
evidente acto discriminatorio, lo que hay en el fondo es el desistimiento del Estado por 
capturar información sobre una categoría social específica y, en consecuencia, su dimisión 
frente a la posibilidad de regular (atender, pero también someter) a dicha población16. 
Adicionalmente, la exclusión de un grupo social no deja de tener costos para un Estado en 
materia de legitimidad que se pueden terminar pagando con la secesión, cualquiera que 
sea su forma (guerras civiles, etc.) (Bourdieu, 2014). 
 
Así como sucedía con el alcance territorial, el caso colombiano ilustra cómo las lógicas 
partidistas suelen llevar a la exclusión de facto de grupos sociales completos de la acción 
de algunas entidades estatales. Sin duda uno de los escenarios en lo que esto es más 
palpable es el campo. Uno de los grandes problemas de la concentración de la tierra en el 
país es que pasa por la asignación política de los derechos de propiedad (Gutiérrez, 2014). 
Uno de los medios privilegiados por los terratenientes para acceder a la tierra ha sido el 
uso de su posición aventajada en la esfera política para lograr, entre otras cosas, el apoyo 
de contactos claves (jueces, notarios, etc.) que con criterios particularistas los favorecen a 
la hora de decidir qué tierra es de quién (Gutiérrez, 2014). Por esa vía, a los campesinos 
desprovistos de redes de contactos no solo se les excluye del acceso a la tierra sino que 
también se les expone a ser despojados. Esas lógicas de exclusión van más allá del 
acceso restrictivo a la tierra y terminan por erigirse como sesgos “anticampesinos” en la 
acción de las agencias agrarias que por no contar a los trabajadores agrícolas no pueden 
regularlos. 
 
Como indica Christian Lund (2011), en algunos contextos las reformas agrarias pueden 
servir para romper esas lógicas excluyentes y servir para que el Estado se dote de 
                                               
 
15 Los analistas suelen olvidar que la dominación estatal para que sea tal debe ser considerada 
legítima (Weber). Ningún Estado, por más recursos y capacidades que tenga, puede sostenerse si 
las personas no reconocen la autoridad del Estado e incorporan las pautas de comportamiento 
definidas por este. Si esto no fuera así, no habría suficientes policías en el mundo para forzar a la 
gente a actuar según la ley (Bourdieu, 2014).  
16 El núcleo del concepto de Mann es la capacidad de ejercer control, lo que implica que una mayor 
capacidad del Estado puede traer enormes beneficios colectivos o llevar a atrocidades de enorme 
magnitud, como el genocidio o la “limpieza” étnica (Soifer y vom Hau, 2008: 227). 
26 Reforma agraria y poder estatal: el desarrollo y declive de las capacidades 
infraestructurales en el sector agropecuario (1958-1980) 
 
legitimidad entre los campesinos. Para este autor, las reformas agrarias están relacionados 
con un factor esencial en la construcción del Estado: la inserción de la institucionalidad 
estatal en la vida de campesinos que antes se las arreglaban por ellos mismos para 
solucionar el problema de la propiedad de la tierra. La reforma agraria implica que ciertos 
sectores de campesinos sean reconocidos como sujetos políticos, y al mismo tiempo hace 
que esos sectores reconozcan la autoridad del Estado a través de las labores de las 
agencias reformistas (Lund, 2011: 889). Con ese reconocimiento la instancia estatal 
adquiere la legitimidad que le permite, por ejemplo, entrar a regular la propiedad de la tierra 
entre sectores que antes solucionaban sus asuntos sin interferencia de un tercero. Así se 
expande el alcance social del Estado. 
  
En ese sentido, la pregunta por la ampliación del alcance social de las agencias estatales 
como indicador del desempeño de la institucionalidad agraria debe girar en torno a los 
cambios en la relación Estado-campesinos. Revisando elementos tales como los criterios 
de selección de los programas de reforma agraria, las pautas para definir la ubicación de 
los funcionarios en las regiones, el modo de tramitación de los conflictos rurales y, en 
general, la orientación que adoptó el Incora respecto a los actores rurales, precisaré cómo 
la agencia reformista se relacionó con el campesinado y si ese vínculo se fundó o no en 
lógicas de exclusión mediadas por la política.  
 
1.1.4 El declive del poder infraestructural del Estado 
A pesar de que se puedan identificar períodos históricos en los cuales la infraestructura 
del Estado se robustece, no existe nada parecido a una trayectoria de progreso 
ininterrumpida. Ciertas coyunturas históricas, nacionales o internacionales, pueden revertir 
la construcción de capacidades estatales y conducir más bien a la deconstrucción de los 
Estados. En este texto se hará énfasis especialmente en el modo en que la consolidación 
de burocracias y tecnocracias se vio suspendida con el retorno del sistema de patronazgo 
en la administración pública. Como muestra el trabajo de Merilee Grindle, en vista de que 
la burocratización de las institucionales estatales no es un proceso linear ni automático, 
está expuesto a toda clase de altibajos y retrocesos, incluso en los casos de países 
desarrollados (Merilee, 2012). Para poder esbozar algunos factores detrás de esas 
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rupturas, la literatura internacional reciente sobre burocracias y tecnocracias resulta 
bastante relevante. 
 
En su investigación sobre la configuración de la autonomía de algunas agencias ejecutivas 
en Estados Unidos, Daniel Carpentier se pregunta por las condiciones históricas que 
hicieron posible que ciertas entidades se caracterizaran por actuar conforme a sus propias 
orientaciones de política y no estar subordinadas a los deseos de los grupos de interés y 
los políticos (Carpentier, 2001:4). El autor dice que la autonomía burocrática, entendida 
como el poder de formular políticas de manera independiente, sólo se logró en algunas 
agencias cuando se consiguieron tres condiciones históricas: 1) una diferenciación entre 
las burocracias y los actores que buscaban controlarlas (políticos y grupos de interés); 2) 
el desarrollo de capacidades organizativas únicas que les daban la capacidad de actuar 
con eficiencia e innovar; y 3) contaban con una base de poder independiente –coaliciones 
propias- que sustentaba la creencia de que las agencias pueden solucionar los problemas 
de interés público (2001:14). 
 
Por su parte, Eduardo Dargent se hace una pregunta muy parecida a la de Carpentier que 
tiene que ver con los factores que explican la variación en el grado de autonomía de las 
tecnocracias en América Latina. En su investigación, Dargent encuentra que mientras 
existen sectores estatales en los cuales los tecnócratas tienen la capacidad de resistir la 
intrusión de otros actores sobre la elaboración de la política, también hay otros donde los 
tecnócratas no lograron consolidar una independencia en el diseño de políticas y se 
volvieron vulnerables a los choques con los políticos y grupos socioeconómicos (Dargent, 
2015: 5-6). Para explicar esa variación en el grado de autonomía de las tecnocracias 
latinoamericanas (muy relacionada con el “fortalecimiento selectivo del Estado” del que 
hablan Bejarano y Segura) o lo que es lo mismo, la probabilidad de intrusión de los políticos 
en ciertas áreas de política pública, el autor propone dos causas principales.  
 
La primera tiene que ver con el costo que enfrentan los políticos si su interferencia en el 
sector de la política pública deviene en un desempeño pobre. Lo que buscan los políticos 
es acceder a los recursos que les ofrece un sector del Estado para fortalecer sus clientelas, 
sin embargo, si los costos de su interferencia en el área que ocupan los tecnócratas son 
altos, estos prefieren abstenerse de inmiscuirse en dichas áreas. Dargent encuentra que 
los costos son elevados particularmente si se trata de políticas que involucran a una gran 
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porción de ciudadanos y afectan sobre todo a clases altas y medias. Por el contrario, si las 
áreas de política son de poco interés para los actores sociales o si se concentran en los 
grupos más vulnerables, los políticos tienden a enfrentar costos más bajos en caso de 
remplazar a los expertos o interferir en las áreas técnicas existentes (2015:6). 
 
La segunda causa es la constelación de actores interesados en el sector de política. 
Mientras existen políticas que atraen la atención de múltiples actores que ven afectados 
sus intereses (p. ej. la política económica), hay otras que interesan a unos pocos actores. 
Entonces, el argumento viene a ser que si en el sector de política sólo hay un actor 
prominente interesado, este actor tiene un poder significativo para bloquear las medidas 
técnicas que afectan sus intereses. Pero si en dicho sector hay competencia entre varios 
actores poderosos, esta situación de balance les brinda a los expertos más espacio para 
tomar sus propias decisiones (Dargent, 2015: 7). 
 
Los elementos teóricos aportados por estos autores sirven como punto de referencia para 
explicar el reflujo en la formación de burocracias y tecnocracias agrarias en las fases 
finales del Frente Nacional. Con base en este marco analítico, resulta relevante tomar en 
cuenta la manera en que los cambios en la alineación de las fuerzas políticas y sociales 
debilitaron las coaliciones que respaldaban la gestión de las entidades encargadas de 
implementar la reforma agraria. Además, es pertinente indagar cómo esos cambios 
vinieron acompañados, por un lado, de ataques que buscaban minar la legitimidad de 
dichas agencias, y  de otra parte, de la exclusión de las organizaciones campesinas de la 
“constelación de actores” con poder de incidencia en el diseño de las políticas agrarias. 
 
1.2 El método y el material empírico 
En la medida en que este es un texto centrado en las entidades estatales del sector agrario 
entre 1958 y 1980, el método y las técnicas de recolección de información se ajustan a los 
cánones de la investigación histórica. Con miras a reconstruir la operación de las agencias 
y los funcionarios de esta parcela del Estado se utilizaron un conjunto variopinto de fuentes 
primarias de información, que fueron complementadas con literatura secundaria sobre el 
período.  El uso de diversas clases de material empírico tuvo dos propósitos: primero, para 
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lograr reunir suficiente información que permitiera hacer un análisis sobre temas como la 
cantidad, el modo de reclutamiento y el desempaño de los funcionarios que cubriera todo 
el período de estudio era fundamental apelar a distintas fuentes; segundo, dadas las 
propiedades y funciones que cumplen ciertos documentos (principalmente los documentos 
oficiales como los informes de gestión), resultaba indispensable contrastar la información 
allí consignada con otro tipo de material con el ánimo de evitar reproducir los sesgos de 
quien produjo el documento. En todo caso, para dar cuenta del Estado hay que escuchar 
la voz de los agentes del Estado, es por eso que la mayor parte del material empírico 
corresponde a información producida por el funcionariado agrario. A continuación se 
describen las fuentes de información17: 
 
 Material de archivo y documentos oficiales 
Buena parte del sustento empírico de la investigación proviene del material ubicado en el 
Archivo General de la Nación (AGN) y de la Biblioteca Luis Ángel Arango (BLAA). En el 
AGN fue particularmente útil la documentación del Fondo Camilo Torres Restrepo en lo 
que respecta al material sobre la reforma agraria. De allí se extrajo una gran parte de la 
evidencia sobre proceso de formación de las burocracias y tecnocracias en el sector 
agropecuario. Adicionalmente, en el AGN se encontró documentación valiosa sobre la 
tramitación de la conflictividad rural y la organización administrativa de las entidades 
estatales. Por su parte, de la BLAA, específicamente del Fondo Carlos Lleras Restrepo, se 
extrajeron las actas de las agencias agrarias y correspondencia del expresidente con 
funcionarios agrarios. 
 
Los documentos oficiales producidos por las entidades del sector (especialmente las 
memorias de los ministros de agricultura y los informes de gestión del Incora) fueron textos 
claves para dar cuenta del desempeño de la institucionalidad agraria, pero también de las 
visiones, horizontes mentales y dificultades que encontraron los tecnócratas a la hora de 
llevar a cabo sus labores. 
 
 Prensa y elaboración de bases de datos sobre el alto funcionariado agrario 
                                               
 
17 Buena parte del material empírico lo recolecté en el contexto del Observatorio de Restitución y 
Regulación de Derechos de Propiedad Agraria, iniciativa financiada por Colciencias.  
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El material de prensa fue utilizado primordialmente para reconstruir las posiciones 
adoptadas y recolectar datos biográficos relevantes del alto funcionariado del sector 
agropecuario. La información biográfica referida a la trayectoria académica y laboral de 
este personal fue el insumo para la elaboración de una base de datos de cuadros directivos 
del Ministerio de Agricultura, Incora e ICA en el período 1958-1980 (se cita así ORDPA; 
2007). A pesar de las dificultades para encontrar la información de los perfiles de todos los 
altos cuadros de las agencias agrarias, los datos que se pudieron conseguir permitieron 
establecer algunas inferencias sobre las propiedades de este personal y sus 
transformaciones en el período estudiado. 
 
 Entrevistas a exfuncionarios del Incora 
Como forma de complementar la documentación escrita se realizaron entrevistas a varios 
antiguos empleados de la agencia reformista. La documentación oficial no permite 
adentrarse en las percepciones del personal encargado de llevar al terreno la política 
reformista, y tampoco dejan ver -por la misma función que cumplen esos textos- las lógicas 
internas (informales y no escritas) al interior de las agencias estatales. De ese modo, por 
medio de entrevistas semiestructuradas a empleados que trabajaban en el Incora en el 
período estudiado, fue posible capturar la percepción que el personal no directivo tenía 
frente a aspectos como: las motivaciones para ingresar a la entidad, el proceso de 
reclutamiento, la carrera administrativa, el desempeño en las labores, la relación con el 
campesinado y la interferencia de las lógicas clientelistas. 
 
 Cifras 
Apartir de los documentos oficiales se pudieron elaborar algunas estadísticas descriptivas 
del presupuesto del sector agropecuario, y el tamaño, tipo y distribución geográfica del 
personal del sector. Esos datos que se presentan en tablas, gráficas y mapas fueron 
utilizados para dar cuenta de las transformaciones que estuvieron asociadas con la reforma 
agraria. No obstante, como las cifras son bastante imperfectas y no abarcan la totalidad 





2. Capítulo 2. Antecedentes y contexto: el 
Estado colombiano y la reforma agraria 
2.1 La burocracia, la técnica y el alcance del Estado en la 
primera mitad del siglo XX 
 
Pese a que las primeras iniciativas para dotar al naciente Estado colombiano de una 
estructura administrativa coherente y para institucionalizar la remuneración fija del empleo 
público datan del último cuarto del siglo XIX, es hasta las primeras décadas de la centuria 
pasada que empieza a afianzarse en el imaginario político y jurídico la idea según la cual 
el Estado tiene unas esferas precisas de competencia, y en ellas debe operar una 
distinción entre la administración y la política  (Uricoechea, 1986; López, 2006).  
 
La expansión de las relaciones capitalistas que vino dada por la paulatina integración del 
país al mercado mundial de bienes agrícolas (Legrand, 1988), estuvo acompañada de una 
complejización del aparato estatal y de sus servicios y funciones. Así, de ocuparse casi 
que exclusivamente del fomento de la educación secundaria y de algunos asuntos fiscales 
a finales del siglo XIX, el Estado colombiano, poco a poco, asumió un papel más activo y 
dinámico en lo referente a la regulación social que demandaba el nuevo ímpetu económico 
(Uricoechea, 1986; López, 2006). Esto, a su vez, supuso un avance considerable en la 
integración geográfica del interior del país a los circuitos económicos ligados a la 
producción cafetera. A finales del siglo XIX había cierto grado de desarrollo de la 
infraestructura vial que comunicaba principalmente al centro-oriente con el occidente. No 
obstante, esos procesos de inclusión de nuevos territorios dejaron al margen a las regiones 
que no hacían parte del circuito del café (González, 2014: 215). 
 
Se tiene una perspectiva más clara de la complejización del Estado si se atiende a los 
cambios en su estructura organizativa y a los ritmos de expansión del gasto público. Hasta 
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1930, las entidades del nivel central encargadas de gastar los recursos públicos eran 
apenas ocho18; dos décadas más tarde ese número se duplicará. De igual modo, el ritmo 
de crecimiento del gasto del Estado que se mantuvo estancado durante el primer cuarto 
del siglo XX, alcanzará tasas de expansión de más del 9% anuales (Uricoechea, 1986: 82-
83). Es importante anotar, como evidencia del rol más enérgico del Estado, el hecho de 
que -de manera muy temprana- los gastos de funcionamiento de las instituciones estatales 
son rebasados por los gastos de inversión (Uricoechea, 1986:91). De tal modo, los 
recursos que hasta el siglo XIX se destinaban mayoritariamente a cubrir los costos 
puramente administrativos, pasan en el nuevo siglo a financiar en mayor medida servicios 
públicos y otras necesidades colectivas. 
 
Entre los servicios públicos priorizados estaba la infraestructura de transporte. A pesar de 
que las regiones no cafeteras permanecieron marginadas en los programas de 
infraestructura y no existió algo parecido a un plan nacional de vías dadas las disputas 
regionales por los recursos estatales, en estos años se dio una expansión de las redes 
férreas que repercutió en un avance en la integración territorial (González, 2014: 226). En 
1921 ya existían 1.400 kilómetros de vías férreas y para 1926 se llegaron a los 2.000 
(Colmenares, 1989. Citado en González, 2014: 228).  
 
Como para poder prestar servicios a una sociedad y economía en proceso de integración 
se requería la incorporación de técnicas administrativas, en los primeros treinta años del 
siglo anterior también se produjo una asimilación –pausada- de la técnica de 
descentralización de la administración por servicios. De esta suerte, para la 
implementación de servicios técnicos propios de la tecnología más reciente –como los 
ferrocarriles y telégrafos- se constituyeron entes autónomos con garantías especiales de 
protección e independencia técnica y financiera (López, 2006: 17).  Más tarde, a finales de 
la hegemonía conservadora y como consecuencia de las recomendaciones de una misión 
internacional, se crearon entidades con importante autonomía administrativa y financiera, 
                                               
 
18 Estas eran, el Ministerio de Gobierno, de Relaciones Exteriores, de Justicia, de Hacienda y 
Crédito Público, de Defensa, de Educación, de Comunicaciones y de Obras. Uricoechea afirma que 
esta era la estructura típica del comportamiento hacendístico de los Estados burocráticos incipientes 
(Uricoechea, 1986: 81) 
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a saber: el Banco de la República, el Banco Agrícola Agrario, la Superintendencia Bancaria 
y la Contraloría General (López, 2006: 19). 
 
Ahora bien, la lógica de la confrontación bipartidista también tuvo efectos en las 
concepciones del deber ser de la gestión de las instituciones estatales. A raíz del cruento 
conflicto bélico entre liberales y conservadores que marcó la transición del país del siglo 
XIX al siglo XX, se hizo popular entre los tratadistas del derecho público un diagnóstico 
sobre la manera de operar del Estado. De acuerdo con esa lectura, uno de los grandes 
errores institucionales consistía en el ejercicio del poder político de manera “exclusivista” 
donde el partido victorioso retenía de manera arbitraria el poder y donde la derrota militar 
o electoral resultaba fatal para los vencidos (López, 2006: 12). 
 
Esa lectura, además de ser el fundamento de la especie de gobierno compartido entre 
conservadores y liberales que se instauró durante la Hegemonía Conservadora (Gutiérrez, 
2014), implicó llegar a una idea bastante novedosa para ese entonces: la necesidad de 
deslindar la administración de la política (Palacios, 2001). Se habló en ese momento de 
hacer una reforma administrativa cuyos contenidos serían compartidos casi que 
unánimemente por los políticos reformistas de aquí en adelante hasta el Frente Nacional. 
Vale la pena rescatar dos principios que, en el decir de estas tratadistas del derecho 
público, debían guiar la administración. Primero, se debía incorporar la imparcialidad 
burocrática en la administración para garantizar la transición pacífica y regular del poder 
entre partidos opuestos. Segundo, las labores estatales debían estar a cargo de 
administradores públicos. Estos, además de orientar su acción con base en “inventarios” 
escritos con “el lenguaje de las cifras” y no con el de los principios, debían contar con 
“conocimientos técnicos especiales” en los campos en los que se iban a desempeñar 
(López, 2006: 13-15). 
 
Aunque esta doctrina se empezó a popularizar y tuvo alguna incidencia en lo que sería la 
creación en 1913 del Consejo de Estado como órgano jurisdiccional de control de la 
actuación administrativa (López, 2006: 14), lo cierto es que la imparcialidad burocrática 
estaba lejos de lograrse. Así mismo, la orientación “programática” y técnica que se les 
pedía a los funcionarios no era moneda corriente en un universo donde primaba el 
clientelismo. Para empezar, hasta los años treinta se calcula que la burocracia no superaba 
los 60 mil empleados, un número bastante modesto si se compara con el de otros países. 
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Además, la mayor parte de esta hacía parte de las administraciones departamentales y 
municipales (Uricoechea, 1986: 112). Ahora, si se toma en consideración los pobres 
avances en la profesionalización de los conocimientos y lo poco extendida que era la 
educación en todos sus niveles, resulta claro que el tipo de material humano que 
reclamaban los tratadistas del derecho público era bastante escaso. 
 
Con el triunfo electoral de los liberales, se imprimiría un nuevo ímpetu a las 
transformaciones en curso. En los años treinta, de la mano con las nuevas facultades de 
intervención en la economía que se le otorgan al Estado, se empieza a utilizar de manera 
más intensiva la técnica de descentralización por servicios (López, 2006:19). El gasto 
público se incrementa, las entidades gestoras de los recursos públicos se diversifican y, 
en general, la estructura administrativa del Estado se complejiza (Uricoechea, 1986).  Así 
mismo, con los liberales emergería una modificación en la manera de percibir el Estado y 
sus tareas, que se expresaría en un “ansia de saber” y, simultáneamente, habría un 
esfuerzo por integrar a distintos sectores populares en la vida ciudadana (González, 2014: 
280). En este período, los esfuerzos del Estado por recolectar información verídica acerca 
del territorio y sus gentes adquirieron bastante relieve (Silva, 2006). 
 
Como antes se anotó, desde los albores del siglo XX algunos sectores políticos 
reivindicaban la importancia de los conocimientos técnicos en la conducción de las labores 
estatales, sin embargo es hasta los treinta que se crean espacios dentro del mismo Estado 
donde se alienta la formación técnica. Por ejemplo, es desde la Contraloría General que la 
estadística, como “verdadero órgano visual de la sociedad y el gobierno”, se conjuga con 
el Estado. Como fruto del trabajo de esa entidad surge la primera ola de estudios 
organizados con una perspectiva moderna, empírica y cuantitativa sobre el país (Silva, 
2006: 19-20).  En estos mismos años se inaugura el Instituto Geográfico Militar y Catastral, 
el antecesor del IGAC, cuyos primeros objetivos era el levantamiento de la carta física, la 
red geodésica y los mapas militares (Macías, 1978: 48). 
 
Así las cosas, la necesidad de incorporar los conocimientos técnicos en la administración 
pública ya no era pues una cuestión abstracta. Los requerimientos que, a modo de ejemplo, 
eran imprescindibles para levantar y presentar información de manera exacta, no estaban 
al alcance de cualquier funcionario o político. Consciente de ello, Carlos Lleras Restrepo, 
Capítulo 2 35 
 
en ese entonces contralor, hacía un llamado a delegar la estadística en las manos de 
especialistas (Silva, 2006:19). El espíritu de los tiempos estaba signado entonces por el 
ascenso de los especialistas en determinadas áreas. Los ingenieros, quienes gozaban 
desde hacía décadas del prestigio por su asociación con los íconos del progreso nacional 
(el ferrocarril, los telégrafos, las carreteras, etc.), se habían beneficiado de la temprana 
profesionalización de sus saberes19 (Palacios, 2001). El turno era ahora para la agronomía, 
la economía y las ciencias sociales. 
 
La primera Escuela de agronomía del país se fundó en Medellín en 1911 y dependía del 
gobierno departamental; luego, en 1921, se fundó la Escuela Nacional de Veterinaria en 
Bogotá y, años más tarde, en 1934, inició sus labores otra escuela agrícola superior en el 
Valle. No obstante, estos centros educativos adolecían de serios problemas económicos 
y, dado el precario estado de la agricultura nacional, la mayor parte de los graduados se 
dedicaban a labores distintas a su profesión. Los gobiernos liberales de la década del 
treinta buscaron unificar los planes de estudio de dichas escuelas y, con el tiempo, fueron 
adscritas a la Universidad Nacional de Colombia (UN) convirtiéndose así en las Facultades 
de Agronomía de Medellín y de Palmira, y la Facultad de Medicina Veterinaria de Bogotá. 
(Comisión de Educación Agrícola Superior, 1961; Macías, 1978; Patiño, 2002). Ya en los 
años cincuenta, con la gran demanda de especialistas agrarios para llevar a cabo las 
políticas de modernización agrícola del país, se crearon más facultades de agronomía, 
veterinaria e ingeniería forestal en el país. 
 
La profesionalización de la economía se remite a las misiones de expertos internacionales 
que arribaron al país en la primera mitad del siglo XX, y que iniciaron con la misión 
Kemmerer. En ese momento más que economistas se contaba con hacendistas, es decir, 
personas cuyo conocimiento de las ciencias económicas era más empírico que otra cosa. 
Con la creación de la Contraloría y el Banco de la República, se hacía imperioso darle un 
tratamiento más sofisticado a la información económica; no obstante, es hasta 1940 que 
se establecen estudios universitarios de economía, y un decenio más tarde queda 
                                               
 
19 Se reconoce de manera especial cómo el desarrollo inicial de estas obras infraestructuras estuvo 
vinculado con los egresados de la Facultad de Ingeniería Civil de la Universidad Nacional y de la 
Escuela Nacional de Minas de Medellín (Palacios, 2001: 110). 
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establecida de manera definitiva la formación sistemática de economistas profesionales 
(Palacios, 2001:111). Por su parte,  el proceso de profesionalización de las ciencias 
sociales comenzó a gestarse en los años treinta y cuarenta con la fundación de 
instituciones patrocinadas por el Estado , y más tarde concluiría con la apertura de 
departamentos especializados dentro de la Universidad Nacional (Uricoechea, 1999). 
 
La preocupación por hacer de la técnica la guía de la administración del Estado vino 
acompañada de una serie de políticas de inclusión de sectores populares a la vida política 
y social. De esa manera hubo una ampliación de la ciudadanía mediante la eliminación de 
los requisitos de alfabetismo y posesión de recursos económicos para acceder al voto. 
También se amplió el derecho a la ciudadanía de la mujer, aunque no se le permitió votar 
(González, 2014: 280). Adicionalmente, la reforma laboral dio un apoyo a la sindicalización 
y la ley de tierras buscó, por primera vez en la historia del país, darle un trámite 
institucionalizado a los conflictos rurales. 
 
Ahora bien, no se puede perder de vista que la lenta emergencia de las que se han 
denominado “islas” o “bolsillos” de eficiencia dentro del Estado no fue un proceso 
homogéneo. Resulta contrastante que mientras ciertas esferas de actuación del Estado se 
diferenciaban cada vez más –por ejemplo el sector fiscal, de defensa y de educación- otras 
estaban sujetas a un vaivén que en la práctica minaba las posibilidades de una gestión 
efectiva, como el ramo agropecuario. En 1913 se creó el Ministerio de Agricultura y 
Comercio, pero al poco tiempo, bajo el argumento de que la agricultura y la ganadería 
constituían industrias extractivas, esas actividades se integraron al Ministerio de Industrias. 
Como era de esperarse, esa entidad se preocupó por la promoción de las actividades 
manufactureras y descuidó el desempeño del sector rural. Luego, en un contexto de 
convulsión económica mundial, se restableció el Ministerio de Agricultura y Comercio el 
cual tuvo una corta vida puesto que en 1938 se incorporó al Ministerio de Economía. 
Solamente hasta 1947 se evidenció la urgencia de crear un ministerio que se ocupara de 
forma exclusiva y permanente de promover el desarrollo de las actividades del campo, y 
por eso se resolvió crear el Ministerio de Agricultura y Ganadería (Macías, 1978; Ocampo, 
1994: XII).  
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Esas oscilaciones iban en contravía tanto de la gestación de entidades estatales con 
funciones claras, diferenciadas y estables en el tiempo, como de la consolidación de un 
personal permanente encargado del manejo de los asuntos agropecuarios. Justamente, 
varios autores relacionan el alcance limitado de la ley 100 de 1936 con la inexistencia de 
un aparato estatal eficiente encargado de implementar las nuevas disposiciones 
normativas (Marulanda, 1991; Palacios, 2011). Lo que ocurría en este sector particular 
estaba lejos de ser excepcional. Como bien anota López, la historia de las reformas 
administrativas era cíclica: una vez nuevas generaciones accedían al poder, se repetían 
los diagnósticos que constataban la enorme influencia partidista en la administración, y se 
hacían recomendaciones muy similares a las ya formuladas décadas antes. Pero las 
reformas nunca llegaban (López, 2006). 
 
Si bien para los años cincuenta los observadores se quejaban de que había todavía 
“mucha política en la administración”, y la operación de las instituciones estatales se 
concentraba en las áreas centrales del país, se empezaba a notar ciertos cambios. 
Particularmente el ingreso en ciertas dependencias del Estado –sobre todo en las relativas 
al manejo de la economía- de funcionarios con un amplio perfil técnico20 indicaba la 
aparición de un nuevo tipo de personal que adquiriría mayor notoriedad durante el Frente 
Nacional. 
2.2 El Frente Nacional 
En general, se ha considerado que en el período del Frente Nacional el Estado colombiano 
se vio fortalecido. Los datos que presenta Uricoechea respaldan dicha presunción. 
Primero, en estos años el grado de diferenciación institucional y de especialización 
funcional de la administración adquiere el nivel más elevado en la historia21.  Segundo, el 
                                               
 
20 A manera de ejemplo, la Oficina de Seguridad Social Campesina del Ministerio de Economía 
Nacional contaba entre sus colaboradores a principios de los años cincuenta gentes de amplia 
formación técnica como Roberto Pineda, Luis Duque Gómez, Milcíades Chaves, Julio César 
Cubillos y Ernesto Guhl. Un tiempo después llegará al Ministerio de Trabajo el propio Orlando Fals 
Borda (Silva, 2006:20). 
21 En ese lapso se crearon un conjunto de Departamentos Administrativos (Planeación, Estadística, 
Servicio Civil, Seguridad y Aeronáutica Civil); se logró la estabilidad en la asignación presupuestal 
a la Policía Nacional, a la Rama Jurisdiccional, al Ministerio Público y al Departamento 
Administrativo de Servicios Generales.; y se perfiló la asignación de dineros independientes al 
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incremento del gasto público anual logra sus máximos históricos, alcanzando la cifra de 
15.7%; ese acrecentamiento se expresa también en una mayor participación del gasto 
público en el PIB22. Por último, hay una expansión considerable en el volumen del personal 
del Estado en todos los niveles, pero particularmente en el central que, tal y como se 
muestra en la gráfica 2-1, por primera vez logra superar el tamaño de los funcionarios 
departamentales y municipales (Uricoechea, 1986:81-84). Ahora bien, el fortalecimiento no 
sólo tuvo que ver con el incremento del tamaño y la complejidad del aparato administrativo, 
también pasó por un intento de transformación de su carácter. 
 
Gráfica  2-1 Evolución del personal estatal por niveles 
 
Fuente: Uricoechea, 1986:126. Elaboración propia. 
 
Así como en las vísperas del siglo XX, las consecuencias catastróficas de la Guerra de los 
Mil Días llevaron a ciertos sectores políticos a proponer separar la administración de la 
confrontación partidista, y hacer a la primera una esfera de “neutralidad” y eficiencia, la 
                                               
 
Congreso Nacional y a la Presidencia de la República. En ese período el Estado cuenta con 26 
unidades institucionales diferentes (Uricoechea, 1986: 82). 
22 Como anota Mann, si la evolución de los gastos estatales no se controla por las variaciones en el 
crecimiento de la economía en general –medido con el PIB-, puede que un incremento en los gastos 
públicos en un contexto de crecimiento económico signifique realmente un declive en el poderío 
económico del Estado (Mann, 1993:365). En este caso, el aumento del gasto público va a la par 
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Violencia liberal conservadora de mitad de centuria tuvo efectos similares.  Ambos partidos 
reconocieron que la disputa por los cargos causaba cambios drásticos en el personal cada 
vez que el poder pasaba de un partido al otro, esto, a su vez, conducía a la ineficiencia de 
la administración y al conflicto partidista (López, 2006; Gutiérrez, 2007; Leal Buitrago y 
Dávila, 2009). Por esa razón, en el articulado del plebiscito que sentó las bases jurídicas 
para la alternación en el poder se incluyeron disposiciones tendientes a institucionalizar la 
carrera administrativa y limitar el peso de los partidos en la administración23 (López, 2006). 
 
En términos gruesos, dos tendencias confluyeron durante el Frente Nacional en lo que 
respecta a la estructura administrativa del Estado: de un lado, la actualización del viejo 
programa que consistía en “despolitizar” la administración; por otra parte, la apuesta por 
fortalecer al ejecutivo como mecanismo de cambio social y manera de lograr estabilidad y 
lograr la paz (Bejarano y Segura, 1996; López, 2006; Gutiérrez, 2007). Para lograr esas 
metas, durante la administración de Alberto Lleras Camargo se impulsó una reforma 
administrativa, cuyos objetivos en lo que respecta al primer punto fueron resumidos así por 
el mismo presidente: “la paridad en todas las ramas del poder, la necesidad de 
alternabilidad en la presidencia de la República, la neutralización de los servidores públicos 
en las luchas políticas y el establecimiento de la carrera administrativa son parte de las 
medidas contra el espíritu autoritario y exclusivista de los partidos”( Citado en Bejarano y 
Segura, 1996: 23). Con eso en mente, la ley 19 de 1958 creó diferentes instituciones 
encargadas, entre otras cosas, de: organizar el servicio civil y la carrera administrativa, 
supervisar los asuntos relativos a los ascensos y la disciplina del personal, revisar los 
proyectos de ley en esas materias y formar a los nuevos funcionarios (Bejarano y Segura, 
1996:24; Dargent, 2015: 67). 
 
El fortalecimiento del ejecutivo pasó, sobre todo, por la centralización de la dirección y 
planeación de las políticas públicas por medio del mecanismo de los planes de desarrollo. 
De acuerdo con los informes de las comisiones internacionales que se habían conformado 
para que estudiaran los lineamientos de una reforma administrativa, era importante 
                                               
 
23 López recuerda el contenido de los artículos número 5 y 6 de dicho plebiscito. El primero, limitaba 
la facultad de las autoridades de nombrar y remover empleados. De ahora en adelante debía 
ajustarse a la legislación en materia de servicio público. El otro artículo prohibía a los funcionarios 
públicos tomar parte en las actividades partidistas (2006: 27). 
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introducir una distinción al interior del poder ejecutivo entre las funciones de dirección y la 
ejecución propiamente dicha. Los escalones directivos de la administración pública – la 
tecnocracia- se encarga del primer asunto, mientras que la burocracia especializada se 
acoge a los mandatos de los niveles superiores (López, 2006: 27). Sobre la base de esa 
distinción, se introducen los planes de desarrollo que vienen a garantizar la coordinación y 
continuidad de la acción oficial24, y se crean entidades encaminadas a robustecer la 
planeación más que todo en materia de desarrollo económico25(Bejarano y Segura, 
1996:24).  
 
Carlos Lleras Restrepo también adelantó una importante reforma administrativa que 
fortaleció las dos tendencias antes mencionadas. Por medio de una reforma constitucional, 
se organizó la administración y la carrera administrativa y se vigorizaron los mecanismos 
de planeación tanto a nivel general como a nivel sectorial. Con la consolidación de 
Planeación Nacional y la política de incremento de salarios de los altos funcionarios, los 
técnicos adquirieron un nivel de poder e influencia como nunca antes (Bejarano y Segura, 
1996:24-26). 
 
A pesar de los intentos reformistas de los gobiernos liberales del Frente Nacional, los 
analistas coinciden en señalar que, salvo sectores y entidades específicas, no se produjo 
ni la profesionalización ni la despolitización de la burocracia esperadas (Bejarano y Segura, 
1996; Palacios, 2001; Gutiérrez, 2007; Leal Buitrago y Dávila, 2009). Para explicar ese 
desenlace se argumenta que los objetivos de las reformas reñían con las condiciones que 
hacían sostenible el acuerdo. Concretamente, la necesidad de darle participación a ambas 
colectividades partidistas por medio de la paridad política era contradictoria con la 
promoción de la carrera administrativa por parte de las élites políticas liberales. A medida 
                                               
 
24 De acuerdo con el artículo 6º. del Decreto 550 de 1960, se establece que “(a) los establecimientos 
públicos y demás entidades con autonomía administrativa sólo les compete el cumplimiento o 
desarrollo de los planes adoptados por el Gobierno, es decir por el Presidente y el Ministro o Jefe 
del Departamento respectivo. (López, 2006:27) 
25 La ley 19 de 1958 creó el Consejo Nacional de Política Económica, el cual estudiaba y proponía 
la política económica del Estado, la coordinaba y vigilaba; y el Departamento Administrativo de 
Planeación, encargado de realizar las investigaciones y los estudios económicos, elaborar 
programas técnicos de desarrollo económico y presentar al Consejo Nacional informes periódicos 
sobre la situación económica y sobre las medidas convenientes. (Bejarano y Segura, 1996:24). 
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que aumentaba el tamaño del Estado y en vista de las limitaciones impuestas a la 
competencia partidista, los partidos no tuvieron más alternativa que aumentar sus 
presiones para lograr controlar los recursos que les permitían mantener una clientela, y 
así, garantizar la continuidad de su predominio político (Bejarano y Segura, 1996; 
Gutiérrez, 2007).  
 
En claro contraste con lo sucedido en la mayoría de sectores estatales, las entidades 
encargadas del diseño de la política económica sí entraron en dinámicas de despolitización 
y tecnificación de largo plazo; esas diferencias entre las distintas parcelas del Estado son 
a las que se refiere la noción de “fortalecimiento selectivo del Estado” acuñada por 
Bejarano y Segura. El éxito en el aislamiento de los intereses partidistas de las instancias 
encargadas de la política económica respondió a una serie de factores que no se dieron 
en el resto de arenas de actuación del Estado durante el Frente Nacional (Bejarano y 
Segura, 1996; Palacios, 2001; Dargent, 2015: 82-88).  
 
Más adelante se hará énfasis en estas condiciones, por ahora vale la pena mencionar que 
ciertas especificidades en este sector de la política pública determinaron dicho desenlace. 
Primero, el peligro de una crisis económica aumentó los costos políticos de intervenir la 
política macroeconómica sin atender a criterios técnicos. Segundo, los actores interesados 
en este campo eran varios y entre ellos estaban las instituciones financieras 
internacionales, quienes presionaron insistentemente por la creación de entidades 
estatales de planeación económica. Por último, la formación de una comunidad de 
economistas con un conjunto de propiedades en común (edad, trayectoria académica y 
profesional, etc.) favoreció la socialización en ciertas ideas y valores que terminaron por 
definir un consenso sobre la “política económica adecuada” (Bejarano y Segura, 1996; 
Palacios, 2001; Dargent, 2015: 82-88) 
 
De tal manera que los partidos lograron apropiarse de los recursos y los cargos en la 
mayoría de sectores estatales, y por esa vía, la apuesta del Frente Nacional por modernizar 
el Estado colombiano se vio frustrada. Ahora, ¿qué sucedió específicamente en el campo 
de la política agraria? En los siguientes capítulos se tratará con detalle ese asunto, pero 
antes es relevante hacer una descripción somera de la historia de las políticas de tierras y 
de lo que vino a ser la reforma agraria del Frente Nacional. 
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2.3 La reforma agraria de los sesenta y sus precedentes 
La experiencia de reforma agraria por la que atravesó el país en los años –expresada en 
las leyes 135 de 1961 y 1 de 1968- se inscribe en una larga trayectoria de conflictos, 
debates y medidas alrededor del problema rural.  En tal sentido interesa examinar los 
antecedentes de estas normas en materia de política de tierras, especialmente aquellas 
ligados al acceso y a la definición de los derechos de propiedad. Por ello se prestará 
especial atención a: la colonización de baldíos, las parcelaciones de haciendas, la ley 200 
de 1936 y las medidas fiscales en los años previos a 1961. Para una síntesis de las fechas 
más importantes ver en el anexo A la Tabla 6-1. 
2.3.1 Finales del siglo XIX hasta los años veinte: apertura de 
frontera agrícola e inserción al mercado mundial 
La adjudicación de terrenos baldíos es la política de distribución de tierras que ha tenido 
mayor continuidad en la historia del país (CNMH, 2016: 32) La entrega de terrenos baldíos 
data del siglo XIX, pero a lo largo de los años ha sufrido toda clase de modificaciones 
respecto a quiénes pueden ser adjudicatarios, los términos de la adjudicación, las 
extensiones de los predios, etc.; así como ha fluctuado la cantidad de hectáreas 
entregadas y el número de beneficiarios.  
 
Hasta antes de 1870, los baldíos fueron tomados principalmente como una medio fiscal –
bonos territoriales- para aliviar las cargas económicas del naciente Estado colombiano 
(Legrand, 1988; Arango, 2014; Tovar, 2015). Sin embargo, entrada la segunda mitad del 
siglo XIX nuevas circunstancias sociales y económicas motivarían una modificación en la 
finalidad de la legislación de baldíos. El auge de la economía agroexportadora que vendría 
a integrar a Colombia de manera tardía en los flujos del comercio internacional y que se 
relacionó con la complejización del aparato estatal, tuvo también efectos en el mundo rural. 
Los otrora campos vírgenes existentes en todas las regiones26 que habían sido un legado 
del período colonial empezaron a atraer a toda clase de empresarios en busca de tierras 
para producir tabaco, algodón, índigo, quina y maderas (Legrand, 1988: 27). De forma 
                                               
 
26 Vale la pena recordar la famosa cita de Agustín Codazzi, quien para 1850 afirmaba que el 75 por 
ciento del territorio colombiano consistía en terrenos baldíos (Legrand, 1988: 21). 
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paralela, la escasez de tierras en los altiplanos empujó a la migración a muchas gentes 
que vieron en esos mismos terrenos de altura media y baja una oportunidad de empezar 
de nuevo (Palacios, 1983; Tovar, 2015). 
 
Fue en ese medio que la política de baldíos tomó otro rumbo. Los incentivos a la expansión 
de la frontera agrícola incorporando terrenos propicios para producir bienes tropicales y 
forestales se convirtieron en la prioridad de los gobernantes. En consecuencia el legislativo 
expidió sendas normas –leyes 61 de 1974 y 48 de 1882- que buscaban recompensar con 
títulos de propiedad a quienes explotaran económicamente la tierra –con cultivos o 
ganado-, introduciendo así un nuevo criterio para la tenencia de la tierra (Legrand, 1988:37; 
CNMH, 2016: 38). 
 
No obstante, la ley también pretendió proteger a los colonos y estimular la población de 
zonas de frontera. En la legislación se reconocía que existían colonos independientes que 
se movilizaban a estas regiones de altura media y baja en busca de hacerse con un pedazo 
de terreno para labrar y habitar, razón por la cual merecían unas medidas especiales que 
los protegieran del despojo arbitrario27 (Legrand, 1988). Resulta claro entonces que el 
objetivo primordial de las disposiciones normativas era el impulso a la producción rural de 
distintos tamaños; la meta consistía en atentar contra el latifundio improductivo y evitar que 
en las nuevas zonas abiertas se instauraran enormes predios sin vocación productiva28 
(Legrand, 1988; CNMH, 2016; Arango, 2014). La equidad en el reparto de las tierras 
públicas no era un motivo de preocupación en estos años29. 
                                               
 
27 Es por eso que Legrand recuerda que los colonos colombianos contaban con leyes más 
beneficiosas que sus pares latinoamericanos, en tanto que, en caso de pleito sobre derechos de 
propiedad, éstas favorecían a los colonos que la hubieran labrado durante cinco o más años sobre 
los demás aspirantes (1988:38). 
28 Por eso las leyes incluían también algunos límites al tamaño de las adjudicaciones (5.000 ha), 
establecían la proporción del predio que debía estar cultivado o con pastos dependiendo de su 
extensión, e incluso se estableció que los baldíos entregados que no estuvieran explotados en un 
plazo de 10 años regresarían al dominio público (Legrand, 1988; CNMH, 2016; Arango, 2014). 
29 La desigualdad en las adjudicaciones fue notoria: el 89% de la tierra quedó en manos de 309 
propietarios de más de 1.000 ha (Legrand, 1988; CNMH, 2016). Así los colonos hubieran recibido 
cierta clase de medidas beneficiosas, el hecho de que el criterio para entregar un terreno baldío 
dependiera de la cantidad de tierra explotada, es decir de los recursos para poder explotarla, era 
una clara muestra de las prioridades de los políticos. Si a lo anterior se le adicionan las restricciones 
fácticas de los colonos pobres para adelantar el trámite como adjudicatarios (costos del papel 
sellado, de la medición del predio, etc.) y la incapacidad técnica del Estado para garantizar el 
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En las primeras décadas del siglo XX la política de repartición de baldíos no sufrió cambios 
sustanciales en su orientación. Los gobiernos conservadores mantuvieron como eje nodal 
de la política la apertura de la frontera agrícola para apalancar el cultivo de productos 
tropicales demandados en el mercado internacional. Por esa vía se introdujeron medidas 
para limitar el latifundio improductivo y se buscó proteger en cierta medida al colono 
pobre30, pero en sí mismo el asunto de la tierra no se presentaba aún como un problema 
social. Esto cambiaría en los años veinte y treinta con la emergencia conflictos agrarios en 
diferentes partes de la ruralidad colombiana y sobre todo en la parte central del país, en 
donde las confrontaciones adquirieron rasgos de “rebelión campesina”31.  
 
2.3.2 Los conflictivos años veinte: la tierra entre el orden público 
y la cuestión social 
La raíz de las confrontaciones era una confluencia de incapacidad técnica32 e indefinición 
jurídica entre propiedad privada y terrenos baldíos. Por un lado, el Estado no contaba con 
información exacta de la localización y extensión de los baldíos. A pesar de los esfuerzos 
por remediar esa carencia de información con una comisión estadística (CNMH, 2016), el 
                                               
 
cumplimiento de las normas se entiende esa tendencia a la concentración de los baldíos (Legrand, 
1988; Machado, 2009a; CNMH, 2016). 
30 Las normas sobre el tema mantuvieron las disposiciones sobre la reversión al Estado de las tierras 
que no se explotaran en un plazo, el área máxima adjudicable se redujo y se suprimió la emisión de 
bonos territoriales (Machado, 2009a; Arango, 2014; CNMH, 2016). Pero la protección del avance 
campesino de la frontera fue evidente con leyes como la 71 de 1917 en cuyo objeto mencionaba 
explícitamente y por primera vez “la defensa de los derechos de los cultivadores y colonos” (CNMH, 
2016: 56). Además, muchos de los trámites que debían realizar los adjudicatarios son eliminados 
para el caso de aquellos que reclamaran áreas pequeñas, suprimiéndose así las “restricciones 
ocultas” que años antes dificultaban mucho más el acceso de los campesinos pobres a las tierras 
públicas (Legrand, 1988). 
31 En zonas como Sumapaz y Tequendama, colonos y arrendatarios cuestionan el oneroso régimen 
laboral de las haciendas y sus títulos de propiedad, oponen resistencia a los desalojos y solicitan 
del gobierno el deslinde de las tierras baldías de las propiedades particulares y la adjudicación de 
terrenos que ellos han civilizado y cultivado (Londoño, 2011: 205). No obstante, en otras partes del 
país caracterizadas por la presencia de grandes latifundios, con historia reciente de concentración 
de la propiedad y tensiones entre colonos y empresarios los conflictos también fueron numerosos. 
Legrand rememora el caso de la costa atlántica en el área cercana a Montería y la zona bananera 
de Magdalena (Legrand, 1988: 157) 
32 Una incapacidad “socialmente construida”. 
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mayor inconveniente era la falta de definición de los derechos de propiedad que era 
aprovechada por empresarios para apropiarse de los baldíos. En 1926 la Corte Suprema 
de Justicia pretende solucionar la situación estipulando que todo el territorio nacional era 
baldío a menos de que se presentaran títulos originales que demostraran la enajenación 
del territorio por parte del Estado (Arango, 1987; Legrand, 1988; Palacios, 2011).   
 
Era sabido que la mayoría de terratenientes no tenían esos títulos, por eso la presentación 
de los títulos como credencial de la legitimidad de la propiedad recibió el nombre de la 
“prueba diabólica”. Los colonos, quienes contaban con el respaldo de organizaciones 
socialistas y liberales en varias regiones, conocían el débil sostén jurídico de los predios 
de los terratenientes. En tal sentido, varios de ellos vieron la oportunidad de controvertir la 
legalidad de los dominios de grandes propietarios y se propusieron invadir las periferias de 
las haciendas para posteriormente alegar su condición de colonos de tierras de la nación 
que los terratenientes habían usurpado33 (Palacios, 1983; Arango, 1987). 
 
La inestabilidad del orden social en el campo a raíz de los conflictos agrarios sería un 
asunto de primer orden para los políticos de esa época. El desgastado gobierno 
conservador echó mano de las herramientas jurídicas que tenía a la mano para enfrentar 
la ola de descontento rural. Dos de esas medidas adquirirían relevancia en estos años y 
en las décadas venideras: la política de colonización dirigida y las parcelaciones de 
haciendas con conflictos abiertos. 
 
Tanto la colonización dirigida como las parcelaciones fueron una alternativa para aliviar la 
presión campesina y un método para desmovilizar a los campesinos descontentos. La 
colonización orientada por el Estado fue puesta en práctica en 1928 –decreto 329- por 
Abadía Méndez y buscaba una apertura planificada de la frontera agrícola por medio de la 
                                               
 
33 Con el auge de la exportación cafetera el sistema de arrendamiento característico de esta región 
del país entró en crisis. En la relación de arrendamiento existía un conflicto latente entre la lógica 
empresarial de expansión de las plantaciones de café y sus anexidades, y la lógica de los 
arrendatarios que aspiraban a cultivar café y querían ampliar la superficie de sus estancias de pan 
coger. Hasta mediados de la década de los veintes se logró un equilibrio precario entre diversos 
sistemas de arrendamiento precapitalista y una organización laboral centralizada (disciplina laboral, 
metas y formas de producción), pero luego estallaron conflictos por los proceso de comercialización 
de los productos de las estancias. (Palacios, 2011: 107-109). 
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fundación de colonias (Palacios, 1983; Londoño, 2009). De este primer intento sólo se 
tiene evidencia de la colonia agrícola de Sumapaz, aunque se sabe que las hubo en otras 
regiones.34 El arranque de esta colonia durante el gobierno conservador fue fallido, entre 
otras cosas porque se establecían condiciones de poblamiento que eran económicamente 
inviables por sus altísimos costos. El proyecto en 1930 ya estaba prácticamente abortado, 
pero, como se mencionará luego, el nuevo gobierno liberal le daría un impulso (Palacios, 
2011). 
 
Algo similar sucedería con las parcelaciones de las haciendas. Ese mecanismo autorizó 
en 1926 –ley 74- al Banco Agrícola Hipotecario para parcelar las haciendas de 
arrendatarios de más de 300 hectáreas cercanas a los centros de consumo (Machado, 
1978; Arango, 1982). Con la arremetida de los arrendatarios y colonos organizados en la 
segunda mitad de la década, el gobierno se valió de ese instrumento para comprar a los 
hacendados sus predios y vendérselos a los campesinos en condiciones más o menos 
favorables, y aliviar así, en parte, las tensiones que esos grupos generaban sobre las 
haciendas cafeteras en las que trabajaban. Aun así, las parcelaciones adquirirían 
importancia como mecanismo para redistribuir las tierras agobiadas por los conflictos hasta 
la llegada al poder de los liberales. 
2.3.3 La década de los treinta: contención del malestar rural y 
nueva legitimidad de los derechos de propiedad 
Los gobiernos conservadores intentaron contener el malestar rural pero no les bastó; los 
liberales abordarían la situación dándole un uso renovado a los instrumentos diseñados 
por sus antecesores e inventando unos propios. Así, mientras se le daba un nuevo impulso 
a las ya conocidas parcelaciones y colonizaciones dirigidas35 se pusieron en marcha 
                                               
 
34 Marco Palacios menciona las colonias de Bahía Solano, Codazzi y Caracolicito (Palacios, 2011: 
92). 
35 Las cifras respecto a las colonización planeada en lo que concierne al proyecto ubicado en 
Sumapaz son dicientes: mientras en 1930 en la zona vivían apenas 10 familias y el saliente gobierno 
conservador parecía desechar la iniciativa, para 1934 ya habitaban en la colonia unas 1.500 
personas en 10.000 ha, muchas de las cuales contaban además con herramientas indispensables 
para sus labores (Palacios, 2011: 403). Sobre las parcelaciones, se sabe que había entrado a 
participar, además del Banco Hipotecario, la gobernación de Cundinamarca y el gobierno nacional 
directamente. 
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sendas comisiones legislativas para formular una ley agraria.  Un cambio repentino en las 
condiciones sociales y en la disposición de las fuerzas políticas haría naufragar los intentos 
de legislación agraria con una clara orientación redistributiva36. En ese contexto se expidió 
la ley 200 de 1936, que tenía dos objetivos: clarificar y legitimar los derechos de propiedad, 
que era la causa subyacente a los conflictos de los años previos; y reafirmar la idea 
proveniente desde finales del siglo XIX de que la tierra debía ser explotada (Hirschman, 
1964; Bejarano, s.f.) 
 
La ley 200 fue el instrumento que le permitió al Estado encauzar el conflicto rural por las 
vías institucionales, esto es, le permitió construir un armazón jurídico para poder tramitar 
las disputas entre colonos y hacendados por vías legalmente definidas. Muestra de ello 
fue la creación de los jueces de tierra encargados exclusivamente de atender las 
demandas que surgieran luego de promulgada la ley (Marulanda, 1991). Con esa decisión 
hubo efectivamente saneamiento de propiedades por parte de terratenientes que habían 
usurpado terrenos de la nación, pero también se le otorgó protección a los colonos frente 
al comportamiento arbitrario de la policía y de las autoridades locales, y muchos de ellos 
lograron quedarse con el predio que habían ocupado (Machado, 1978; Marulanda, 1991; 
Legrand, 1988).  
 
La ley 200, y los programas de parcelación, colonización y titulación de baldíos, lograron 
que las confrontaciones causadas por la indefinición jurídica de la propiedad mermaran. 
No sucedió lo mismo con el otro objetivo de la norma que pretendía forzar a los propietarios 
a utilizar adecuadamente las tierras que poseían. La “cláusula más revolucionaria de toda 
la ley”, en el decir de Hirschman (1964), aquella que establecía que el dominio privado 
sobre todo predio rural se extinguiría si permaneciere inculto durante 10 años continuos, 
nunca se aplicó. Además de no afectar las tierras inexplotadas, la ley 200 pareció 
constituirse en un estímulo para que los propietarios subutilizaran sus terrenos. Esto no 
sólo porque la normativa los habilitaba para que desarrollaran prácticamente cualquier 
                                               
 
36 Por una parte, la agitación rural había empezado a ceder en 1934 en parte como resultado de las 
parcelaciones y programas de colonización dirigida (Legrand, 1988; Marulanda, 1991; Londoño, 
2009; Palacios, 2011). Y, de otro lado, las fuerzas políticas que con ahínco presionaban por una 
legislación más comprehensiva del problema rural – a saber, el liberalismo ligado a Gaitán y los 
comunistas- se habían desvanecido en el espectro político (Palacios, 2011). 
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actividad en su predio37, sino también porque les ahorraba tener que lidiar con los 
arrendatarios y aparceros potencialmente conflictivos38. La pretensión que remarcaba el 
entonces ministro Darío Echandía de transformar el latifundio ocioso en empresa 
capitalista moderna (Arango, 1987) terminó siendo nada más que el extracto lírico de la 
legislación no sólo por la carencia de una coalición política que en los años siguientes 
presionara por la implementación de la cláusula, sino también por las limitaciones técnicas 
del Estado colombiano para poner en marcha una medida que necesitaba de recursos (de 
información, etc.) inexistentes en ese período. 
 
2.3.4 Las décadas de 1940 y 1950: el uso económico de la tierra y 
la inercia de la colonización espontánea 
Sin mejoras en la producción y con el declive del sistema de arrendamiento y aparcería en 
las haciendas39, el abastecimiento de alimentos para el consumo interno se vio seriamente 
comprometido en los años cuarenta (Arango, 1987). Esa coyuntura animó a los gremios 
de productores agrícolas –la SAC y la Federación de Cafeteros- a presionar al segundo 
gobierno de López Pumarejo por una ley que revitalizara el contrato de aparcería. Quizás 
confiando en que el camino más corto para aumentar la producción era contrarrestar la 
renuencia de los hacendados a contratar aparceros y arrendatarios, se expidió la ley 100 
de 1944 (Hirschman, 1964). Entre otras cosas, la ley blindó a los terratenientes dándoles 
toda clase de garantías para que vincularan aparceros sin ningún riesgo de ver 
                                               
 
37 Con el decreto reglamentario de la ley se considera como explotación económica la ganadería 
extensiva e incluso la silvicultura de cierta clase de bosques (Hirschman, 1964; Arango, 1987; 
Bejarano, s.f.). 
38 Como la ley protegía y daba ciertas garantías de acceso a tierra a los colonos y nada decía sobre 
los arrendatarios de las haciendas, estos últimos, como era apenas razonable, vieron que si se 
declaraban colonos de tierras baldías tendrían más chances de mejorar su situación . Las 
controversias que por esa causa se dieron en algunas propiedades se constituyeron en una señal 
de alerta para los otros hacendados, quienes decidieron adelantarse y expulsar masivamente a los 
arrendatarios y aparceros antes de que se diera cualquier conflicto (Machado, 1987; Legrand, 1988; 
Marulanda, 1991). 
39 Los cultivadores que ingresaban a las haciendas como aparceros o arrendatarios, además de 
dedicarse a trabajar en el cultivo o actividad principal –café, caña o ganado-, tenían acceso a 
parcelas donde sembraban productos de pancoger. Esa producción se dedicaba al consumo de la 
familia y también iba al mercado local (Palacios, 1983) 
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comprometido su derecho de propiedad40 (Machado, 1978; Palacios, 2011). Pero, para 
desgracia del gobierno y muchos hacendados, la nueva disposición normativa no arrojó 
los resultados esperados en términos de mejora en la producción agrícola (Machado, 1978: 
253).  
 
De aquí en adelante – hasta las reformas agrarias del Frente Nacional- la formulación de 
la política agraria se fundamentaría, principalmente, en la necesidad de aumentar la 
provisión de alimentos y de aprovechar de forma más racional los recursos agrarios con 
miras a acompasar el sector agrícola con el desarrollo industrial41 (Hirschman, 1964; 
Bejarano, 1986), y de manera mucho más secundaria, en la titulación de baldíos como 
medio de acceso a tierras (CNMH, 2016). Siendo así, el intento de hacer del latifundio una 
empresa moderna deja de pasar por las medidas legislativas que amenazaban con la 
reversión a las tierras de la nación a los propietarios de grandes predios que no los 
explotaran, y se concentra en las políticas de fomento y los instrumentos fiscales. Desde 
la administración de Ospina Rodríguez en adelante, el Estado seguirá un modelo de 
transferencia de recursos masivos en términos de crédito, infraestructura y tecnología 
hacia las actividades agropecuarias (Bejarano, 1986)  Y para fomentar la utilización 
racional de las tierras, los distintos gobiernos de la década de 1950 atenderán las 
sugerencias de comisiones de organismos multilaterales que recomiendan reformar el 
sistema de tributación de los predios rurales42 (Hirschman, 1964; Arango, 1987). Aunque 
realmente nunca se implementaron las recomendaciones en todo su rigor. 
                                               
 
40 Entre las concesiones que la ley 100 otorga a los terratenientes, las más relevantes son las 
restricciones que le impone al arrendatario para cultivar productos perennes. Para ello necesitaba 
estar autorizado por el patrón. Además, la norma prórroga 5 años el plazo para comenzar a explotar 
tierras incultas (Hirschman, 1964). 
41 Desde la mitad de años cuarenta el país empieza a sufrir una importante transformación 
económica. La industrialización se transforma en la prioridad nacional y empieza a consolidarse el 
modelo de sustitución de importaciones, por lo que la demanda de materias primas –sobre todo 
agrícolas- se incrementa. A final de la década, aumenta la preocupación por un posible 
estancamiento en el avance industrial dado que la producción agrícola nacional no logra satisfacer 
las necesidades de la industria y, por consiguiente, se tienen que importar cada vez más bienes 
primarios. Como no había una correspondencia entre la capacidad de importación de materias 
primas y el desarrollo industrial, empezaban a aparecer bloqueos al crecimiento de la industria. 
(Bejarano, 1986) 
42 Hirschman hace una reconstrucción detallada de las misiones de expertos internacionales que 
vinieron al país para asesorar al gobierno en la toma de decisiones respecto a la agricultura 
colombiana. A la primera comisión del Banco Mundial que arribó en 1949 y estuvo encabezada por 
Lauchlin Currie, le siguieron otras de las Naciones Unidas y del Banco Internacional. La descripción 
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Lo que impedía poner en marcha las disímiles – y muchas veces ingeniosas- propuestas 
de tributación que los expertos recomendaban era la inexistencia de un avalúo realista de 
la tierra. Los estudios catastrales del Instituto Agustín Codazzi además de desactualizados 
no cubrían sino una ínfima parte del territorio nacional, y como para determinar los 
gravámenes que correspondía a cada propiedad según su nivel de explotación se 
necesitaba contar con información realista del valor de la predio, se estaba en un círculo 
vicioso. Para remediar la situación se impulsó al Instituto Agustín Codazzi en sus labores, 
sin embargo las características técnicas, económicas y políticas del país hacían que esa 
misión fuera impracticable43. Como las condiciones de los países vecinos eran muy 
parecidas, Hirschman recuerda la frase del sociólogo T. Lynn Smith quien decía que en 
América Latina es mucho más fácil hacer una revolución que un impuesto predial efectivo 
(Hirschman, 1964: 139). 
 
A pesar de dichos inconvenientes el gobierno de Rojas Pinilla y posteriormente la Junta 
Militar expidieron sendos decretos para incentivar o sancionar a los propietarios rurales 
según su manera de utilizar los terrenos. El decreto de 1953 intentó remediar el problema 
de la falta de un avalúo realista por medio de la declaración del propietario ante las juntas 
municipales de catastro (el autoavalúo). Aunque esa medida fue aplicada con anterioridad, 
el decreto incorporaba la amenaza de que el valor que el dueño declarara se tomaría como 
base de indemnización por parte del Estado en el caso de que las tierras fueran 
expropiadas. El “atajo” del gobierno de Rojas para saltarse el estudio catastral fue 
inoperante debido a la poca credibilidad que tenía la amenaza expropiadora del Estado44, 
                                               
 
de las labores de estos grupos y sus efectos inmediatos se pueden resumir así: partían del 
diagnóstico de que el régimen agrario del país era “antieconómico”, “paradójico” e “ilógico” ; en 
consecuencia, proponían alterar las cargas tributarias de diversas formas con el ánimo de que las 
tierras se cultivaran adecuadamente; más tarde, una comisión del gobierno estudiaba las 
recomendaciones y las declaraba como impracticables; y, finalmente,  se tomaban medidas de 
fomento agropecuario (créditos, asistencia técnica, etc.) (Hirschman, 1964). 
43 La geografía, las deficiencias en infraestructura de transporte y el clima implicaban enorme 
obstáculos técnicos; la realización de un estudio de esas características implicaba altos costos 
económicos para recompensar al contingente de profesionales requeridos; esa tarea no contaba 
con la anuencia del terrateniente, ni de muchos otros propietarios, además la administraciones 
locales eran muy débiles (Hirschman, 1964). 
44 “Cuando el Estado tiene que pagar las expropiaciones en efectivo, como ha sido la norma siempre 
en Colombia, su capacidad para adquirir grandes extensiones de terreno, aun a precios baratos, se 
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y a que, en últimas, los terratenientes siempre podían contar con el respaldo de algún 
abogado en Bogotá (Hirschman, 1964). 
 
El decreto 270 de 1957, al parecer, fue más efectivo. Este rehabilitó al Instituto Geográfico 
y clasificó las tierras en cuatro categorías de acuerdo a su uso potencial para cobrar 
mayores o menores cargas tributarias según el tipo de terreno y su utilización efectiva. Es 
claro que esa disposición vista en términos generales enfrentaba los mismos obstáculos 
catastrales ya que implicaba clasificar todas las propiedades del país en los grupos 
definidos, pero en la práctica sólo se tenía la intención de aplicarlo a unas pocas regiones 
de tierra fértil, llana, cercana a centros de población y que se encontrara subutilizada. Así 
el estudio catastral se concentró en las zonas que ofrecían un mayor potencial inmediato 
de producción de alimentos y materias primas agrícolas (Hirschman, 1964). 
 
Los decretos – en particular el 290- contribuyeron al aumento de la producción agrícola en 
varias ramas importantes tanto para el consumo doméstico como para la industria. En los 
últimos años del decenio del 50 avanzó la modernización de la agricultura, particularmente 
en regiones como el Valle del Cauca, los valles de Tolima, la sabana de Cundinamarca y 
algunas zonas de la costa Caribe (Hirschman, 1964; Bejarano, 1986). No obstante, en vista 
de que el problema de la producción agrícola había copado la agenda pública, el asunto 
de la distribución de la propiedad estuvo completamente rezagado en los años cincuenta.  
 
Los gobiernos conservadores, y posteriormente los militares, seguirían llevando a cabo 
parcelaciones y programas de colonización dirigida. Empero, esas medidas entraron en 
declive y nunca volvieron a alcanzar las cifras que se lograron durante la República 
Liberal45. Quizás la política que mostró resultados más halagüeños fue la de adjudicación 
de baldíos, entre otras cosas, porque era la salida más fácil y a la mano que tenían los 
                                               
 
ve estrictamente limitada y sería ingenuo pensar que los terratenientes no conocían ese aspecto de 
la cuestión” (Hirschman, 1964: 141)  
45 Tomando como ejemplo el programa de colonización planificada, durante el mandato de Ospina 
Pérez se creó el Instituto de Colonización, Parcelación y Defensa Forestal con el ánimo de 
contrarrestar en algún grado las disrupciones que llegaron con la violencia y lo propio hizo Rojas 
Pinilla fundando el Instituto de Colonización e Inmigración que absorbió el anterior. El primero tuvo 
una existencia miserable por falta de fondos y personal, y el segundo formuló planes alucinados 
bajo la dirección de funcionarios sin experiencia, todo lo cual terminó en un desastre (Hirschman, 
1964) 
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gobiernos que habían concentrado sus esfuerzos en el aumento de la producción46. Incluso 
durante los primeros años del período presidencial de Lleras Camargo la colonización 
espontánea y las parcelaciones fueron impulsadas con vehemencia, no obstante en ese 
momento se estaba generando un cambio en el problema agrícola al que se enfrentaban 
las autoridades. 
 
Los avances en materia de producción de bienes agrícolas para el consumo y la industria 
estaban dejando al descubierto unas terribles complicaciones en materia social de la cual 
alertaban los distintos informes de las comisiones internacionales: la mayor parte de la 
población rural no tenía ingresos suficientes y estaba marginada de las dinámicas del 
desarrollo. El mayor problema de esto tenía que ver con la inestabilidad política que 
reinaba en el campo. El cuadro de conflictos rurales desencadenados por la Violencia y el 
posible arraigo que podía tener el modelo cubano en ciertos remanentes guerrilleros del 
período anterior hizo de la reforma agraria una necesidad política (Hirschman, 1964: 149; 
Bagley, 1979: 143). En ese nuevo contexto y por primera vez se pondrán en duda los 
alcances de las viejas políticas de adjudicación de baldíos, y se empezarán a subrayar los 
problemas subyacentes a la colonización desordenada de campesinos que no cuentan 
más que con su esfuerzo para expandir la frontera agrícola47.  
 
2.3.5 La reforma agraria de los años sesenta 
Al igual que en los años treinta, el programa de reforma agraria que inauguró la ley 135 de 
1961 se presentaba como una “solución política y social que no admite más plazo” (Bagley, 
                                               
 
46 Las cifras que aporta el CNMH muestran que entre 1946 y 1957 el ritmo de adjudicación se 
mantuvo e incluso se incrementaron tanto el número de adjudicatarios como el área repartida  
(CNMH, 2016) 
47 El espíritu de los nuevos tiempos de reforma quedó capturado en el prefacio del proyecto de la 
ley 135 de 1961, que Hirschman trae a colación: “Suele decirse que la posibilidad de ocupar tierras 
baldías… hace innecesario pensar en que tengan que utilizarse para llevar a cabo la reforma social 
agraria de predios que hoy son de propiedad privada. El más ligero análisis de los hechos bastaría 
para disipar tan equivocada apreciación… el coste de las colonizaciones es muy grande, notorios 
los obstáculos… solo en ciertas regiones fácilmente accesibles, incorporadas ya o en vías de 
incorporación a la economía nacional, puede la colonización tener sentido desde el doble punto de 
vista humano y económico. No desconocemos lo mucho que con ella puede hacerse; pero es 
evidente para nosotros que la reforma social agraria no podría circunscribirse a esos límites” (Citado 
en Hirschman, 1964: 161) 
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1979). Para los artífices de ley, la incorporación de los campesinos a la vida nacional por 
medio del acceso a la tierra y la elevación de sus ingresos (Samper Gnecco, 1971: 60) era 
la única salida para evitar la revolución en el campo, y en ese sentido Carlos Lleras 
Restrepo señalaba: “los propietarios deben pensar en el peligro que representa esa masa 
campesina analfabeta, desnutrida y sin tierras” (Bejarano, 1985: 299). Fue así que varios 
de los objetivos de la ley se adherían a esa concepción de inclusión del campesinado con 
miras a disipar su descontento48. 
 
Los demás objetivos buscaban, entre otras cosas, el “fomento de la adecuada explotación 
económica de las tierras incultas o deficientemente utilizadas”; el incremento de la 
producción y la productividad de la agricultura y la ganadería; y “la conservación, defensa, 
mejoramiento y adecuada utilización de los recursos naturales” (CNMH, 2016: 124). Se 
puede ver cómo la nueva legislación recogía varios de los objetivos de las antiguas 
políticas de tierras relativos a la modernización agrícola y el incremento de la producción, 
y los adhería a un programa más amplio con miras a reformar la estructura agraria desigual. 
 
La mayor parte de las evaluaciones sobre la ley 165 de 1961, y la posterior ley 1 de 1968 
que introdujo algunas modificaciones, son negativas (Arango, 1987; Balcázar et. al, 2001; 
CNMH, 2013). Sólo hasta fechas recientes han aparecido lecturas más ponderadas sobre 
la reforma agraria que toman en cuenta las múltiples limitaciones que enfrentaron los 
políticos y agencias reformistas a la hora de tratar de conseguir los objetivos de la nueva 
normatividad (ver CNMH, 2016). Como el propósito de esta investigación no es hacer una 
evaluación de la reforma agraria sino considerar su relación con el poder infraestructural 
del Estado, en los siguientes capítulos se indagará por ese aspecto tan poco estudiado. 
Sin lugar a dudas la pregunta por los cambios en capacidades estatales servirá para 
ampliar la comprensión de la experiencia reformista de los años sesenta en Colombia. 
 
                                               
 
48 El primero y el cuarto objetivo se refieren a la eliminación y prevención del latifundio y el 
minifundio, y a la dotación de tierras a los campesinos. Se busca, adicionalmente, “elevar el nivel 
de vida de la población campesina como consecuencia de las medidas ya indicadas, y también por 
la coordinación y fomento de los servicios relacionados con la asistencia técnica, el crédito agrícola, 
la vivienda, la organización de los mercados, la salud y la seguridad social, el almacenamiento y 
conservación de los productos y el fomento de las cooperativas” (CNMH, 2016: 123-124). 
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3. Capítulo 3. La formación de tecnocracias y 
burocracias en el sector agrario 
Las décadas que antecedieron a los años sesenta se caracterizaron por una 
complejización del aparato estatal en lo que compete a su tamaño, funciones y recursos. 
El período del Frente Nacional sería el punto más alto en esa trayectoria. Ahora bien, si se 
examina con detenimiento el sector de la política agraria la transformación de las 
instituciones estatales no había seguido el mismo ritmo. Las medidas que se intentaron 
llevar a cabo entre 1930 y 1950 y que buscaban forzar a los propietarios a explotar sus 
tierras de una forma adecuada tuvieron alcances demasiado modestos, en buena parte, 
porque el Estado no tenía los recursos y tecnologías (catastro, censos, recursos 
financieros, etc.) requeridos para materializar ese proyecto.  
 
En este capítulo haré énfasis en los cambios que sufrió la parcela del Estado encargada 
del sector agropecuario en materia de gasto público, tamaño y clase de funcionariado una 
vez se puso en marcha la ley 165 de 1961. 
 
3.1 El gasto público y los cambios en el tamaño del 
personal en el sector agropecuario 
Como antes se dijo, el sector agropecuario sufrió toda clase modificaciones en la primera 
mitad del siglo XX, por esa razón entidades como el Ministerio de Agricultura no alcanzaron 
sino hasta los años cincuenta estabilidad en términos de la definición de sus funciones, su 
presupuesto y su estructura administrativa.  Por ello no es posible evaluar la evolución del 
gasto público de dicho sector en el largo plazo. No obstante, las cifras que presenta 
Uricoechea permiten identificar que la tasa anual de crecimiento del gasto destinado al 
Ministerio de Agricultura para el período estudiado, se encuentra por encima del promedio 
(1986:91). Adicionalmente, Bejarano y Segura encuentran que, durante el Frente Nacional, 
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el gasto en el área de agricultura ocupaba el tercer lugar en el orden de prioridades de los 
recursos destinados al “sector social”49, y se encontraba en una buena posición respecto 
al resto de renglones hacia los cuales el Estado orientaba su gasto (1996: 16-19) (Ver 
Tabla 6-2 en Anexo A).  
 
Esos datos son importantes porque, como anota Mann, “los gastos revelan las funciones 
del Estado” y “son un indicador del crecimiento del Estado en general” (1993: 361-362). 
Siendo así, la acción estatal en lo que respecta a las labores agrícolas efectivamente 
resultó más robustecida en términos de recursos si se le compara con otras esferas de 
actuación del Estado durante el Frente Nacional. Ahora, las variaciones del gasto en el 
sector agropecuario a lo largo del período de estudio confirman la relevancia de la reforma 
agraria para explicar el ensanchamiento de los recursos destinados al sector.  
 
En los inicios del período considerado el gasto parte de niveles muy bajos, pero justamente 
en los años en que arranca la implementación de la reforma (1961-1962), se presenta un 
pico en el crecimiento. En los dos años posteriores hay una leve baja, pero más tarde, 
desde 1965 en adelante, el gasto público del sector agrícola crece de manera más o menos 
sostenida (Bejarano y Segura, 1996: 16). Como lo indica la Tabla 3-1, el orden de 
inversiones públicas en el sector agropecuario para 1967 lo encabezaba la entidad 
encargada de implementar la reforma agraria- el Incora-, que se llevaba casi la mitad 
(exactamente el 46,9%) del presupuesto destinado al ramo.  
 
Tabla 3-1: Inversiones públicas en el sector agropecuario, 1967 
Entidad Millones de pesos 





Instituto Nacional de 
Abastecimientos (INA) 
28,3 
Instituto Nacional de Fomento 
Tabacalero 
15,7 
                                               
 
49 Las autoras agrupan en el sector social a los sectores de salud, educación, vivienda, agricultura 
y trabajo. El gasto público del sector agrícola estaba por debajo de los renglones de educación y 
salud (Bejarano y Segura, 1996:16).  
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Instituto de Fomento Algodonero 5,6 
C.V.M 23 








Fuente: Samper Gnecco (1967: 60-61) 
 
No se puede perder de vista que los recursos con los que cuenta el Estado –en este caso, 
los recursos económicos destinados a la política agraria- no sirven más que como una 
aproximación para dar cuenta del alcance del aparato estatal. En la medida en que la 
cantidad de capital económico que se gasta no dice mayor cosa sobre el modo y el impacto 
que tiene éste sobre la implementación efectiva de determinadas decisiones (Soifer, 2008), 
es importante considerar también el funcionamiento de las instituciones y agentes 
encargados de realizar ese gasto (Bejarano y Segura, 1996). Por ello, en lo que sigue se 
realizarán algunas observaciones sobre las entidades agrarias y se traerán a colación 
estadísticas sobre las transformaciones en el tamaño del personal vinculado a ellas. 
 
En las memorias que desde 1958 los ministros de agricultura debían presentar al congreso 
era normal encontrar lamentos por la falta de personal vinculado al sector agropecuario. 
Por ejemplo, en 1959, el encargado del sector señalaba que uno de los mayores problemas 
que afrontaba el ministerio era la aguda dificultad para obtener el número suficiente de 
agrónomos y veterinarios, así como de expertos agrícolas50. De acuerdo con el ministro, 
“si no iniciamos un plan para duplicar, por lo menos, el egreso de agrónomos y veterinarios, 
en un plazo no mayor de cuatro años los planes de fomento agropecuario quedarán a la 
deriva” (Arango Londoño, 1959:XIV). En la misma línea se pronunciaba el ministro en 1962 
cuando afirmaba que la falta de personal técnico “detiene los programas, esteriliza la 
acción, retarda los rendimientos, hace ineficaces muchos propósitos” (Morales Benítez, 
1962: XVI). Según los ministros, la causa principal de la escasez de personal especializado 
                                               
 
50 Los expertos agrícolas eran personas con algún entrenamiento en labores agropecuarias, por 
ejemplo expertos en caza, en pesca, en cultivos o en ganadería, pero que no contaban con estudios 
universitarios. 
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en el sector agropecuario era la creciente demanda de sus servicios por parte de otros 
organismos oficiales o semioficiales, y el sector privado, en un contexto de “extraordinario 
desarrollo agropecuario” (Arango Londoño, 1959: XIV; Ferreira Neira, 1960: 6). 
 
El aumento en la demanda de especialistas agrarios en estos años guarda relación con las 
transformaciones en la política agropecuaria. Como se anotó en el anterior capítulo, desde 
los años cuarenta se privilegió una orientación de la política tendiente a incrementar la 
producción y la productividad de los renglones agropecuarios. Para ello era clave la 
introducción en el agro de paquetes tecnológicos - mecanización, mejora de semillas y uso 
de fertilizantes- y la definición de planes de fomento para ciertos productos específicos 
(Ocampo et. Al, 1994; Kalmanovitz y Segura, 2006).  
 
En tal sentido, la apremiante necesidad de recurrir a profesionales dedicados a la 
investigación aplicada o a la transmisión de nuevas tecnologías por medio de los 
programas de extensión, así como a prácticos que fungieran de auxiliares en distintas 
labores agropecuarias, hizo notoria la insuficiencia de personal. Se calcula que para los 
años cuarenta el país contaba con la exigua cantidad de 250 agrónomos (Macías, 1978: 
48). En los años siguientes aparecerían nuevos programas de estudios universitarios con 
el ánimo de suplir esa demanda, no obstante, parece que dicha medida no fue suficiente 
en tanto que, comparativamente, la cantidad de agrónomos en relación con el total de la 
población era baja de acuerdo a los estándares latinoamericanos (Ver Tabla 6-3 en el 
Anexo A) (Ferreira Neira, 1960: 92-93). 
 
Con la puesta en marcha de la reforma agraria ya no sólo se requerían funcionarios 
dedicados a elevar la producción agropecuaria, sino que también se necesitaba personal 
para adelantar la variada gama de labores que exigía la adjudicación de tierras y dotación 
de servicios públicos a los campesinos. Consciente de ello, la cabeza del Ministerio 
anunciaba en el momento en que se estaba elaborando la ley 135 de 1961 que la demanda 
de personal se iba a hacer más evidente con motivo de la reforma agraria, en la medida 
en que “se va a necesitar mucho personal calificado, con orientaciones científicas, que le 
den claridad e impulso a aquella conquista de nuestros campesinos” (Morales Benítez, 
1961: XVI). Dada la imperiosa necesidad de reclutar una mayor cantidad de funcionarios 
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para el sector51, se dio un nuevo vigor a las políticas de fomento a la educación y, en 
particular, se estrechó el vínculo con las universidades y las escuelas de adiestramiento 
técnico encargadas de graduar nuevos topógrafos, mejoradoras de hogar, zootecnistas, 
sociólogos, entre otros. (Morales Benítez, 1961: XVI-XXII). 
 
Fue así que el ministerio financió la creación de la Universidad del Quindío, instaurando 
en primer lugar la Facultad de Topografía pues “son muchos los terrenos que hay 
necesidad de limitar, señalar, precisar. La Reforma agraria necesita ese personal”. 
Además, otorgó los recursos iniciales para la creación del Instituto Técnico Agrícola, 
adscrito a la Universidad de Nariño, con el ánimo de “crear personal intermedio entre el 
profesional y el agricultor”. De igual modo, dispuso el dinero para establecer la Facultad de 
Economía del Hogar en la Universidad de Caldas, cuyo objetivo estaría orientado al 
adiestramiento de personal en lo que respecta a la mejora de las condiciones de vida de 
la familia campesina. En la misma institución universitaria contribuyó con el dinero para 
crear la especialidad de zootecnia en la Facultad de Agronomía. Por último, el Ministerio 
de Agricultura ayudó en la creación de la Facultad de Sociología de la UN por cuanto se 
consideraba que no se conocía la realidad de las áreas campesinas, y si se quería llevar 
a cabo una reforma agraria era “indispensable averiguar sus reacciones, sus prejuicios, 
sus creencias, su sistemas de trabajo, etc. La Facultad de sociología nos permitirá conocer 
todas esas calidades del hombre campesino” (Morales Benítez, 1961: XVI-XXII). 
 
Tabla 3-2: Funcionarios del sector agrícola en relación con el total de funcionarios 











1965 12026 195533 6,15 
Fuentes: Ferreira Neira, 1960; IICA, 1966; Uricoechea, 1986. 
                                               
 
51 Una clara muestra de la grave situación de escasez de empleados es que en 1961 al menos el 
30% de los puestos en el Ministerio de Agricultura se encontraban vacantes (Morales Benítez, 1961: 
4). 
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Las cifras sobre el personal que trabajaba en el sector agropecuario en la primera mitad 
de los años sesenta, aunque imperfectas52, dejan apreciar con claridad el incremento de 
funcionarios del ramo una vez se empezó a implementar la reforma agraria (Ver Tabla 3-
2). Se puede ver que el número de funcionarios que trabajaban en el ramo se cuadruplicó. 
De igual modo, aumentó la participación del personal agropecuario sobre el total de 
funcionarios estatales. Como sólo se logró recabar datos para los años 1960 y 1965, no 
es posible examinar la evolución en el tamaño del personal a lo largo de todo el período 
reformista, no obstante, las cifras expuestas permiten hacerse una idea de los cambios 
que trajo la puesta en marcha de la política redistributiva.  
 
En todo caso, es bastante probable que con el transcurrir de los años el acrecentamiento 
en el volumen del personal haya sido constante siguiendo la misma tendencia de 
incremento del gasto público destinado al sector agropecuario antes referida. A modo de 
ilustración, en las Memorias que el ministro de agricultura le presentó al Congreso en 1968, 
se afirma que en el año anterior “un total aproximado de 35.000 personas prestaron su 
concurso a las instituciones del sector agropecuario” (Blair Fabris, 1968: 99), es decir que 
hubo un incremento sustancial de acuerdo con los datos presentados antes.  
 
Más allá de la visión impresionista de aquel ministro de agricultura, los datos que se tienen 
no ya sobre el total de funcionarios públicos que trabajaban en el área de la política agraria 
sino sobre el Incora específicamente demuestran lo enunciado atrás. En la gráfica 3-1 se 
                                               
 
52 Los datos para 1960 son tomados de las memorias del Ministerio de Agricultura (Ferreira Neira, 
1960: 94) y para 1965 de un documento titulado “Organización administrativa del sector 
agropecuario en Colombia”, producto de un convenio entre el Incora y el Instituto Interamericano de 
Ciencias Agrícolas de la OEA (IICA: 1966: 19). Sobre la primera fuente hay que decir que presenta 
una gran subestimación del número de funcionarios del sector, por tal razón se intentaron 
complementar dichos datos con los que se pudieron hallar en otras Memorias del Ministerio de 
Agricultura (Para el INA, se tomó: Toro Agudelo, 1962: 564; para la Federación de Cafeteros: Di 
franco y Clifford: 1962). En vista de que no fue posible encontrar mejores estadísticas del tamaño 
del personal de la Caja Agraria –la entidad más grande del ramo-, se optó por suprimir esa entidad. 
A pesar de ello, las tendencias generales no se alteran sustancialmente. Así mismo, es importante 
aclarar que solamente se incluyeron los datos de las entidades que en el citado documento del IICA 
se definen como “entidades directamente relacionadas con el sector agrario”, a saber: el Ministerio 
de Agricultura, el Incora, el ICA, el INA, el Instituto de Fomento Algodonero, el Instituto Tabacalero, 
las secretarias departamentales de agricultura, la CVC, la CAR, la CVM y las federaciones de 
cafeteros, algodoneros y arroceros. Estas últimas se incluyen en tanto eran consideradas entidades 
semioficiales que cumplían funciones públicas y además recibían recursos del Estado. 
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aprecia que en el período en que operaron plenamente las leyes 165 de 1961 y la ley 1 de 
1968 (antes de la firma del Pacto de Chicoral y las posteriores enmienda legislativas) el 
tamaño del personal vinculado a la agencia reformista se multiplicó.  
 
Gráfica  3-1: Personal vinculado al Incora entre 1962 y 1980 
 
Fuente: INCORA (1988, 24) 
 
La gráfica 3-2 indica las transformaciones en el tamaño del personal de las entidades 
directamente relacionadas con el sector agrario (salvo la Caja Agraria). Se puede ver que 
todas las agencias rurales que existían en 1960 expandieron su planta de personal, unas 
de manera más pronunciada que otras, y que las recién creadas –como el Incora y el ICA- 
concentraron una buena parte del funcionariado agropecuario. Ahora bien, se podría 
argumentar que, en estricto sentido, las únicas entidades encargadas de adelantar las 
labores de la reforma agraria eran el Ministerio de Agricultura y el Incora, por lo que el 
impacto de esta política en la formación de nuevas burocracias fue más bien reducido. Sin 
embargo, si se parte del hecho de que la reforma agraria era un componente esencial de 
la política agropecuaria y que los instrumentos de dicha política no se agotaban en las 
entidades mencionadas, dicha aseveración pierde peso. En efecto, los objetivos de política 
que se privilegiaron53en este período indican que para lograr avanzar en la implementación 
                                               
 
53 Estos eran: 1) Aumento de los niveles de empleo e ingresos de los pequeños agricultores; 2) 
Redistribución de recursos (tierra y agua) y de inversiones y servicios (crédito y asistencia técnica); 
3) Aumento selectivo de la producción e incremento de la productividad y cosechas y productos 
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de la reforma se requería, además de las labores convencionales de adquirir y adjudicar 
predios a los campesinos, otorgar créditos, proporcionar asistencia técnica y garantizar 
precios favorables a los pequeños productores (Blair Fabris, 1968: 3-5). Entonces, a las 
entidades del ramo que contaban con la mayor cantidad de personal les fueron delegadas 
funciones relacionadas con la puesta en práctica del programa de reforma agraria. 
 
Gráfica  3-2: Cambios en el tamaño del funcionariado agrario por entidades antes y 
después de la puesta en marcha de la reforma agraria 
 
Fuentes: Ferreira Neira, 1960; IICA, 1966. 
 
Los datos revelan que hubo un cambio cuantitativo considerable en el tamaño de la 
burocracia agropecuaria una vez se puso a andar la reforma agraria. Esta ampliación del 
personal constituye un indicador relevante respecto al logro de una mayor capacidad del 
Estado, por cuanto se tenían a disposición un número mayor de funcionarios para 
implementar la política agropecuaria (Soifer, 2008: 236-237). Aunque las cifras muestran 
un incremento, que en todo caso fue insuficiente como se mostrará luego, no se sabe en 
qué medida el aumento en el tamaño del personal se puede tomar como un incremento en 
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la capacidad del Estado para implementar efectivamente las políticas agropecuarias. 
Como la pregunta acerca de quiénes entraban a trabajar en las agencias estatales 
agropecuarias y por cuáles canales lo hacían, es decir, la cuestión del sistema de 
reclutamiento del funcionariado, es fundamental para asociar la burocracia con el 
incremento en la capacidad estatal, en el siguiente apartado se tratarán esos aspectos. 
 
3.2 La “técnica agronómica” por encima de la “intriga 
política”: El reclutamiento del funcionariado agrario y 
la apuesta por despartidizar y tecnificar al sector 
El artículo 5º del plebiscito de 1957, que definió que la facultad de los políticos para 
nombrar y remover empleados debía ajustarse a los parámetros del sistema de servicio 
civil, (López, 2006:27) y la posterior reforma administrativa de 1958, que reglamentó lo 
anterior organizando la carrera administrativa y buscando garantizar la estabilidad y 
mejorar la preparación técnica de los funcionarios (Bejarano y Segura, 1996: 24), 
constituyeron el marco institucional que abrió el camino para la gradual implementación 
del servicio civil en el sector agropecuario54.  
 
Los testimonios de uno de los actores que de forma temprana presionó por la 
despolitización del ramo – la Asociación Colombiana de Ingenieros Agrónomos (ACIA)- 
evidencian los criterios que orientaban la acción de los gobiernos y la clase política en 
materia agropecuaria en las décadas anteriores. Desde antes de que se creara el 
Ministerio de Agricultura, los agrónomos afirmaban que una de las causas detrás de los 
fracasados intentos por crear la entidad tenía que ver con “la supeditación de la técnica a 
los caprichos de la política” (Macías, 1978: 67). Una de los personajes más activos dentro 
de la asociación de agrónomos era Armando Samper Gnecco, quien más tarde sería 
director del Instituto Interamericano de Ciencias Agrícolas de la OEA (IICA) y ministro de 
agricultura de Carlos Lleras. Recién formado el Ministerio en 1947, Samper Gnecco y otros 
                                               
 
54 No se puede desconocer que años antes hubo avances en este sentido, sin embargo tuvieron 
muchas restricciones. Por ejemplo, la Junta Militar, por medio del decreto 1169 de 1958 que 
buscaba reorganizar el Ministerio de Agricultura, introdujo unos requisitos de formación profesional 
para poder ocupar cargos directivos en la entidad (República de Colombia, 1958: 1). No obstante, 
la falta de organización de una carrera administrativa limitaba el alcance de este tipo de iniciativas.  
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agrónomos iniciaron una campaña orientada a que la entidad se organizara de la manera 
adecuada, y para ello solicitaron que el ministro fuera un conocedor del campo y que el 
ministerio se “manejara con alto criterio sin interferencias de la política partidista”55 
(Macías, 1978: 75-76). 
 
Los años pasaron, y pese a que no se puede desconocer que hubo avances importantes 
en investigación agronómica y capacitación de profesionales, y que algunos reputados 
agrónomos ocuparon posiciones directivas en el ministerio (Macías, 1978: 85-96), la 
realidad estaba lejos de corresponder con las demandas que los profesionales del sector 
habían expresado tiempo atrás. En una visita a Colombia en 1959, Samper Gnecco hace 
un breve diagnóstico de lo que había sido el ministerio durante esos años:  
 
Abogados, arquitectos, ingenieros civiles, comerciantes, industriales y generales 
caían en el Ministerio de Agricultura al azar, en el reparto de posiciones electoreras. 
De cuando en cuando pasaba fugazmente un agricultor o un técnico que duraban 
menos que otros, precisamente porque iban en busca de los campesinos 
productores en vez de los votos rurales. En esas condiciones era imposible pensar 
siquiera en estudiar las causas reales del estancamiento agrícola, trazar objetivos 
concretos, establecer una maquinaria administrativa, técnica y eficiente y llevar a 
cabo planes con aspiraciones definidas (…) Si todavía alguno se pregunta qué pasa 
en el campo colombiano y por qué no ha trazado planes de fomento a corto, 
mediano y largo plazo, yo le diría: ¿puede actuar un órgano al cual le han arrancado 
los pies, los brazos, las vísceras y aun la cabeza? (Macías, 1978: 138-139). 
 
Así, para los agrónomos agremiados era claro que la designación del personal del 
ministerio por motivos partidistas y sin atender a cualidades técnicas era una de las causas 
de la ineficacia del órgano rector del sector agropecuario. Con la implementación del 
                                               
 
55 Al respecto Samper Gnecco afirmaba que “si el nuevo ministro se da en pago de servicios políticos 
a un ciudadano ilustre por cualquier concepto distinto del de su contacto íntimo con los campesinos 
colombianos y conocimiento a fondo del problema agrario nacional; si el nuevo ministro se toma 
como otro panal burocrático donde prime la intriga política sobre la técnica agronómica, bien pueden 
los agricultores colombianos contemplar con nostalgia el fracaso de su idea y lo inútil de sus 
esfuerzos” (Macías, 1978:76). 
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sistema del servicio civil durante el mandato de Alberto Lleras, las condiciones que tantas 
molestias generaban en los profesionales agrarios empezarían a cambiar. 
 
Algunos autores han calificado las reformas administrativas del Frente Nacional como 
medidas cosméticas con pocos efectos en las dinámicas del Estado argumentado que, por 
ejemplo, el mecanismo de la paridad política bloqueó la puesta en marcha de la carrera 
administrativa56. No obstante, como veremos, esa lectura no se ajusta del todo al sector 
agropecuario (tampoco al de la política económica) en donde ciertas agencias57 lograron 
alcanzar un nivel considerable de tecnificación y desprendimiento de lógicas clientelistas. 
 
Los informes que el ministro de agricultura de turno presentaba periódicamente al 
Congreso dejan ver cómo desde la inauguración del Frente Nacional se asumió que había 
que imprimirle al órgano una “orientación netamente técnica” (Arango Londoño, 1959: 5). 
Por eso en estos documentos es reiterativa la insistencia de las directivas en la importancia 
tanto de reclutar personal altamente calificado como de adiestrar permanentemente a los 
funcionarios ya vinculados.  Pero, dados los recursos y capacidades del Estado existentes, 
esa labor no era para nada sencilla, máxime si se considera que la reforma agraria pasaba 
por crear una instituto nuevo –el Incora-, que aunque no partía de la nada58, sí tenía que 
vincular un personal técnico casi inexistente en el país e “infundirle una mística por la 
institución y su obra” (Comentarios del Ministro de Agricultura al Informe presentado al 
Senado de la República sobre el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, 1967. Archivo 
                                               
 
56 Para Bejarano y Segura, la paridad y la administración fueron objetivos simultáneos y 
contradictorios. De acuerdo con un testimonio de Alfonso López Michelsen que traen a colación, “la 
carrera administrativa nunca pudo ponerse en marcha puesto que la paridad imponía la obligación 
de nombrar un barrendero conservador por cada barrendero liberal y así, sucesivamente, a lo largo 
de todos los niveles de la administración pública” (Bejarano y Segura, 1996:22). Esto, que podría 
ser cierto para otras ramas del Estado, no lo fue para el sector que es objeto de análisis en esta 
investigación. 
57 Dada la evidencia disponible, se hará referencia especialmente a tres entidades: el Ministerio de 
Agricultura, el Incora y el ICA. 
58 Rara vez una política o, en este caso, una entidad estatal surge de ceros. Para el caso de la 
reforma agraria y, particularmente, del Incora, se contaba con la experiencia y el material humano 
de otras entidades del sector como el mismo ministerio y la Caja Agraria. Estos órganos fueron 
bastante importantes en la etapa inicial del Incora (Resumen de las principales actividades del 
Incora, 1962. APCLR: Fondo Cargos Públicos, Carpeta; Folio 103;  Toro Agudelo, 1963: 151-156) 
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Personal de Carlos Lleras Restrepo59: Fondo Presidencia, Sección 1, Caja 1, Carpeta 1, 
Folio 5).   
 
Haciendo uso de los recursos disponibles y con la colaboración de la presidencia y el recién 
creado Departamento del Servicio Civil, al poco tiempo de expedida la ley 165 de reforma 
agraria se adoptó la estructura administrativa del Incora, la planta de personal, la escala 
de sueldos y la nomenclatura de cargos (Resumen de las principales actividades del 
Incora, 1962. APCLR: Fondo Cargos Públicos, Carpeta; Folio 102). Además de una 
estructura administrativa, la “orientación netamente técnica” que quería dársele al sector 
agropecuario en general, y al Incora en este caso, implicaba introducir un sistema de 
reclutamiento de los funcionarios acorde con las disposiciones del servicio civil.  
 
Al respecto, Enrique Peñalosa Camargo –primer gerente del Incora- afirmaba 
categóricamente durante la antesala de la organización del Instituto que éste no sería un 
“instrumento electorero”. Para ello, los directivos serían escogidos atendiendo 
exclusivamente a sus méritos personales, “sin tener en cuenta nada sus reales o presuntos 
méritos políticos”. En cuanto al personal restante, decía que se iba a escoger dentro de las 
normas del servicio civil adaptadas a los requerimientos del Incora, y así “tirios y troyanos 
tendrán oportunidad de vincularse al Instituto, seguros de que exclusivamente sus 
capacidades los harán acreedores a los cargos respectivos” (El Incora no será ningún 
instrumento electorero, s.f. Archivo General de la Nación60: Fondo Camilo Torres Restrepo, 
Caja 11, Carpeta 3, Folio 3). 
 
El gerente del Incora era claro en distinguir la clase de personal y la forma de su 
reclutamiento. Mientras que los directivos serían designados de manera discrecional –
aunque atendiendo a criterios meritocráticos-, el resto del personal accedería a los cargos 
de acuerdo con las disposiciones del servicio civil. Como muestra Grindle, el hecho de que 
ciertas posiciones sean ocupadas a través de la escogencia discrecional no 
                                               
 
59 En adelante se citará así: APCLR 
60 En adelante se citará así: AGN. 
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necesariamente niega la existencia de un sistema de servicio civil61, de hecho, la reforma 
administrativa contemplaba que algunos altos cargos en las entidades públicas fueran 
excluidos de la carrera administrativa (República de Colombia, 1960: 14). Lo importante 
aquí es que la escogencia de los directivos, por más que fuera discrecional, estaba 
explícitamente determinada por un criterio meritocrático que, como veremos, estaba 
asociado con un alto nivel de entrenamiento académico especializado.  
 
La distinción que introduce Peñalosa entre los directivos y el resto del personal se adecúa 
con la diferencia introducida en el apartado teórico entre la tecnocracia, aquellos 
funcionarios que ocupan altos cargos y tienen una avanzada formación académica, y la 
burocracia. En lo que sigue, el texto se concentrará en la formación de la tecnocracia para 
la reforma agraria. 
3.2.1 La formación de una tecnocracia para la reforma agraria  
Al finalizar 1962, se estaba llevando a cabo la tarea de organizar la entidad recién creada 
y la selección de los directivos que entrarían al Incora era una de las labores esenciales. 
Frente a este quehacer, se informaba que la escogencia se había hecho exclusivamente 
a base de las calificaciones de los aspirantes, y hasta se decía que era posible demostrar 
que, por ejemplo, “las 20 personas que ocupan los cargos directivos del Instituto tienen 
calificaciones académicas y experiencia superiores a las del personal equivalente en 
cualquier entidad oficial del país y en muchas privadas” (Resumen de las principales 
actividades del Incora, 1962. APCLR: Fondo Cargos Públicos, Carpeta, Folio 103).  
 
Pese a que es difícil comparar los perfiles de los directivos del Incora con los de otras 
entidades, lo cierto es que de los ejecutivos que se posesionaron en las subgerencias y 
jefaturas de división en 1962 y sobre los cuales se tiene información, se puede decir que 
todos eran profesionales –algunos contaban con maestría y doctorado- y tenían una larga 
experiencia trabajando en instituciones, sobretodo públicas, en las cuales desempeñaban 
                                               
 
61 De acuerdo con la definición que la autora propone de sistema de servicio civil, éste se da cuando 
hay una preponderancia de los cargos públicos que son ocupados por personas que atraviesan por 
procesos regulados que evalúan de alguna forma sus méritos. Es decir, lo central aquí es que la 
mayoría de las posiciones públicas sean llenadas de esa manera (Grindle, 2012: 21). 
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funciones semejantes a las que entraron a cumplir en el Incora62 (Boletín informativo del 
Incora N.1, 1962. APCLR: Fondo Cargos Públicos; El Espectador, “Serán coordinadas la 
acción comunal y la reforma agraria”, octubre 13 de 1962. AGN: Fondo Camilo Torres 
Restrepo, Caja 11, Carpeta 3, Folio 67).  
 
La Junta Directiva del Incora era la encargada de seleccionar a estos directivos, no 
obstante, de acuerdo con el ministro de agricultura, en vista de “la magnífica tarea 
cumplida” por Peñalosa Camargo en los primeros meses desde la creación del instituto63, 
ésta le tenía plena confianza al gerente y le había otorgado “perfecta libertad en la 
escogencia del personal y en la dirección de la parte administrativa” (Toro Agudelo, 1963: 
LIX-LX). La evidencia de archivo sugiere entonces que el primer gerente del Incora no sólo 
cumplió su promesa de no hacer de la entidad un “instrumento electorero”, sino que logró 
conformar un equipo técnico de primer nivel en los lugares de toma de decisiones.  
 
Sin poner en duda la importancia individual de cuadros directivos de primer orden que, 
como señalan los entrevistados y los documentos de gestión, dispusieron de todas sus 
destrezas y energías para avanzar en la política de reforma agraria, el proceso de 
fortalecimiento de la institucionalidad agraria por la vía de la formación de tecnocracias no 
se redujo ni a un asunto de voluntades individuales, ni tampoco se limitó a los primeros 
años de funcionamiento del Incora. 
                                               
 
62 De los 8 directivos designados en 1962 había: dos ingenieros agrónomos, uno de los cuales tenía 
una maestría en Estados Unidos; dos abogados, uno había sido secretario general del Ministerio 
de Agricultura; un economista que poseía un doctorado en economía de la Universidad Nacional 
(UN) y fue decano de la misma universidad; un ingeniero civil de la Facultad de Minas de la sede 
en Medellín de la UN; un contador público y un graduado en Filosofía y Ciencias de la Educación 
que había sido director del Departamento de Educación de los Ferrocarriles Nacionales (Boletín 
informativo del Incora N.1, 1962. APCLR: Fondo Cargos Públicos) 
63 Estas eran las faenas que el Ministro de Agricultura en 1963, Hernán Toro Agudelo, le reconocía 
a Enrique Peñalosa: ocuparse en la instalación provisional, en la viabilidad y contratación de la sede 
definitiva, en la escogencia de personal, en la organización interna de trabajo, en los problemas 
financieros y contables, en la conexión adecuada con otros organismos de la Administración 
Pública; y simultáneamente atender a los pasos preparatorios esenciales para la ejecución de la 
reforma, como los relativos a estudio de proyectos, capacitación de personal, asesoría técnica, 
perfeccionamiento de contratos con el Instituto Agustín Codazzi, Staca, la Esap; haber puesto en 
marcha el primer proyecto en la zona de Cunday y, además, adelantar ciertas gestiones para 
obtener ayuda externa y viajar para instalar Consejos Seccionales o explicar el pensamiento del 
Incora. (Toro Agudelo, 1963: LIX-LX) 
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La lectura de un exfuncionario que trabajó en dicho instituto a lo largo de 35 años desde 
1963 y que fungió de director de varias regionales es que en la entidad nombraban a 
personas sin partido político, sin recomendaciones, pero que sobresalían, “que eran 
importantes”64 (Entrevista a Martín Camacho, 2017).  A partir de una base de datos que se 
construyó para esta investigación y que contiene los perfiles de una cantidad considerable 
de personas que ocuparon algún cargo directivo en el Incora, el Ministerio de Agricultura y 
el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA) entre 1958 y 1980, se puede establecer que la 
percepción del funcionario antes citado se ajustaba a los hechos, al menos hasta 1978.  
Aquellos que fueron designados como gerentes del Incora hasta ese año tenían unas 
propiedades en común: eran economistas o ingenieros agrónomos, con estudios de 
posgrado en el extranjero y la mayoría tenían experiencia como funcionarios del sector 
agropecuario (ORDPA, 2017)65. En lo que respecta al Incora, resulta claro entonces que 
en el período subrayado había aflorado una tecnocracia encargada específicamente de 
poner en marcha la reforma agraria. 
 
A pesar de que la información relativa al Ministerio de Agricultura está incompleta, es 
importante resaltar que la tendencia anotada atrás para el Incora de posicionar en los 
cargos directivos personal técnico experto en el sector agropecuario se mantenía para 
posiciones en el ministerio como jefes de sección o división, más no en el caso de los 
ministros o viceministros. De tal manera, mientras que en 1965 todas las personas que 
ocupaban cargos directivos en el ministerio eran graduados de alguna profesión agrícola66, 
la mayoría de ministros en el período 1958-1978 eran abogados sin formación de 
                                               
 
64 En su condición de abogado, recuerda especialmente la presencia de Antonio Barrera Carbonell 
quien más tarde sería magistrado de la Corte Constitucional. 
65 Entre 1961 y 1978 el Incora tuvo seis gerentes, siendo Enrique Peñalosa el que más años estuvo 
al frente de la entidad. Tres de ellos eran ingenieros agrónomos: uno había sido director ejecutivo 
de la Corporación Autónoma Regional de la Sabana de Bogotá y de los valles de Ubaté y 
Chiquinquirá (CAR) y otro alcanzó el cargo de gerente regional del mismo Incora antes de ser 
gerente general. Dos eran economistas: uno –Peñalosa- había sido consultor del Banco Mundial y 
director de la CAR, y el otro contaba con una maestría de una universidad estadounidense y se 
había desempeñado como gerente administrativo de Planeación Nacional. El restante era un 
abogado considerado como “uno de los mejores conocedores y tratadistas de derecho agrario en 
Colombia”, que también había ocupado posiciones directivas en el Incora hasta antes de ser 
nombrado gerente (ORDPA, 2017). 
66 De 24 cuadros directivos, 20 era ingenieros agrónomos, 3 veterinarios y uno era ingeniero forestal 
(IICA, 1965: 70). 
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posgrado67 (ORDPA, 2017) (Ver Tabla 3-3). Lo anterior no indica que el órgano cabeza del 
sector haya sido ajeno al proceso de tecnificación del Estado, sino que a la hora de definir 
quién ocuparía posiciones como las de ministro de agricultura siguieron predominando 
criterios como la confianza y la cercanía política más que el perfil técnico del aspirante. 
Como antes se enunció, esto tipo de mixturas son normales en los sistemas de servicio 
civil.   
 




Profesión No Si Total 
general 
Abogado 9 0 9 
Economista 1 4 5 
Ingeniero agrónomo 0 2 2 
Ingeniero Civil 1 0 1 
Ingeniero de 
petróleos 
0 1 1 
Político 1 0 1 
Total general 12 7 19 
Fuente: ORDPA (2017).  
 
Quizás la agencia del sector que llevó a mejor término la introducción de técnicos fue el 
ICA. Este instituto que nació en 1962 sobre la base del Departamento de Investigaciones 
Agrarias del Ministerio de Agricultura, sin lugar a dudas tenía unos recursos que ninguna 
entidad pública o privada con funciones investigativas podía mostrar para la época: 150 
técnicos de los cuales 52 tenían títulos de posgrado; 34.080 colecciones de más de 250 
especies y variedades; 11 centros y estaciones experimentales en distintas regiones del 
país; y 452 trabajos investigativos (El Espectador, La Fundación Rockefeller se vincula al 
ICA, 14 de mayo de 1964. AGN: Fondo Camilo Torres. Caja 12. Carpeta 1. Folio 138; 
Samper Gnecco, 1969: 192). Todos sus gerentes generales fueron ingenieros agrónomos 
                                               
 
67 A pesar de ello, un número importante tenían estudios de economía e ingeniería agrónoma. 
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con una larga trayectoria en el sector agropecuario y algunos de ellos, con una importante 
carrera académica (ORDPA, 2017). 
 
Ahora bien, la evidencia recolectada permite señalar que, a pesar de existir una tendencia 
en el período analizado hacia el fortalecimiento de una tecnocracia en las agencias claves 
en la puesta en marcha de la política agropecuaria, y en particular de la reforma agraria, 
hubo momentos en que ese proceso fue más vigoroso. Como lo señalan Bejarano y 
Segura, las administraciones liberales durante el Frente Nacional le pusieron más empeño 
a la modernización del Estado que sus contrapartes conservadoras (1996: 22). Para el 
caso de la institucionalidad agrícola, el mandato de Carlos Lleras Restrepo fue 
especialmente importante porque en él los agrónomos, y en general los profesionales 
capacitados en temas rurales, adquirieron tanta importancia en la orientación del sector 
que incluso se hablaba de la llegada de “los agrónomos al poder” (Macías, 1978: 177).  
 
Los agrónomos tuvieron un especial afecto por Carlos Lleras Restrepo porque nombró 
como ministro del ramo a Armando Samper Gnecco, un reputado ingeniero agrónomo al 
que ya se había hecho referencia en páginas anteriores. El nuevo ministro impuso “un 
nuevo estilo en el manejo del sector agropecuario” que entusiasmaba a los expertos del 
agro por su énfasis en la técnica y su distancia frente a las controversias partidistas. Bajo 
la dirección de Samper Gnecco “numerosos profesionales de diversas especialidades 
fueron llamados a colaborar, y se integró un grupo de asesores inmediatos, jóvenes y 
progresistas, que imprimió dinamismo a la tradicional lentitud de la administración pública” 
(Macías, 1978: 178). En una carta en la cual Lleras Restrepo le agradece a Samper por 
las labores realizadas al frente de la cartera quedan bien resumidas las características de 
lo que fue proceso de formación de una tecnocracia agraria en estos años. A continuación 
se cita un fragmento de dicha misiva: 
 
Nos hemos encontrado completamente identificados sobre la orientación de la política del 
Ministerio, tanto en su aspecto técnico y administrativo como en el social. En todo momento 
he sentido que usted interpreta lo que yo he querido que sea la obra de esta administración 
en el fomento a la agricultura y la ganadería y en el mejoramiento de la vida rural. Y he 
visto también como usted ponía al servicio de esta empresa su vasto conocimiento de la 
economía y de la técnica agrícolas y su capacidad para examinar los problemas 
objetivamente (…) nos hemos encontrado usted y yo también en la necesidad de mantener 
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el Ministerio de Agricultura extraño de un todo a los elementos de la perturbación que 
introduce la política partidaria, y hemos coincidido además en que la mejor manera de 
lograr que eso sea así y además garantizar continuidad en la tarea adelantada por usted 
es la de designar como sucesor a uno de sus inmediatos colaboradores… (APCLR: Fondo 
Presidencia… Folios…) 
3.2.2 La organización de la burocracia agraria  
Sin lugar a dudas las condiciones que denunciaban los agrónomos antes del Frente 
Nacional, según las cuales cualquiera llegaba a la dirección del sector por el “reparto de 
posiciones electoreras” y los técnicos duraban menos tiempo que los demás en sus cargos, 
habían cambiado. Pero las transformaciones no sólo afectaron las posiciones directivas 
que paulatinamente fueron llenadas con tecnócratas, sino que se extendieron al resto de 
cuadros administrativos. Como veremos en seguida, la reforma agraria del Frente Nacional 
también estuvo asociada con el fortalecimiento de la burocracia de las agencias agrarias. 
 
El elemento central para poder establecer un vínculo entre el funcionariado del sector y el 
escalamiento en las capacidades de la institucionalidad estatal agraria es el sistema de 
reclutamiento del personal. De acuerdo con lo establecido en el marco conceptual, hay una 
diferencia sustancial entre la clase de personal que entra a ocupar una posición dentro del 
Estado por sus vínculos personales con aquellos que los nombran, especialmente por su 
condición de copartidarios, y la clase de funcionarios que entran al servicio público luego 
de atravesar un proceso de selección basado en la evaluación de algún tipo de mérito 
(experiencia profesional o formación académica). Como antes se dijo, la subordinación del 
mérito a “los caprichos de la política” fue una de las reglas que definieron el acceso a los 
cargos públicos del sector agropecuario hasta antes del Frente Nacional. Pero con la 
introducción del servicio civil, las circunstancias se alteraron. 
 
La normatividad de la reforma administrativa dispuso que todo el personal de la rama 
ejecutiva (presidencia, ministerios y establecimientos públicos) entraba a conformar el 
servicio civil (República de Colombia, 1960), empero, en el sector agropecuario existían 
tres clases de funcionarios dentro del servicio civil que eran sujetos de distintas 
disposiciones jurídicas. De un lado, estaban los que estaban incorporados a la carrera 
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administrativa que se regían por el régimen especial definido para tal fin, el cual les daba 
un status expresado en la inmovilidad de sus cargos, el derecho a ascensos, entre otras 
prerrogativas. Por otra parte se hallaba el personal provisional que no se había incorporado 
a la carrera administrativa y cuyo vínculo con el Estado estaba mediado por el código de 
régimen político y municipal; estos funcionarios desempeñaban cargos no incorporados a 
la carrera y podían ser removidos. Por último estaban quienes estaban sometidos a los 
estatutos de las organizaciones a las cuales servían (IICA, 1965: 35-36). 
 
Las cifras disponibles indican que, hasta 1965, la mayor parte del personal agrario 
pertenecía a la segunda clase de funcionarios del servicio civil, y que aquellos incorporados 
a la carrera administrativa, aunque diseminados por varias agencias, contaban con un 
número escaso en relación al total de empleados68 (IICA, 1966: 36). A simple vista esto 
significaría que el ramo había mostrado pocos avances en materia de la modernización de 
su institucionalidad, en la medida en que era el personal que hacía parte de la carrera 
administrativa el que estaba sometido al reclutamiento meritocrático. No obstante, esa 
lectura es imprecisa por distintas razones.  
 
Primero, la incorporación de la carrera administrativa - y –en general el sistema de servicio 
civil- es un proceso necesariamente gradual (Grindle, 2012). Lo dispendioso que era el 
procedimiento para proveer un cargo de carrera administrativa69 y sobre todo las 
restricciones (de recursos y capacidades) de los órganos encargados de organizar los 
concursos de méritos, elaborar listas de elegibles, realizar evaluaciones periódicas de los 
funcionarios en período de prueba, etc., implicaban que el alistamiento de la carrera 
                                               
 
68 Hasta este año parece que un pequeño porcentaje del personal del Incora hacía parte de la 
carrera administrativa (IICA, 1966: 36). Lo mismo sucedía con el Ministerio de Agricultura, puesto 
que de un total de 892 funcionarios, apenas 80 pertenecían a la carrera administrativa (IICA, 1966B: 
69). 
69 El proceso iniciaba con la existencia de una vacante de carrera administrativa o con la intención 
de reemplazar un funcionario provisional por uno de carrera, luego la entidad que buscaba al 
funcionario le pedía al Departamento de Servicio Civil una lista de candidatos, indicando, entre otras 
cosas, la clase, el grado y los requerimientos mínimos para desempeñar las funciones. El 
Departamento del Servicio Civil le comunicaba a la Comisión Nacional del Servicio Civil y sugería 
un primer nombre. Si la entidad que solicitaba el personal no aceptaba a ese candidato, el 
Departamento de Servicio Civil podía sugerirle hasta otros dos más. Cuando la entidad aceptará 
como apto al candidato, éste era nombrado en un plazo de 15 días y entraba en un período de 
prueba que iba de los 6 hasta los 18 meses, en los cuales era evaluado de forma periódica (IICA: 
1965: 36-38). 
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administrativa fuera escalonado. Por más que una agencia estatal adoptara 
normativamente los estándares de la carrera administrativa, esto no significaba que 
inmediatamente todo el personal se vincularía siguiendo los estándares del Servicio Civil. 
La experiencia del Incora demuestra esto.  
 
En 1963, apenas un año después de su creación, el Instituto adoptó las normas sobre la 
carrera administrativa. El decreto establecía que el reclutamiento y selección del personal 
especial se haría dentro de las pautas del Instituto –adhiriendo los criterios técnicos y de 
experticia que requería la entidad- pero con asesoría del Departamento Administrativo del 
Servicio Civil. Y en el caso de los empleos generales se adoptarían las normas que eran 
comunes para los empleos similares en la administración pública (Decreto 92 de 1963, “por 
el cual se adoptan normas sobre Carrera Administrativa en el Instituto Colombiano de la 
Reforma Agraria. AGN. Departamento Administrativo de la Función Pública. Caja 1. 
Carpeta 5. Folios 9-11).  
 
A pesar de la existencia de esta normatividad los cargos no podían proveerse de acuerdo 
con ese mandato legal por las limitaciones previamente enunciadas. Un exfuncionario del 
Incora que trabajó la mayor parte de su carrera de 30 años en la división de personal 
señalaba que “inicialmente la carrera administrativa era más bien escasa, como que la 
gente no conocía mucho en qué consistía el servicio civil y la carrera administrativa, 
entonces ni se interesaban”, pero con el tiempo el personal provisional se presentaba al 
concurso y se terminaba incorporando a la carrera administrativa. De ese modo, ésta se 
generalizó (Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017). 
 
Segundo, el nombramiento de cargos en provisionalidad en el caso, por ejemplo, de que 
la Comisión Nacional del Servicio Civil no contara con listas de elegibles, tenía sus 
restricciones70. Quizás la más importante era que no se podía despedir a un funcionario 
                                               
 
70 Aquí no se quiere sugerir que la normatividad que reglamentaba la carrera administrativa cumplió 
a cabalidad sus objetivos de cualificar a los servidores públicos y excluir a los adalides de los 
partidos. Como se anotó previamente, es sabido que la reforma contó con enormes restricciones y 
tuvo resultados parciales. No obstante, con la regulación de los funcionarios que entraban en 
provisionalidad, los políticos encontraron más trabas para nombrar a sus recomendados en la rama 
ejecutiva. 
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en provisionalidad a menos de que fuera a ser remplazado por un candidato capacitado 
que hubiera sido seleccionado por el Departamento del Servicio Civil, es decir, por un 
empleado público de carrera (IICA, 1965: 24). 
 
Por último, se tiene evidencia de que en el Incora el nombramiento de personal en 
provisionalidad no fue la vía de acceso a los amigos de los políticos, al menos hasta la 
primera mitad de los años setenta. Así la legislación no exigiera un procedimiento para la 
selección de los funcionarios provisionales basado en méritos, en la entidad creada para 
llevar a cabo la reforma agraria sí se incorporaron esos procesos a la hora de reclutar a 
cualquier cuadro. El exfuncionario antes citado que conocía de primera mano todos los 
asuntos relativos al manejo del personal del instituto señaló que “los de provisionalidad 
entraban por concurso, y luego concursaban para la carrera administrativa, después de 
que ya estaban trabajando. Eso no era difícil para pasar a la carrera administrativa. Le 
hacían a uno llenar unos formularios y luego que había que hacerle evaluaciones 
periódicas por el jefe inmediato” (Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017).  Adicionalmente, 
el entrevistado agregó en repetidas ocasiones que “todos en el Incora entraban por 
concurso… hasta un momento, porque llegó un gerente… y empezó la política. El gerente 
era un político” (Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017).   
 
Más adelante se precisarán los elementos que caracterizaron la ruptura en el proceso de 
tecnificación de la institucionalidad agraria, por ahora es relevante anotar que la 
implantación del moderno sistema de reclutamiento meritocrático estaba sujeto a una 
restricción estructural: la falta de personal calificado.  
 
Es apenas obvio que un sistema de reclutamiento fundamentado en la evaluación y 
selección de los candidatos más cualificados supone que en el país existan personas con 
ese tipo de perfiles, de lo contrario no habría de otra que declarar los concursos desiertos 
y abstenerse de elaborar listas de elegibles para la función pública. Anteriormente se 
mencionó la preocupación de varios ministros de agricultura de la época justamente por la 
falta de personal técnico; todo indica que este problema, “acaso el más serio de los 
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obstáculos para el desarrollo de la política agropecuaria”71, fue recurrente ya que las 
soluciones propuestas traerían resultados en el largo plazo72 (Toro Agudelo, 1963: XVI-
XVII).  
 
En vista de esto los encargados de las agencias agrarias tenían dos alternativas: llenaban 
las posiciones vacantes con sujetos que no contaban con los requisitos exigidos o 
mantenían los cargos desocupados hasta encontrar al técnico adecuado. Las memorias 
de los ministros de agricultura de estos años insinúan que se optó por la segunda vía, a 
pesar de las críticas y cuestionamientos. De esta forma se refería a dicho asunto el ministro 
de agricultura en 1963: 
 
Debe mencionarse aquí el hecho, que ha merecido críticas muy variadas (…) de que en el 
Ministerio de Agricultura y en muchos de los organismos a él vinculados es frecuente que 
año tras año se queden sin utilizar sumas apreciables (…) porque en razón de las bajas 
remuneraciones o por escasez absoluta de personal técnico, es imposible proveer muchos 
cargos. Y también, y es ello lamentable, porque hay partidas con destinación especial, por 
ejemplo las cuotas de fomento para investigación, experimentación científica, erradicación 
de pestes, multiplicación de semillas y tantas otras campañas similares que por su 
naturaleza técnica no pueden encomendarse a los eternos aspirantes a la burocracia, que 
saben hacerlo todo, generalmente muy bien recomendados, sino a profesionales expertos, 
inexistentes en el número requerido. Y cuando eso ocurre, y en tal forma se malogran o 
aplazan las inversiones presupuestales, hay personas, inclusive parlamentarios, que se 
hacen cruces porque el Ministro no dispuso entonces gastar esas sumas (…) Y órganos 
                                               
 
71 El ministro de agricultura en 1963 hacía este balance de la cantidad de profesionales 
agropecuarios en relación con las características del país: “Cuando en los países más avanzados 
existen diez profesionales y técnicos por cada mil trabajadores del campo, en Colombia la 
proporción es de uno por cada diez mil. Para cuarenta mil kilómetros cuadrados en cultivos agrícolas 
y casi trescientos mil en pastos, el país no cuenta siquiera con ochocientos agrónomos ; para 
atender a más de quince millones de vacunos y una gran población avícola, porcina, ovina, caballar, 
no llegan a cuatrocientos los veterinarios; los ingenieros forestales, cuando tenemos reservas 
superiores a seiscientos mil kilómetros cuadrados, casi que pueden citarse nominativamente, tan 
escasos son; y lo mismo puede decirse de los zootecnistas y de los especialistas y auxiliares en 
diversas ramas profesionales vinculadas a la agricultura y la ganadería (Toro Agudelo, 1963: XVII). 
72 Esto era así porque la alternativa pasaba por dirigir la vocación profesional de los bachilleres 
hacia el área agropecuaria, además de multiplicar las facultades y ampliar la capacidad de las 
existentes (Toro Agudelo, 1963: XVII). 
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hay de la opinión pública que no entienden, sino que condenan, que se evite el fácil 
despilfarro que implicaría proveer todos los cargos técnicos con gentes sin calificación y 
gastar a todo trance los fondos públicos, sólo porque están presupuestados, aunque los 
fines perseguidos no se logren realmente pero se cumplan en apariencia al mantener 
flamantes oficinas con secretarios, oficiales, auxiliares, choferes y mecanógrafas, pero sin 
profesionales y técnicos en la dirección de cada una de ellas. (Toro Agudelo, 1963: xvii) 
 
Los comentarios del ministro demuestran que la “orientación netamente técnica” que se 
buscó imprimirle al sector agropecuario no fue pura palabrería y, además, que las 
carencias de cuadros técnicos eran efectivamente un problema crucial. Las cifras con las 
que se cuenta corroboran la delicada situación y permiten ver la evolución de las distintas 
clases de burócratas agrarios entre 1960 y 1965. La Gráfica 3-3 revela que, mientras el 
número de profesionales agrarios vitales para toda política agraria –como lo son los 
ingenieros agrónomos y los veterinarios- se mantuvo estable, el personal no cualificado 
incrementó su tamaño cuatro veces.  El acrecentamiento de la participación de los técnicos 
en el sector estuvo dado entonces por la incorporación de nuevos especialistas al ramo, 
por ejemplo: economistas, sociólogos, mejoradoras de hogar, diferentes clases de 
expertos en materias agropecuarias, entre otros (IICA, 1966: 19).  
 
Gráfica  3-3: Evolución de las clases de personal agropecuario 
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Por su parte, la Gráfica 3-4 muestra que a pesar de que hubo un incremento notorio del 
personal técnico que trabajaba en el sector agropecuario, la participación de esta clase de 
funcionarios disminuyó respecto al total de empleados del ramo. Si bien esta fue la 
tendencia del sector, lo cierto es que en sus primeros años de funcionamiento el Incora 
mantuvo una relación entre personal técnico y personal no especializado de 1,6 a 1. Como 
se reconocía en un informe de la entidad, esa relación “seguramente se encontrará en muy 
pocas entidades oficiales o particulares” (Incora, 1962: 100).  De tal manera, las 
proyecciones que algunos expertos hicieron sobre el incremento esperado en el número 
de los profesionales graduados de ciencias agropecuarias no se cumplieron (Ver en el 
Anexo A la Tabla 6-4), y el país seguía con un gran déficit de personal especializado.  
 
Gráfica  3-4: Composición del personal vinculado al sector agropecuario 
 
Fuentes: Ministerio de Agricultura (1960) y IICA (1966). 
 
 
Lo importante de esto es que los responsables del sector eran conscientes de las 
limitaciones existentes, empero esto no supuso la inmovilidad en materia de política 
agraria. En vez de aplazar la reforma agraria hasta tanto el Estado contara con suficientes 
recursos financieros, técnicos y de personal – como querían muchos de los críticos de la 
política- (Toro Agudelo, 1963: XLII), se resolvió llevar a cabo una serie de estrategias para 
mitigar la escasez de funcionarios especializados y a la par adelantar los programas de la 
reforma. En esa medida, la reforma agraria fue una oportunidad para fortalecer la 
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Las estrategias que adelantaron los encargados del sector para hacerse con los 
funcionarios que requería el programa de reforma agraria fueron fundamentalmente dos: 
traer el personal especializado del exterior y adelantar campañas masivas de 
adiestramiento con miras a capacitar y seleccionar a los funcionarios que ingresarían al 
Incora. La primera estrategia se concentró en la celebración de acuerdos con agencias 
internacionales (como FAO, AID y Punto IV) para que enviaran misiones técnicas al país y 
las pusieran al servicio del Incora (Resumen de las principales actividades del Incora, 1962. 
APCLR: Fondo Cargos Públicos, Carpeta, Folio 103; Documento de Trabajo No. 11, 1961. 
AGN: Archivos Personales. Fondo CTR. Caja 5. Carpeta 1. Folio 153). Naturalmente, a 
través de esa medida era imposible conseguir a todos los técnicos requeridos, por eso se 
pensó más como una manera de atraer al país a los expertos en determinadas áreas para 
que sirvieran en las fases iniciales de adecuación de la entidad. La iniciativa que 
verdaderamente se pensó como una forma de lograr la vinculación a la entidad de las 
personas mejor cualificadas en un contexto de recursos escasos fue la campaña de 
adiestramiento para los burócratas de la reforma agraria. 
 
Los cursos de capacitación fueron posibles por la labor que realizó principalmente la recién 
creada Escuela Superior de Administración Pública (ESAP)73, junto con otras 
universidades públicas. De forma muy temprana se empezaron a dar discusiones acerca 
de la función de la ESAP en la preparación del personal en el campo de lo que 
denominaron “la administración social”74. En esos debates se señaló que con la iniciativa 
de reforma social agraria se abría un vasto campo de actividad social de la administración, 
por lo cual los profesores decidieron darle prelación a la preparación de los funcionarios 
en los niveles superior y medio “para cumplir las funciones encomendadas al INCORA” 
(Memorando No. 5. Sobre capacitación y preparación del personal en el campo de la 
administración social. AGN: AP. FCTR. Caja 5. Carpeta 1. Folios 133-138).  
 
                                               
 
73 Creada, como se comentó atrás, como parte de la reforma administrativa de Alberto Lleras 
Camargo. 
74 El campo social de la administración lo integraban entidades como las divisiones comunal e 
indígena del Ministerio de Gobierno, la División de Menores del Ministerio de Justicia, las divisiones 
de extensión agropecuaria y tierras del Ministerio de Agricultura, entre otras (Memorando No. 5. 
Sobre capacitación y preparación del personal en el campo de la administración social. AGN: AP. 
FCTR. Caja 5. Carpeta 1. Folios 128-138). 
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Como producto de estos primeros esfuerzos de reflexión se organizó un seminario de 
administración social - que más tarde se convertiría en el Instituto de Administración Social 
de la ESAP- al que asistían distinguidos profesores y expertos de distintas áreas75 que 
empezaron a trabajar en comisiones temáticas (ESAP, 1961. AGN: AP. FCTR. Caja 5. 
Carpeta 1. Folios 163-164). Así apareció la comisión encargada de estudiar las 
necesidades de personal de campo para la reforma agraria que elaboró informes sobre el 
adiestramiento de los funcionarios en los que se especificaban las áreas de formación, el 
número y clase de especialistas que podían aplicar, las instituciones encargadas de los 
cursos, los expertos que fungirían de profesores y la manera de conseguirlos (Documento 
No. 11, 1961. AGN: AP. FCTR. Caja 5. Carpeta 1. Folios 147-154). 
 
El gerente del Incora suscribió entonces un contrato con la ESAP para que esta se 
encargara del adiestramiento de funcionarios expertos en asuntos relacionados con la 
reforma agraria (7 millones de hectáreas parcelará el Incora, s.f. AGN: AP. FCTR. Caja 11. 
Carpeta 3. Folio 62; Incora, 1962).  En principio la campaña de capacitación iba dirigida a 
profesionales o técnicos graduados o próximos a obtener un título en carreras 
agropecuarias y afines para que adquirieran experticia en todos los quehaceres 
específicos que se requerían para implementar la reforma (Ver en el anexo B la Ilustración 
6-1). Pero dadas la escasez de cuadros de nivel medio y bajo, también se hicieron 
convocatorias para adiestrar a bachilleres como auxiliares en labores relacionadas con la 
topografía, aspectos jurídicos de la reforma, entre muchos otros (Ver en el anexo B la 
Ilustración 6-2) (Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017; Entrevista a Juan Ángel Moreno, 
2017). 
 
La importancia de las campañas de adiestramiento radica en que, además de capacitar al 
personal que se encargaría de implementar la reforma agraria, constituían una vía práctica 
                                               
 
75 Varios de los participantes de estos encuentros, y en general de la capacitación de personal, 
fueron académicos de primer orden –cuando no fundadores- de sus respectivas disciplinas en 
Colombia. Para mencionar algunos casos se tenía a: Ernesto Guhl, padre de la geografía en el país; 
Milcíades Chávez, uno de los primeros antropólogos; Orlando Fals Borda y Camilo Torres, 
fundadores de la primera facultad de sociología y Eustorgio Sarria, uno de los mayores conocedores 
del derecho administrativo (Acta No. 1. Seminario de Administración Social, 1961. ESAP.AGN: AP. 
FCTR. Caja 5. Carpeta 1. Folio 139). 
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para realizar los procesos meritocráticos de selección del personal. En vez de quedarse a 
esperar que los entes encargados del servicio civil indicaran quiénes eran aptos para ser 
burócratas del sector agropecuario, en un trabajo mancomunado, el Incora y la ESAP se 
las ingeniaron para suplir la escasez de personal técnico y de paso escoger a los 
funcionarios sobre la base de su competencia para realizar tareas especializadas.  
 
Así las cosas, cuando los aspirantes eran bachilleres se preparaba un examen de 
conocimientos básicos (aritmética, ciencias sociales, etc.) que definiría quiénes ingresarían 
al curso de capacitación (Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017) Por otro lado, cuando los 
aspirantes eran técnicos o profesionales se organizaba el curso y de acuerdo al 
desempeño individual en éste se definía quiénes entrarían al Incora (Entrevista a Juan 
Ángel Moreno, 2017). En vista de que una de las finalidades de los cursos era facilitar el 
ingreso a las listas de elegibles del servicio civil con destino a la carrera administrativa, el 
personal que aprobaba el curso entraba a dichas listas y era nombrado sin demora por el 
Incora, quedando a la espera de concursar posteriormente por el ingreso a la carrera 
administrativa, como se mencionó previamente (Personal técnico para la reforma agraria. 
Programa de adiestramiento, s.f. AGN: AP. FCTR. Caja 6. Carpeta 2. Folio 184; AGN: AP. 
FCTR. Caja 11. Carpeta 3. Folio 98). 
 
Los buenos resultados que trajo esta campaña masiva de capacitación de personal técnico 
para la reforma se corroboran si se toma en consideración que ésta se prolongó hasta los 
años setenta, se desarrolló en diferentes regiones del país y también fue adoptada por 
otras agencias como el Ministerio de Agricultura. Los registros de prensa de la época 
proporcionan información sobre cómo se aprovechó la infraestructura educativa existente, 
principalmente a través de las universidades e instituciones de educación públicas, para 
llevar a diferentes regiones76 los cursos de capacitación, los cuales incluían una variedad 
amplia de tópicos de acuerdo a las necesidades de la reforma77 (AGN: AP. FCTR. Caja 
                                               
 
76 Se tiene información de que la campaña de adiestramiento llegó al menos a las siguientes 
ciudades: Bogotá, Ibagué, Cartagena, Lorica, Buga, Medellín, Manizales, Palmira, Pamplona, 
Yopal, Pasto y Armenia (AGN: AP. FCTR. Caja 11. Carpeta 3. Folio 98; AGN: AP. FCTR. Caja 11. 
Carpeta 3. Folio 139; AGN: AP. FCTR. Caja 11. Carpeta 3. Folio 60; AGN: AP. FCTR. Caja 11. 
Carpeta 3. Folio 53). 
77 Los campos de adiestramiento comprendían, entre otros, las siguientes materias: reconocimiento 
y aprovechamiento de los suelos, alinderamiento, titulación y avalúos, planeamiento de fincas y 
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11. Carpeta 3. Folio 98; El Espectador, “Sentido social de la reforma agraria”, S.F. AGN: 
AP. FCTR. Caja 11. Carpeta 3. Folio 33).  
 
Por su parte, en el Ministerio de Agricultura también existió un interés constante “en buscar 
al personal más calificado y mejorar la capacitación de su personal actual”. En ese sentido, 
la sección de personal de la entidad empezó a aplicar de manera gradual concursos de 
selección tanto para aspirantes a cargos administrativos, como para personal técnico (Blair 
Fabris, 1968: 94). Y en vista del problema de escasez de cuadros especializados propio 
de todo el sector agropecuario, también adelantó campañas de adiestramiento hasta los 
años setenta con el fin de capacitar y seleccionar a los funcionarios que ingresarían a 
hacerse cargo de los distintos programas del ministerio (Programa para el curso de 
preparación de nuevos promotores de la división de organización campesina, 1972. AGN: 
Archivos Oficiales. Fondo Ministerio de Gobierno. Caja 29. Carpeta 3. Folios 84-96). 
 
Ahora bien, la alternativa ideada por los responsables de la reforma agraria fue bastante 
funcional para no posponer la puesta en marcha de la política, sin embargo tuvo algunos 
costos inevitables sobre la implementación de ciertos aspectos y programas de la misma. 
En efecto, en un documento de evaluación del crédito supervisado en la reforma agraria 
se señalaba que características del personal como la educación formal, la experiencia 
previa con programas de extensión y crédito, los conocimientos acerca de aspectos 
técnicos de agricultura y la dedicación al trabajo eran factores importantes en el éxito o 
fracaso del programa. Respecto al Incora se decía que, hasta donde había sido posible, el 
instituto “ha sido completamente selectivo en cuanto al empleo de personal para el 
programa de crédito supervisado”. Sin embargo, dada la escasez crítica de personal con 
la habilidad y el entrenamiento necesarios para llevar a cabo las tareas requeridas por el 
programa, “el Incora ha tenido que nombrar personal joven e inexperto para cargos de 
jefes de zonas y supervisores” (Adams, Peña y Giles, 1966: 72).   
 
                                               
 
hogares, asistencia técnica, extensión de crédito supervisado, mejoramiento del hogar, selección 
de adjudicatarios, instituciones comunales, cooperativismo y vivienda rural (El Espectador, “Sentido 
social de la reforma agraria”, S.F. AGN: AP. FCTR. Caja 11. Carpeta 3. Folio 33; AGN: AP. FCTR. 
Caja 11. Carpeta 3. Folio 98). 
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En el mismo estudio se advertía sobre los efectos negativos de la falta de entrenamiento y 
experiencia de los supervisores en la implementación del programa. Los autores 
encontraron que como los supervisores sentían que los productores con los que tenían 
que lidiar sabían más que ellos acerca de ciertos tópicos, no estaban “muy seguros sobre 
su papel como agentes de cambio al nivel agrícola” y por tanto eran muy lentos para 
recomendar transformaciones (Adams, Peña y Giles, 1966: 75). Esto implicaba que en la 
práctica la falta de conocimientos y experiencia de algunos funcionarios retrasaba la 
implementación de ciertos programas ligados a la reforma agraria. 
 
Situaciones similares salieron a colación en las entrevistas sostenidas con exfuncionarios 
del Incora, lo cual indica que no era excepcional que jóvenes empleados y sin suficiente 
experiencia ocuparan posiciones de supervisión. Por ejemplo, uno de ellos -que contaba 
con un grado de bachiller- ingresó como auxiliar jurídico para acompañar el proceso de 
arrendatarios y aparceros a finales de los sesenta. Luego de estar un corto tiempo allí, fue 
designado como jefe de una comisión de titulación de baldíos teniendo bajo su mando a 
un grupo de topógrafos y cadeneros. Finalmente, se le nombró como auxiliar en el área de 
personal (Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017). Algo parecido sucedió con otro 
entrevistado que ingresó al Incora siendo bachiller. Luego de un curso de cuatro meses en 
topografía fue designado para participar en una comisión de titulación de baldíos en Puerto 
Boyacá, y “después de estar unos días como topógrafo” un directivo en Bogotá lo propuso 
como jefe de comisión. Él mismo afirma: “fue muy poco lo que ejercí la topografía en el 
Incora y ya era jefe de topógrafos” (Entrevista a Juan Ángel Moreno, 2017). 
 
Es muy complicado establecer la magnitud del efecto que tuvieron esas condiciones sobre 
la implementación efectiva de la reforma agraria. No obstante, las agencias agropecuarias 
tomaron en cuenta las posibles soluciones para remediar parcialmente esas restricciones 
a las que estaban sometidas. En el citado informe sobre el crédito supervisado se añadía 
que “aunque el proceso de selección de personal para el crédito supervisado del Incora 
probablemente no puede mejorarse mucho, un factor vital para mejorar la experiencia de 
los supervisores, sería un programa continuo de entrenamiento en el campo mismo del 
trabajo” (Adams, Peña y Giles, 1966: 75).  
 
Existe suficiente material empírico para demostrar que la preparación del personal 
encargado de realizar los diferentes programas agropecuarios fue uno de los principales 
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ejes de acción de entidades como el Ministerio de Agricultura y el Incora durante los años 
sesenta y setenta.  Vale la pena mencionar al respecto que se pusieron en marcha planes 
con el apoyo de agencias internacionales como lo fue el Programa Nacional de 
Capacitación Agropecuaria, el cual preparó al personal profesional y subprofesional de las 
diferentes instituciones del sector, “con el fin de que puedan desarrollar sus actividades en 
forma más especializada y técnica” (Vallejo Mejía, 1974: 73). Es de esperarse que los 
programas de capacitación de los burócratas del sector agropecuario remediaron, al 
menos en parte, los efectos negativos que traía la vinculación de personal sin experiencia. 
 
Hasta aquí se ha presentado suficiente evidencia que respalda la tesis de que el proceso 
de reforma agraria por el que atravesó el país en los años sesenta y setenta estuvo 
asociado con la profesionalización del funcionariado encargado de diseñar e implementar 
la política agropecuaria. En este punto surge una pregunta relacionada ya no con la 
conformación del funcionariado sino con su desempeño; en otras palabras, ¿en qué 
medida las burocracias y tecnocracias surgidas en estos años incrementaron las 
capacidades del Estado colombiano para efectivamente implementar las decisiones en 
materia de política agropecuaria y regular las relaciones en el campo? En el siguiente 
capítulo cuando se considere la producción de información y la ampliación del alcance 













4. Capítulo 4. El escalamiento del poder 
infraestructural del Estado con el proceso 
reformista: el desempeño del personal 
agrario 
En el capítulo anterior se pudo establecer con cierto detalle la transformación que sufrió el 
aparato estatal encargado del sector agropecuario en lo ateniente a sus recursos 
económicos, el tamaño y el tipo de personal. En efecto, la política de reforma agraria 
articulada a una visión más amplia sobre la necesidad de modernizar el Estado trajo como 
resultado la formación tanto de una burocracia capacitada para implementar los objetivos 
de política, como de una tecnocracia con “vasto conocimiento de la economía y técnica 
agrícolas” alejada de las controversias partidistas. Sin embargo, la evidencia que sirvió 
para describir el incremento en las plantas de personal, el sistema de reclutamiento y las 
campañas de capacitación no permite adentrarse en el desempeño de ese funcionariado. 
En otras palabras, se ha demostrado con suficiente material empírico que en el período de 
estudio emergió la clase de servidores públicos que la teoría asocia con una mejor 
ejecución de las labores estatales, pero no se sabe a ciencia cierta por qué rutas eso pudo 
suceder. 
 
Se pueden pensar en distintos puntos de entrada para establecer una relación entre la 
formación de un funcionariado competente y sin vínculos con los partidos, y el 
fortalecimiento del poder infraestructural del Estado.  De acuerdo con lo definido en el 
marco conceptual de la investigación se hará énfasis en tres resultados que son centrales 
en el proceso de construcción del Estado: la producción de información y la ampliación 
tanto del alcance territorial como social de las instituciones estatales en el mundo rural sin 
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mediación de las lógicas clientelistas. A pesar de que estas dinámicas son 
interdependientes78, por razones de claridad expositiva se tratarán por separado. 
4.1 Producción de información sobre el mundo rural e 
innovaciones burocráticas 
Una forma de saber si el incremento y la profesionalización del personal agropecuario 
repercutió en el escalamiento del poder infraestructural del Estado es preguntarse si hubo 
o no una mejoría en la capacidad de las agencias estatales para “medir, contar, evaluar y 
conocer” el mundo rural y, al mismo tiempo, para procesar esa información y extraer de 
ella datos útiles para el ejercicio de sus funciones (Bourdieu, 2014). Si las agencias 
estatales pretendían cumplir con los propósitos que se habían establecido en las políticas 
agropecuarias y de tierras debía registrar, además de sus propios recursos (el capítulo 
anterior se construyó sobre la base de esa información: gasto público, cantidad de 
funcionarios, etc.), los datos sobre la actividad agropecuaria, la tenencia de la tierra, el 
modo de vida de los pobladores rurales, etc. Dos tipos de saberes disciplinares se 
conjugaron en este período para lograr esos propósitos: la estadística, que se utilizó sobre 
todo para lograr los objetivos de política ligados al incremento de la producción 
agropecuaria; y las ciencias sociales, especialmente la economía y la sociología.  
 
En este apartado el foco de atención será el proceso de acumulación de información en el 
Ministerio de Agricultura y las innovaciones administrativas que estuvieron asociadas con 
esto. Lo ocurrido con el Incora se abordará en la siguiente sección cuando se analice el 
aumento del alcance territorial del Estado en relación con el modo de operación de la 
agencia reformista. 
4.1.1 La apuesta por contar y medir mejor al campo 
La estadística agropecuaria se encontraba en un estado de precariedad a finales de los 
cincuenta. El “verdadero órgano visual de la sociedad y el gobierno”, como consideraba 
                                               
 
78 Como se verá, la información que levantaba el Incora en las distintas regiones eran el insumo 
básico para determinar a qué regiones llegarían los funcionarios y las labores que debían 
desempeñar en el terreno. 
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Lleras Restrepo a la estadística, proporcionaba datos insuficientes y contradictorios sobre 
la producción. De acuerdo con un ministro de agricultura de esta época, “el país carece 
hasta ahora de una organización y de estadísticas que permitan saber con alguna 
aproximación y oportunamente lo que los cientos de miles de empresarios se proponen 
cultivar o están cultivando, las áreas dedicadas a cada renglón, la productividad esperada 
por hectárea”. Además, agregaba que no era nada raro que fueran “contradictorios los 
datos ofrecidos por distintas fuentes y que se basen en simples estimativos, más que en 
confrontaciones directas, lo que aumenta los márgenes de error.” Por lo tanto, para él, “no 
hay seguridad, ni consolidación oportuna en muchos de esos datos, sobre el destino 
efectivo del crédito, ni sobre las semillas utilizadas, ni sobre los consumos de los 
productores y la proporción realmente comercializable” (Morales Benítez, 1963: XV). 
 
Con la intención de superar esos vacíos de información y coordinación, el recién 
constituido Departamento de Investigaciones Económicas del ministerio79 había puesto en 
marcha una serie de acciones para construir un “sistema racional de estadísticas agrícolas 
como base fundamental para el desarrollo agropecuario del país” (Arango Londoño, 1959: 
86). De ese modo esa dependencia intervino activamente en la coordinación de los 
esfuerzos de todos los organismos productores de estadísticas agropecuarias del país, y 
para tal fin lideró la creación de un Comité Coordinador de Estadística Continua con los 
diferentes organismos oficiales, semioficiales y privados que para ese momento las 
elaboraban80 (Arango Londoño, 1959: 292). Con las funciones que se le asignaron a dicho 
comité asesor del DANE81 se esperaba lograr una  progresiva eficiencia de la investigación 
estadística “a base de revisar los programas, los medios y los métodos utilizados, eliminar 
la duplicación, cubrir zonas no atendidas, alentar los presupuestos y proveer a una mejor 
                                               
 
79 Esta dependencia, cuyo propósito central era racionalizar la toma de decisiones en materia de 
política agropecuaria (Arango Londoño, 1959:81), se convertiría un par de años después en la 
Oficina de Planeación del Ministerio de Agricultura. 
80 Esa lista la componían las siguientes entidades: Ministerio de Agricultura, Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística, Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero, Instituto 
Nacional de Abastecimientos, Departamento Nacional de Planeación, Banco de la República, 
Federación Nacional de Cafeteros y Sociedad de Agricultores de Colombia (Arango Londoño, 1959: 
293). 
81 El comité debía: centralizar los datos estadísticos, hacer el análisis de esa información, estudiar 
los métodos empleados por cada entidad participante para producir sus datos y recomendar 
medidas tendientes a mejorar el trabajo de investigación estadística de las distintas entidades 
(Arango Londoño, 1959: 293). 
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capacitación del personal de investigación” (Arango Londoño, 1959: 292). Esa labor de 
regularización de fuentes de información se extendió al campo meteorológico82. 
 
El esfuerzo por institucionalizar la producción de datos estadísticos confiables fue continuo 
y todo indica que trajo resultados positivos en poco tiempo. Así las cosas, en 1962 ya se 
podían hacer algunas predicciones oportunas sobre las cosechas de productos que como 
el trigo, la cebada, el algodón o el arroz tenían una localización restringida que facilitaba 
tales cálculos (Morales Benítez, 1963: XVI). Años más tarde se podían elaborar 
estadísticas continuas de 16 productos entre 1948 y 1968, y un análisis de la productividad 
agropecuaria en tal período. Como se sabía que esos datos aún eran imperfectos, el 
Ministerio optó por iniciar una serie de publicaciones sobre grupos de productos “a fin de 
verificar la información estadística y al mismo tiempo poder hacer análisis de los problemas 
que en el campo de la producción y la comercialización afronta cada uno de ellos” (Blair 
Fabris, 1968: 103).  
 
Es de resaltar que el uso de la estadística por parte de la institucionalidad agropecuaria no 
se redujo a la producción de datos sobre producción y comercialización. En la división del 
ministerio que sería la precursora del ICA – la División de Investigación Agropecuaria- se 
empezaron a emplear técnicas estadísticas avanzadas para el programa de biometría 
(Arango Londoño, 1959: 51). La importancia que se le dio a la estadística aplicada a las 
ciencias agropecuarias condujo a que, paulatinamente, esta división introdujera el uso de 
sistemas computarizados que hacían mucho más eficiente el procesamiento y análisis de 
los datos (Morales Benítez, 1962: 198). Toda una innovación en el contexto nacional. La 
introducción de nuevas tecnologías para la producción de información, como es de 
suponerse, estaba acompasada con las campañas de capacitación descritas en el capítulo 
anterior, ya que se partía del principio según el cual “los instrumentos modernos, sean 
                                               
 
82 Al igual que se propugnó por regularizar la producción de datos estadísticos, en estos años el 
ministerio también se dispuso a coordinar los distintos servicios meteorológicos con los que con 
contaba el país a través del Instituto Agustín Codazzi. El propósito central era contar con 
predicciones oportunas de las condiciones meteorológicas que se esperaban en todo el territorio, 
“con el ánimo de dar una certeza a los productores, antes de emprender determinados cultivos, 
mediante publicación y difusión de los informes del caso meteorológico” (Morales Benítez, 1963: 
XVI). 
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computadoras electrónicas o técnicas estadísticas avanzadas, son útiles solamente en la 
medida en que haya persona hábil para usarlos” (Arango Londoño, 1959: 52).  
 
Sin llegar a demeritar los importantes avances que se lograron en materia de estadísticas 
agropecuarias83, lo cierto es que el Estado aún estaba lejos de contar con ese “sistema 
racional de estadísticas agrícolas”. Pese a que los mismos funcionarios del ministerio 
reconocían ciertos adelantos, no dejaron de reprochar a lo largo de todo el período “la 
carencia de estadísticas confiables” y de identificar que este era uno de los problemas más 
notorios a la hora de realizar estudios de planeación (Blair Fabris, 1968: 103; Vanín Tello, 
1985: 16). Al parecer la apuesta por coordinar a las distintas entidades productoras de 
información no logró ser del todo efectiva, ya que es común encontrar en las memorias de 
los ministro de agricultura de los años setenta propuestas para la conformación de nuevos 
“Comité de Estadísticas del Sector Agropecuario”, “Programas de racionalización de la 
información estadística” o “Sistema Nacional de Estadísticas”. Todos con las mismas 
funciones que se le habían asignado a la instancia homóloga diez años atrás (Vallejo Mejía, 
1974: 28; Pardo Buelvas, 1975: 27; Vanín Tello, 1985: 22). Esto es una muestra clara que 
la mejoría en términos de más recursos (económicos, de personal, etc.) no necesariamente 
se acompaña del escalamiento de otros componentes de la capacidad estatal como la 
coherencia y la coordinación institucional (Centeno, Kohli y Yashar, 2017).  
 
Lo anterior lleva a plantear que, si se compara con la situación existente en los años 
cincuenta, hubo un escalamiento notorio en la capacidad de las agencias estatales para 
producir información estadística sobre la producción agropecuaria. Claramente esta 
mejoría estuvo asociada con la conformación de un funcionariado hábil en el uso de estos 
instrumentos (estadística, computadores, calculadoras financieras, etc.). Sin un 
reclutamiento meritocrático que mantuviera al margen a los recomendados de los políticos 
y permitiera el ingreso de personas realmente competente a las entidades del sector no 
era posible que se contara y midiera mejor. No obstante, como todo proceso de 
construcción de infraestructura estatal, los avances fueron parciales y graduales. Con todo 
                                               
 
83 Esta aclaración es bien importante. En nuestro medio, al existir una suerte de fascinación por el 
desprecio del Estado, pocas veces se reconocen sus avances.  
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y eso, la producción de mayor y mejor información estadística fue clave para permitir 
ciertas innovaciones en el Ministerio de Agricultura, como se verá más adelante. 
 
El otro refuerzo en la capacidad de la institucionalidad agraria para medir y contar llegó por 
el lado de la integración de las ciencias sociales a la parcela del Estado encargada de la 
política rural. Si bien expertos de estas disciplinas ya se habían vinculado esporádicamente 
al Ministerio de Agricultura (ver Capítulo 2), es a inicios de la década del sesenta que las 
plantas de personal de las entidades incluyen específicamente a profesionales de primer 
nivel de las ciencias sociales84 (en estos años se vincularon al sector científicos sociales 
de la talla de Orlando Fals Borda, Camilo Torres Restrepo, Raúl Alameda, entre otros. Ver 
Gutiérrez y Acero, 2017) y se crean dependencias especializadas para que realicen su 
trabajo. Así, por ejemplo, se creó la Sección de Estudios Regionales, la cual, en palabras 
de su director, “representa en el Ministerio la incorporación de las ciencias sociales como 
instrumento de programación y acción, y que junto con la técnica agropecuaria tienen la 
alta misión de promover el desarrollo de la comunidad nacional.” (Toro Agudelo, 1963: 53).  
 
Desde un principio en el ministerio se dispuso que los conocimientos provenientes de las 
ciencias sociales serían de mucho provecho para adelantar el proceso reformista. Como 
indica Otto Morales Benítez, quien fungía como ministro de agricultura en 1961, “al llegar 
al Ministerio nos dimos cuenta que se debían adelantar una serie de estudios que 
permitieran analizar Ia situación, en materia de tierras, en todo el país. Estos análisis 
podrían correr parejos con la discusión del proyecto (de ley de reforma agraria)” (Morales 
Benítez, 1961: XI). Luego de citar la lista de casi setenta estudios85 que se realizaron “para 
que el país pueda valorar con exactitud cuál es la urgencia de modificar las estructuras 
sociales, económicas y tenenciales en el campo”, el ministro agrega: “todos estos trabajos 
                                               
 
84 Desde sus inicios la planta de personal del Incora incluía, además de los profesionales esperados 
(abogados, ingenieros, etc.), a auxiliares de ciencias sociales, profesionales de ciencias sociales, 
economistas y estadísticos (Decreto 2219 de 1962, “por el cual se aprueba el acuerdo No.2 de 1962 
de la Junta Directiva del Incora”. AGN. Departamento Administrativo de la Función Pública. Caja 1. 
Carpeta 4. Folios 91-95). 
85 Entre los cuales se incluyen mapas, levantamientos de suelos, cuadros, gráficas, investigaciones 
sobre el proceso de formación catastral, entre otros. 
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revelan que no se hará nada improvisado en el Instituto Colombiano de Reforma Agraria” 
(Morales Benítez, 1961: XI-XV). 
 
Las Sección de Estudios Regionales, que se creó en 1960, rápidamente pasó a apoyar 
esta labor. En vista de que el mandato de esa dependencia consistía en realizar 
investigaciones a nivel regional sobre la distribución, uso y tenencia de la tierra, y examinar 
a realidad socio-económica de las diferentes regiones de Colombia (Morales Benítez, 
1961: 18), la mayor parte de sus primeros informes técnicos versaban sobre los problemas 
de la tenencia de la tierra y la justificación de algunos de los objetivos del proyecto de ley 
de reforma agraria86.  No obstante, las labores de la Sección no se redujeron a ser el 
soporte técnico de la reforma. Dado que muy prontamente el Incora empezó a elaborar 
sus propias investigaciones regionales, la dependencia que había incorporado a las 
ciencias sociales en el ministerio se concentró en estudios integrales de distintas zonas 
del país que buscaban “abarcar la totalidad de los aspectos de mayor relieve de la vida 
económica, cultural, social, administrativa y físico-geográfica” de los departamentos (Toro 
Agudelo, 1963: 52). Esto con el fin de orientar la elaboración de los planes de fomento del 
ministerio, fijar objetivos de desarrollo a mediano y largo plazo, y establecer pautas de 
crecimiento; y así contribuir a elevar “todos los niveles de vida de esa sección del país”87 
(Toro Agudelo, 1963: 52).  
 
                                               
 
86 Los primeros documentos técnicos de la Sección trataban estos temas: 1) Un informe sobre las 
circunstancias económicas y sociales que justifican los objetivos que enumera el artículo 19 del 
proyecto de Reforma Agraria; 2) informe sobre el problema de la ganadería en Colombia; 3) trabajo 
en colaboración con el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi", sobre la reforma agraria; 4) informe 
sobre el problema de la erosión y la tenencia de la tierra, en donde se sostiene que la causa 
fundamental del proceso acelerado de erosión se debe a la actual distribución de la tierra (Morales 
Benítez, 1961: 18). 
87 Por la descripción que en los documentos oficiales se hace de estos “estudios integrales”, todo 
parece indicar que eran investigaciones que alcanzaban los estándares de rigurosidad de las 
ciencias sociales para la época. A modo de ilustración, Raúl Alameda, reputado economista quien 
hacía las veces de director de la Sección en 1962, describe los “sistemas” a los cuales apeló una 
investigación sobre el Huila: encuesta directa para determinar los grados de desarrollo de los 
principales cultivos y de su economía pecuaria, fundamentos de la vida de producción del Huila; 
documentación en la fuente estadística para los aspectos fiscales, viales, educacionales, etc.; 
consulta bibliográfica para completar todos los aspectos, principalmente los relativos al capítulo de 
historia; datos pertinentes suministrados por ministerios, institutos descentralizados y federaciones 
de productores  (Toro Agudelo, 1963: 53) 
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En el Ministerio de Agricultura, los funcionarios provenientes de las ciencias sociales 
también produjeron información tendiente a fortalecer los servicios de extensión rural. El 
diagnóstico que se hacía a inicios de los años sesenta era que hasta ese momento en la 
formación del extensionista se había acentuado la preparación en ciencias naturales y se 
habían descuidado las ciencias sociales. Esto, de acuerdo con los informes de la entidad, 
era un gran error puesto que “si no se sabe cuáles son las características de la comunidad 
rural, el grado de su desarrollo sociocultural, los prejuicios acumulados, las tradiciones que 
atan e impiden transformaciones, la manera cómo opera la familia, es imposible lograr éxito 
en la modificación de los sistemas de cultivo, o en la manera de aprovechar los recursos 
naturales, o cómo se debe mejorar el sistema de vida de su gente” (Morales Benítez, 1961: 
216). Por ello, con el tiempo, el ministerio y luego la división de extensión del ICA iniciaron 
un programa de sociología rural que buscaba producir conocimiento para adoptar 
decisiones de política “en cuanto a la atención del agricultor, basadas en el conocimiento 
de las motivaciones en el medio rural”88 (Peñalosa Camargo, 1969: 80). 
 
Por lo que se pudo ver, el fortalecimiento de las agencias estatales agrarias no sólo paso 
por la formación de burocracias y tecnocracias, sino que también implicó un escalamiento 
en la capacidad de conocer, medir y contar la ruralidad colombiana. En ese propósito, el 
personal que fue reclutado y capacitado en el marco del proceso de reforma agraria se 
valió de los instrumentos de la estadística y las ciencias sociales para producir la 
información que se requería para lograr los objetivos de política. No obstante las mejoras 
y el esfuerzo del Incora, el Estado se mostró incapaz de elaborar un catastro nacional 
actualizado89. La falta de esa herramienta esencial sería – y sigue siendo- un obstáculo 
                                               
 
88 Los objetivos del programa eran estos: estudiar la estructura y organización social de las 
comunidades rurales, como un medio para comprender mejor la sociedad rural; estudiar las causas 
por las cuales los agricultores no adopten la nueva tecnología; encontrar nuevos métodos de 
extensión, es decir, la manera más adecuada de llevar al campesino la nueva tecnología; y elaborar 
material informativo y didáctico sobre aspectos sociológicos (Peñalosa Camargo, 1969: 81).  
89 Luego de que se le dio la atribución a las Juntas Municipales de hacer el avalúo, el Catastro sufrió 
graves perjuicios. En 1958 se volvió a los marcos normativos que fueron suspendidos con el Decreto 
259 de 1954 (Ver Capítulo 2), y en 1959 se hicieron adelantos en cuanto a predios revisados e 
incrementos del avalúo catastral, pero la desorganización en que se había caído retardó las labores 
(Ferreira Neira, 1960: 271). Además, para 1960 los recursos económicos asignados al Catastro no 
guardaban proporción “con lo que se dice hará la Nación, en lo económico, en un futuro inmediato”. 
No había suficiente personal –y este desertaba con mucha frecuencia, y la dotación de máquinas 
era precaria. Tampoco existían medios de transporte para el personal de campo. “Toda esta 
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enorme para materializar la política agraria y, de manera más general, para que el Estado 
cumpla su función básica de cobrar impuestos. 
 
El proceso de fortalecimiento del aparato estatal empezó con una mayor de destinación de 
capital económico y la formación de un personal competente en las agencias agrarias, y 
luego condujo al mejoramiento en la capacidad de producir y procesar información. Pero 
esta suerte de círculo virtuoso no terminó allí: la nueva información, en manos de 
funcionarios capaces, sirvió para que al interior de la institucionalidad estatal del sector 
agropecuario se desataran lógicas de innovación de la gestión y el ejercicio de gobierno. 
A continuación se reseñarán dos de esos cambios: la incorporación de la planeación y las 
reorganizaciones administrativas. 
4.1.2 Innovaciones burocráticas 
En el Capítulo 2 se mostró que el Frente Nacional se caracterizó, entre otras cosas, por la 
incorporación de la técnica de la planificación en las labores estatales; y el sector 
agropecuario no estuvo al margen de ese proceso. La captura de información sobre 
aspectos como la producción agropecuaria, la tenencia de la tierra, etc., y la preocupación 
por saber los recursos con los que contaba el Estado para implementar la política agraria 
tenían como propósito último encuadrar a las agencias agropecuarias en la que era “el 
signo de la época”: la planificación. Un economista que fungía de jefe de la sección de 
estudios regionales del ministerio expresaba el modo en que circulaban entre la 
tecnocracia las ideas de un ejercicio moderno del gobierno en los siguientes términos: 
 
El signo de la época es la planificación. Sin ella un país o una región no podrán 
emplear al máximo sus recursos, escasos por lo general. Sin ella el casuismo y la 
improvisación continuarán su predominio de desperdicio e injusticia. De aquí la 
importancia de estos estudios y la necesidad de que sean ellos una especie de 
común denominador, de patrón, para la aplicación concreta de las labores del 
Ministerio, puesto que éste podrá, basándose en la investigación a que hacemos 
referencia, orientar concretamente su acción hacia terrenos cuantitativa y 
                                               
 
pobreza de recursos merma el rendimiento” alertaba un funcionario del ministerio (Ferreira Neira, 
1960: 272-273). 
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cualitativamente determinados como dignos de atención y estímulo. (Morales 
Benítez, 1962: 51-52). 
 
Concretamente, la incorporación de la planificación en el ministerio se dio en dos planos, 
en el interno y en el externo. En el plano interno se trataba de acompasar los objetivos de 
política con los recursos a disposición de las entidades agrarias estableciendo prioridades 
y tiempos claros de ejecución. Esta forma de racionalizar la acción del Estado era “una 
garantía para el mejor aprovechamiento de los recursos” y una forma de evadir la 
costumbre de caer en un “sinnúmero de fracasos y frecuentes reorientaciones en los 
programas” que caracterizaba al sector (Morales Benítez, 1961: 4). Los informes de gestión 
del ministerio dejan ver que la tendencia a la racionalización fue progresiva al menos hasta 
la mitad de los años setenta90. Además de los típicos planes de inversiones macro para 
todo el sector, con el tiempo aparecieron “estudios de instrumentos de política” y 
programas desagregados por objetivo de política y región del país, que tenían que cumplir 
con criterios básicos como ser evaluables, cumplir con las metas trazadas en los planes 
generales, atender a las restricciones financieras y no incurrir en duplicidad de funciones 
(Blair Fabris, 1968: 105).  
 
En el plano externo la planificación se enfocaba en identificar los factores que permitieran 
incrementar la producción y la productividad de ciertos sectores agropecuarios (Blair 
Fabris, 1968: 101). En este caso las estadísticas de producción de productos específicos 
y los estudios regionales eran algunos de los insumos que se empleaban para definir 
planes de fomento de ciertos cultivos (Morales Benítez, 1961; Samper Gnecco, 1967) y, 
en los años siguientes, para los “planes cuatrienales de sustitución de productos 
agropecuarios” (Blair Fabris, 1968). Estos ejercicios, como es de esperarse, suponían una 
coordinación a gran escala de la institucionalidad agraria (acceso a crédito, asistencia 
técnica, apoyo a comercialización, etc.) que no se logró del todo (Kalmanovitz y Segura, 
                                               
 
90 Una evidencia en ese sentido lo da el cambio de estructura de estos informes. Antes de 1967 
estos se dividían en secciones que correspondían con las dependencias y entidades adscritas al 
ministerio. Luego de esta fecha la estructura de los documentos dependía de los objetivos de 
política. Así se buscaba analizar los avances en cada objetivo a partir de los instrumentos y los 
recursos con los que se contaba en el año específico.  
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2006). A pesar de ello, hasta 1968 se habían publicado cuatro planes de este tipo91, lo cual 
indica que, más allá de la evaluación que se pueda hacer sobre sus logros, la capacidad 
de producir información se podía traducir en la racionalización de la acción estatal. 
 
Sumada a la planeación, las reorganizaciones administrativas sustentadas en estudios 
también son un ejemplo de las innovaciones burocráticas atadas tanto a la mejoría en la 
capacidad estatal para medir y contar, como a la existencia de un funcionariado 
competente. En la década del sesenta se emprendieron dos grandes reformas 
administrativas en el sector agropecuario, una en 1960 y otra en 1968. La experiencia de 
la primera ilustra bien el punto anterior.  
 
Como parte de la reorganización del sector se creó una Sección de Organización y 
Métodos destinada a realizar estudios de organización administrativa y de sistemas y 
procedimientos de trabajo (Toro Agudelo, 1963: 43).  La dependencia inició una serie de 
investigaciones en los departamentos de presupuesto, personal y servicios generales que 
buscaban formular recomendaciones respecto a la división de trabajo entre su personal, el 
volumen de trabajo indicado para cada función, el número de personal necesario y la 
simplificación de los procedimientos existentes (Toro Agudelo, 1963: 44). A los estudios de 
cada dependencia se les agregó una investigación sobre la distribución del espacio físico 
y su relación con la productividad. Así, se propuso una “distribución de las oficinas 
conforme a los decretos orgánico y de planta, a las funciones de cada unidad, a las 
interrelaciones funcionales de las distintas dependencias, y a la ubicación del personal, 
muebles y equipos en cada oficina de acuerdo con la clase y flujo de trabajo y las 
condiciones ambientales de iluminación y ventilación” (Toro Agudelo, 1963: 46).  
 
Según los informes de gestión las recomendaciones, que vinieron acompañadas con 
ejercicios de socialización con grupos de jefes y subalternos acerca de la importancia, 
funciones y métodos de una “oficina moderna”, se empezaron a implementar en 1963 (Toro 
Agudelo, 1963). En ese sentido, la lógica de producción de información que poco a poco 
                                               
 
91 Los planes cuatrienales eran estos: 1) para ochos productos de consumo popular: arroz, maíz, 
papa, trigo, leche, carne, yuca y plátano, 2) de sustitución de importaciones: trigo, cacao, lana, 
aceites vegetales y cebada, 3) para las exportaciones: algodón, azúcar, banano y tabaco, 4) para 
el desarrollo forestal. (Blair Fabris, 1968: 102). 
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se había arraigado en el funcionamiento cotidiano de las agencias agrarias fue útil para 
reordenar la estructura administrativa de entidades como el ministerio, y así el aparato 
estatal del sector agropecuario se aproximó (o al menos se empezó a preocupar por 
hacerlo) a los estándares weberianos de eficiencia y racionalidad92. Seguramente sin la 
presencia de una tecnocracia en los niveles directivos de las diferentes dependencias 
preocupada por introducir mejoras y con toda clase de ideas acerca del ejercicio moderno 
del gobierno este tipo de innovaciones no hubieran tenido lugar. 
 
4.2 El alcance territorial de la institucionalidad agraria 
Como parte de un mismo proceso, los nuevos recursos (humanos y económicos) y el 
conocimiento sobre la ruralidad producido por los funcionarios (estadísticos, economistas, 
sociólogos, etc.), además de posibilitar ciertas innovaciones burocráticas, se constituyó en 
una herramienta de primer orden para que la institucionalidad estatal agropecuaria 
penetrara la ruralidad. Por esa vía, la reforma agraria que estuvo asociada con la formación 
de burocracias y escalamiento de capacidades del Estado, tuvo también un impacto 
positivo en la extensión del alcance territorial de las agencias estatales. No obstante vale 
la pena hacer una salvedad: las agencias del sector rural no tuvieron una presencia 
homogénea en el territorio. Siguiendo un patrón de ocupación del espacio de vieja data 
(González, 2014), las entidades del sector (incluido el INCORA), aunque llegaron a 
territorios periféricos, tendieron a concentrarse en las regiones centrales más articuladas 
a la vida política y nacional. Por eso, como es de suponerse, la extensión del alcance 
territorial tuvo límites.  
 
En este apartado se utilizarán los datos disponibles para describir cómo fue la presencia 
territorial de las agencias agrarias en el territorio nacional y luego se analizará con detalle 
                                               
 
92 Los académicos que siempre ponen en cuestión toda clase de mejoras en la gestión estatal, por 
pequeñas que sean, podrán argumentar que los efectos de estas innovaciones burocráticas son 
despreciables. En la medida en que no se cuentan con evaluaciones precisas al respecto, y dado 
que ese tema desborda los alcances de esta investigación, se puede afirmar que el sólo hecho de 
haber incluido dentro de los objetivos institucionales de las entidades del sector la racionalización 
en la acción estatal representa un avance importante. 
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el caso del Incora. Allí se mostrará el modo de operación del instituto y cómo interactuaban 
recursos, técnicas y despliegue de funcionarios para garantizar la penetración de la 
agencia reformista en distintas partes de la ruralidad colombiana. El marginamiento de la 
entidad frente a las lógicas partidistas fue clave para que se diera ese modo de 
funcionamiento. 
4.2.1 La presencia de las agencias agrarias en el territorio 
nacional   
Lastimosamente no se tienen cifras de la distribución geográfica del funcionariado rural 
para la década del cincuenta. Los únicos datos similares que se hallan en los informes de 
gestión de las entidades del sector y que permiten hacer alguna clase de comparación con 
el período previo al proceso reformista son los del personal de las secretarías 
departamentales de agricultura. A pesar de que estas dependencias hacían parte del 
sector descentralizado respondían en algún grado al mandato del Ministerio, el cual, por 
medio de la Oficina de Coordinación Ejecutiva, coordinaba la prestación de servicios y 
campañas de carácter agropecuario en los departamentos (Morales Benítez, 1962: 63). En 
esa medida las cifras que se muestran en la gráfica 4-1 permiten hacerse una idea de los 
cambios en la distribución departamental del personal del sector entre 1961 y 1965.  
 
Gráfica  4-1: Comparativo de funcionarios de las secretarías departamentales de 
agricultura 
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Fuente: Morales Benítez (1962: 23-24) y  IICA (1966) 
 
 
De la gráfica 4-1 se pueden inferir varias cosas. Primero y salvo un par de excepciones 
(Chocó y Nariño), en todos los departamentos aumentó la cantidad de funcionarios 
vinculados a las secretarías de agricultura. Segundo, ese incremento no fue homogéneo 
en absoluto. Mientras que Cundinamarca y Antioquia multiplicaron por más de cinco sus 
plantas de personal, Boyacá y Atlántico tuvieron un acrecentamiento marginal. En todo 
caso, en la mayoría de departamentos creció la cantidad de personal agropecuario de un 
modo nada despreciable. Si se tiene en cuenta que la principal labor de los técnicos de 
esas dependencias era llevar a cabo campañas de fomento que beneficiaran a los 
agricultores de la región de operación (Morales Benítez, 1963: 19), se puede reconocer la 
importancia de esa transformación en el tamaño de la planta de personal. 
 
Por más imperfectos que sean los datos presentados atrás, parece ser que el patrón 
observado en la distribución geográfica del funcionariado de las secretarías de agricultura 
no es muy distinto al del personal agropecuario del nivel nacional. La ilustración 4-1 que 
corresponde al mapa de la presencia territorial de los funcionarios del sector en 1965 deja 
ver la concentración del funcionariado en ciertos departamentos. Esto quiere decir que el 
incremento en el personal de esta parcela del Estado descrito en el Capítulo 3 (recuérdese 
que se triplicó) no fue uniforme en términos espaciales. En sintonía con las dinámicas de 
ocupación del territorio que han caracterizado al Estado colombiano, el funcionariado 
agropecuario tendió a concentrarse en las regiones más integradas a los circuitos 
económicos93. Aunque no existen datos para otros años del período objeto de estudio es 
razonable suponer que este patrón no se modificó sustancialmente. 
                                               
 
93 El mapa deja ver cómo esas zonas articuladas al mercado nacional se pueden dividir en dos 
grupos. El primero, que lo componen los departamentos con una presencia de más de mil 
empleados agropecuarios y con fuertes desarrollos en mecanización agrícola como son 
Cundinamarca, Valle del Cauca, Tolima y Antioquia. El segundo grupo de departamentos con 
menos de mil funcionarios y con algunos cultivos comerciales, como Caldas, Santander, Boyacá y 
los departamentos de la costa Caribe. 
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Ilustración 4-1: Mapa de la distribución geográfica del personal agropecuario en 1965 
 
Fuente: IICA (1966) Elaboración propia. 
 
Ahora bien, si se examinan los datos de la Tabla 4-1 queda claro el desfase tan 
pronunciado en la presencia la institucionalidad agraria (medida en cantidad de 
funcionarios) entre Chocó, Guajira y los territorios nacionales94, y el resto de 
departamentos. Sobre los territorios nacionales hay que decir que estos abarcaban un 
poco menos de la mitad del área total del país (47,3%) (Cano Jaramillo, 1966) y sin 
embargo el número de funcionarios agropecuarios que trabajaban allí era menor al del 
Atlántico, uno de los departamentos de menor extensión. No en vano los funcionarios 
encargados de velar administrativamente por esas zonas solicitaban en 1966 que se 
                                               
 
94 Para 1965 los territorios nacionales incluían los actuales departamentos de Arauca, Guainía, 
Vichada, Amazonas, Vaupés, Caquetá y Putumayo 
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aumentara el presupuesto de inversión para contratar los servicios profesionales de 
agrónomos, topógrafos, entre otros, “ya que los recursos ordinarios no logran satisfacer la 
operación administrativa esencial” (López Guevara, 1966).  Si ni siquiera se contaba con 
el personal para garantizar el funcionamiento administrativo básico difícilmente se podía 
cumplir la meta de impulsar el desarrollo productivo en estos territorios abiertos a la 
colonización campesina (Cano Jaramillo, 1966). 
 
Tabla 4-1: Distribución departamental del personal agropecuario, 1965 
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Fuente: IICA, 196695 
 
Las cifras presentadas hacen dudar acerca de la validez del argumento según el cual el 
programa de reformista implicó una extensión del alcance territorial de la institucionalidad 
estatal agraria. En efecto, la primera impresión que surge con estos datos es que el 
acrecentamiento del personal agropecuario no implicó la llegada de agrónomos, 
veterinarios, topógrafos y demás técnicos a las zonas rurales marginales, sino que estos 
aumentaron su presencia allí donde ya estaban establecidos antes del proceso de reforma 
agraria. Esta idea tiene algo de cierto, sin embargo no deja de ser una lectura a medias. 
Aunque el ritmo de crecimiento del funcionariado no haya sido el mismo en las zonas 
económicamente articuladas y las marginales, no por eso se puede desconocer que era la 
primera vez que las entidades agrarias tenían presencia –así fuera muy precaria- en estas 
últimas.  
 
De cualquier modo las estadísticas sobre la distribución geográfica del personal son 
imperfectas porque, primero, no permiten ver el antes y el después de la entrada en 
vigencia de la política de reforma agraria y, segundo, llegan solamente hasta 1965. Estos 
datos facultan para hacer algunas inferencias respecto a la concentración de la 
institucionalidad en determinados departamentos y, en ese sentido, permiten identificar los 
límites a la ampliación del alcance territorial del Estado, pero difícilmente dejan ir más allá. 
Por eso si se quiere saber si efectivamente el Estado penetró en la ruralidad y el modo en 
que lo hizo hay que examinar otra clase de material empírico. Tal y como se indicaba en 
el marco conceptual, la expansión territorial de la institucionalidad estatal no 
necesariamente implica un aumento en las capacidades del poder central si, por ejemplo, 
esas agencias responden a las lógicas particularistas de los partidos políticos. Con eso en 
mente en el siguiente apartado se prestará atención al modo de operación de la agencia 
reformista en el terreno, y a la manera en que empleó recursos, tecnologías y personal 
para ampliar el margen regulatorio del Estado en algunas áreas rurales del país sin 
interferencia de las lógicas partidistas. 
                                               
 
95 No se incluyeron los datos para Bogotá que sobrepasaban por mucho a los demás 
departamentos. Esto porque como las sedes administrativas de las entidades agropecuarias se 
ubican en la capital, es apenas lógico que en Bogotá se ubique la mayor cantidad de personal del  
sector. 
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4.2.2 El modo de operación del Incora: la expansión del Estado 
en la ruralidad sin interferencias políticas 
 
El objetivo de la política de reforma agraria era alterar la estructura de tenencia de la tierra 
en todo el territorio nacional para elevar el nivel de vida de los campesinos y apalancar el 
desarrollo económico. No obstante, se consideró que esa meta no podía lograrse de forma 
inmediata. Como anotaba Lleras Restrepo: “dentro de las limitaciones que nos imponen el 
tiempo, los recursos, la falta de técnica, que hay que ir consiguiendo y acumulando (…) no 
nos podemos hacer la ilusión de transformar en todas partes y al tiempo la situación 
nacional” (Secretaría de Presidencia. Recortes de prensa. Folio 121). Sobre la base del 
diagnóstico de que llevar a cabo la reforma “en todas partes y al tiempo” desbordaba la 
capacidad de la agencia reformista se pensó en un diseño institucional que se ajustara a 
una implementación gradual y regionalizada. La estructura orgánica del instituto 
corresponde a dicho diseño. 
 
Un informe que describía la estructura organizacional adoptada por el Incora indicaba que 
dos de sus características eran precisamente el desarrollo gradual y la descentralización 
administrativa. Frente al primero, se indicaba que el diseño de la entidad buscaba que las 
diferentes dependencias entraran a funcionar “en la medida que se requiera para la 
ejecución de los diferentes planes y proyectos” (Incora, 1963: 62). Esto quiere decir que 
se le otorgaba un diseño flexible para que las distintas unidades se ampliaran o modificaran 
conforme avanzaba el proceso de implementación y se acumulaban más recursos, 
técnicas, etc. Respecto al segundo rasgo, el informe era claro en señalar que “la misma 
naturaleza de las funciones del Instituto exige que sus actividades se desarrollen en la 
provincia”. Por ello se dotó a la entidad de una organización regional y se le facultó para 
encargar a otras entidades públicas de ese nivel territorial el desarrollo de ciertos proyectos 
(Incora, 1963: 62). La Gráfica 4-2 da cuenta de que la distribución del personal 
correspondía con el diseño descentralizado del instituto y del programa reformista. La 
mayor parte del personal estaba repartido en los proyectos regionales -sobre los que se 
hablará más adelante-, y un número más reducido tenía asiento en las oficinas centrales 
de Bogotá. 
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Gráfica  4-2: Distribución territorial personal del Incora 1962-1967 
 
Fuente: INCORA (1968) 
 
Como podrá advertir el lector, la operación desde “la provincia” era riesgosa en la medida 
en que podía implicar la inserción de las lógicas clientelistas y de los poderes locales en el 
funcionamiento de la entidad. Sin embargo esto no ocurrió (al menos hasta la mitad de los 
años setenta) porque al “desarrollo gradual” y la “descentralización administrativa” se le 
adicionó otra orientación: la programación. Este principio de orientación de la acción sobre 
la base de objetivos preestablecidos (Incora, 1963: 62) condensaba las múltiples 
transformaciones que se produjeron en la institucionalidad agraria durante el Frente 
Nacional: tecnificación, despartidización y actuación fundada en información precisa sobre 
el mundo rural. De esa manera la agencia reformista penetró la ruralidad y amplió la 
capacidad regulatoria del Estado sin ceder a las “perturbaciones de la política partidaria”. 
 
Para comprender lo anterior hay que describir el modo como el Incora llevó el programa 
de reforma agraria a la provincia96.  Con el propósito de “dotar de tierras a los que no la 
posean” la entidad definió tres tipos de proyectos de reforma agraria para llevar a cabo en 
                                               
 
96 Aquí el centro de atención serán los denominados “proyectos de reforma agraria”. No se tomarán 
en consideración las labores ni de las comisiones de titulación de baldíos ni de la división encargada 
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las zonas seleccionadas: parcelación97, colonización98 y adecuación de tierras99. Con base 
en esa tipología de proyectos arrancaban las labores de la agencia reformista. 
 
El punto de partida de toda intervención eran los estudios y planes. En sintonía con el 
principio de planificación que se había constituido en el “signo de la época” para las 
entidades agrarias, el Incora, por medio de la División de Proyectos100, iniciaba elaborando 
“estudios específicos sobre áreas cuyas características indiquen la posibilidad de realizar 
programas de parcelación, colonización”, etc.  (Incora, 1963: 64). Cuatro grupos de 
investigación dentro de la División (uno para cada “gran región del país”: occidente, oriente, 
Costa Atlántica y sur) que habían alcanzado alto grado de especialización realizaban una 
pesquisa preliminar para determinar si era prudente o no recomendar la adopción de 
proyectos de reforma agraria en las áreas objeto de análisis. Esa decisión no se tomaba 
por pura casuística o siguiendo el designio de algún político, sino que respondía a criterios 
explícitamente definidos101.  
                                               
 
97 De acuerdo con los informes de gestión de la entidad, la parcelación, es decir, la distribución de 
las tierras ya incorporadas a la economía, no sólo implicaba el acceso al predio, sino también la 
ayuda técnica y financiera necesaria para la explotación adecuada del mismo. En vista de lo costoso 
que resultaría atender individualmente a campesinos aislados, se definió que las parcelaciones 
debían responder a los problemas de una región y no de pocos labriegos. De ese modo se 
estableció que, en lo posible, los proyectos de parcelación debían estar compuestos por un mínimo 
de 500 familias (Incora, 1963: 42). 
98 De otro lado, los proyectos de colonización, que buscaban la incorporación de tierras baldías, 
implicaban una “intensa utilización de recursos humanos y físicos” porque debían ir acompañados 
de grandes inversiones en vías de comunicación, centros urbanos, desmontes, etc. Así, la entidad 
optó –al menos en el papel- por impulsar las parcelaciones y limitar la apertura de nuevas tierras “a 
los casos donde éstas presenten condiciones agroeconómicas que justifiquen las inversiones del 
caso, y en donde las tierras disponibles sean insuficientes con relación a la demanda de los 
campesinos sin recursos” (Incora, 1963: 42). 
99 Por su parte, los proyectos de adecuación de tierras consistían en la realización de obras de 
defensa contra las inundaciones, riegos, avenamientos, entre otros, que buscaban fomentar formas 
más productivas de explotación y, al mismo tiempo, obtener una “modificación en la estructura de 
la propiedad rústica”. Esas obras entraban dentro de los proyectos de reforma agraria porque para 
ser aprobadas debían acomodarse a los planes de modificación de la estructura social agraria 
(Incora, 1963: 45). 
100 Ver en el Anexo B la Ilustración 6-3 donde se presenta el organigrama del Incora para 1963. 
101 Para los proyectos de parcelación los criterios eran estos: 1) zonas con gran concentración de 
la propiedad y en donde la explotación la realicen pequeños arrendatarios o aparceros sin la 
participación directa del propietarios; 2) regiones de fragmentación de la propiedad en pequeños 
fundos; 3) áreas donde el Incora ha desarrollado obras de riego, avenamientos, etc.; 4) zonas con 
los mejores suelos; 5) regiones donde la presión demográfica es excesiva. Los criterios para 
empezar un proyecto de colonización eran los siguientes: 1) regiones donde ya se halle en marcha 
procesos de colonización espontánea o dirigida; 2) nuevas zonas de colonización siempre y cuando 
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Una vez la División de Proyectos establecía que la región -por sus características respecto 
a la tenencia de la tierra, calidad de suelos, etc. - se adecuaba a los criterios definidos para 
emprender los proyectos de reforma agraria construía un plan tentativo102. Esa planeación 
inicial debía calcular de forma preliminar los costos de ejecución, área total aprovechable, 
familias beneficiadas, obras principales que complementarían la infraestructura de la 
región y resultados que se obtendrían una vez terminara la ejecución del proyecto (Incora, 
1963: 64). En ese proceso la División podía contratar a entidades especializadas para 
realizar estudios adicionales y así garantizar la correcta adopción de los proyectos.  
 
Luego de esto venía una fase de estudio y revisión del proyecto en tres instancias distintas. 
El primero en analizar la propuesta elaborada por la División de Proyectos era un comité 
interno compuesto por funcionarios de las Subgerencias Técnica103 y Operativa104. Si dicho 
comité avalaba el proyecto, este pasaba a revisión del Comité Técnico Asesor del Instituto. 
Tal comité, que era integrado por técnicos nacionales e internacionales en reforma agraria, 
podía solicitar estudios complementarios y hacer correcciones, y era el que recomendaba 
a la Junta Directiva del Incora adoptar o no el proyecto.  Finalmente la Junta Directiva 
discutía sobre la base de los estudios y, en caso de tener una opinión favorable, decidía 
admitir formalmente el proyecto (Incora, 1963: 64; APCLR. Fondo Cargos Públicos. 
Sección 1. Caja 2. Carpeta 2). 
 
Cuando la Junta Directiva aprobaba el proyecto entraba en escena la División de 
Planeamiento del instituto. Esta tenía como función escalar el plan tentativo elaborado por 
la División de Proyectos y convertirlo en una hoja de ruta detallada que contemplara todos 
los elementos necesarios para su adecuada ejecución. Adicionalmente, la dependencia 
encargada del planeamiento debía velar por el correcto funcionamiento del proyecto en su 
                                               
 
se tenga un estudio sobre las condiciones del clima, suelos, agua, topografía y accesibilidad de la 
zona que establezca que es un área apta para la explotación económica (Incora, 1963: 65-66).  
102 Para 1963 la dependencia había realizado el estudio de 40 zonas del país repartidas en todos 
los departamentos; 8 de esas regiones eran de colonización y las restantes en posibles áreas de 
parcelación (Incora, 1963: 65). 
103 Esta subgerencia englobaba a la División de Proyectos y era la encargada de realizar los estudios 
e investigaciones sobre todos los aspectos relacionados con la reforma (Incora, 1963: 62). 
104 La Subgerencia Operativa era la responsable, entre otras cosas, de la ejecución de los proyectos 
específicos (Incora, 1963: 62). 
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fase operativa “mediante la evaluación de los trabajos en ejecución y corrección de las 
posibles discrepancias entre la prospectación técnica y la fase operativa” (sic) (Incora, 
1963: 66).  
 
Los primeros informes del Incora contenían algunos de estos planes que sustentaban 
todas las labores a desempeñar en los proyectos regionales (ver especialmente: Incora, 
1963: 66-81). La complejidad, el alcance y el nivel de detalle de esos documentos son una 
muestra de la capacidad que adquiría una agencia estatal cuando se apoyaba en un 
personal capacitado en las distintas áreas del conocimiento (agronomía, ingeniería, 
economía, sociología, antropología y hasta arquitectura).  Típicamente los planes 
comenzaban con un análisis de la economía regional en el cual se definían las ventajas 
comparativas entre los distintos tipos de explotación agropecuaria existentes. Luego se 
procedía a hacer una división del área de intervención en microzonas, tomando en 
consideración las características agroecológicas. A partir de ellos se diseñaban programas 
de desarrollo para cada microzona y, sobre la base de estos, se definía un plan de 
parcelación cuyo detalle podía llegar al nivel de la hacienda105. Los documentos incluían 
una “programación de vivienda para las zonas de parcelación”106, así como programas de 
educación y salud atendiendo a los rasgos específicos de la región intervenida. 
 
El proceso de planeación previo a la intervención en terreno de la agencia reformista 
sintetiza los distintos aspectos por los cuales se habla de un escalamiento de las 
                                               
 
105 La justificación del tamaño de la parcela y el tipo de producción se establecía con base en la 
viabilidad económica (rentabilidad de cada parcela medida a través de presupuesto de gastos e 
ingresos y del monto de inversión inicial a realizar) La meta del instituto era proveer un ingreso bruto 
anual mínimo por familia ligeramente superior al que esta ganaría trabajando como asalariada. Pero 
también se considera en la evaluación del plan de parcelación los beneficios que traerá para la 
comunidad desde el punto de vista de sus costos sociales: aumento de producción, incorporación 
de mano de obra desempleada, etc. (Incora, 1963: 72-73).  
106 Esta se hacía con base en estos criterios: el uso de la tierra para lograr el mejor aprovechamiento 
de los suelos con vocación agropecuaria, la disponibilidad de agua para uso doméstico, la 
proximidad a vías, posibles ventajas de “orden social y cultural” (superación de desconfianza en 
entorno azotado por la violencia, generación de vínculos comunitarios y cooperativos, etc.) y 
aprovechamiento de economías de escala.  Con respecto a la decisión sobre el tipo de vivienda se 
hace referencia a un cuidadoso estudio de la composición de la familia y su repartición en las labores 
cotidianas del campo, así como a la priorización en el uso de materiales y mano de obra locales 
(Incora, 1963: 76-78).  
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capacidades infraestructurales del Estado: un funcionariado especializado que produce, 
procesa y transforma la información sobre el mundo rural en planes y programas que sirven 
de guía para la operación de la entidad; unos cuadros directivos en cuyo horizonte mental 
estaba la racionalización de la acción estatal y no las “intrigas partidistas”; una orientación 
de los recursos sobre la base de criterios técnicos explícitamente definidos y no producto 
de la improvisación; dependencias especializadas, etc. La “programación” para llegar a la 
provincia era el primer paso para mantener a raya tanto a los políticos, que seguramente 
hubieran deseado tener el poder de decidir qué regiones se debían intervenir, como a las 
élites rurales107. Naturalmente esa forma de orientar las labores no estaba exenta de 
costos, sobretodo en términos de tiempo108. 
 
Una breve descripción de lo que sucedía apenas un par de años antes con la Caja de 
Crédito Agrario basta para darle toda la significación al modo de operación programado 
que incorporó Incora. Esa entidad, que hasta la creación del Incora era la encargada de 
llevar a cabo las parcelaciones e intervenir en las zonas de colonización, funcionaba sin 
ninguna planeación y de una forma puramente casuística. Las actas del Comité de 
Colonización y Parcelaciones en 1959 revelan que las decisiones para parcelar 
determinada finca venían dadas principalmente por la necesidad de aliviar tensiones 
sociales, pero también por recomendaciones de los gobernadores e incluso por ofertas de 
los propietarios que querían vender sus fincas. La falta de planeación llegaba a tal extremo 
que en zonas conflictivas como Viotá, Cundinamarca si los campesinos consideraban que 
les iría mejor “ubicándose en otras partes”, la entidad se mostraba dispuesta a “estudiar la 
posibilidad de ubicar al personal que ha estado creando situaciones difíciles en las 
regiones de VIotá, en sitios distintos”, preferiblemente en regiones con frentes de 
colonización abiertos (Comité de Parcelaciones y Colonizaciones, Acta Numero 49. AGN. 
Sección Archivos Oficiales. Fondo Ministerio de Gobierno. Secretaría General. Caja 6. 
                                               
 
107 Albertus y Kaplan (2012) hablan de la incidencia de las élites rurales en la Junta Directiva del 
Instituto. La revisión de las Actas de reunión esa instancia desmienten esa interpretación. Como se 
puede ver en esos documentos, así la posición del representante de gremios como FEDEGAN fuera 
contraria al desarrollo de los proyectos, el gobierno tenía las mayorías en la junta por lo que las 
intervenciones finalmente se terminaban aprobando. Ver: Archivo Personal Carlos Lleras Restrepo. 
Fondo Cargos Públicos. Sección 1. Caja 2. Carpeta 2. 
108 Las críticas por las tardanzas en la ejecución fueron una constante desde el surgimiento del 
Incora. Frente a estas, los funcionarios solían argumentar que la entidad no podía adelantar sus 
labores sin una buena planificación (Morales Benítez, 1963).  
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Carpeta 1. Folios 192-201). Lo problemático de esa manera tan improvisada de trabajar no 
era solamente que los objetivos de las políticas no se cumplían, sino que abrían la puerta 
para que los políticos y las élites rurales sacaran provecho109. Es por eso que la 
programación del Incora para intervenir en la provincia sobre la base de criterios técnicos 
y sociales establecidos con claridad fue una manera de mantener a raya las lógicas 
particularistas de favorecimiento personal. 
 
Culminada la etapa de planeamiento en las oficinas centrales de Bogotá se ponía en 
marcha la ejecución de los proyectos regionales. En esta fase eran la Subgerencia 
Operativa, con sus múltiples divisiones adscritas, y las Direcciones Regionales las 
encargadas de supervisar las actividades que debían cumplirse en terreno (Incora, 1963: 
62).  Las descripciones de las labores desempeñadas por esas dependencias permiten 
reconstruir la manera como la institucionalidad agraria penetraba en determinadas 
porciones de la ruralidad colombiana.  
 
Luego de que se aprobaba formalmente el inicio de los proyectos y se contaba con los 
planes detallados construidos por las oficinas en el nivel central, empezaban las labores 
sobre el terreno. Primero se establecía una Dirección Regional que se encargaba 
principalmente de supervisar y coordinar las actividades propias del proyecto específico 
que estaba en su área de operación (Incora, 1963: 62; IICA, 1966: 37). Más tarde las 
comisiones de campo de las distintas divisiones adscritas a la Subgerencia Operativa 
arrancaban con las tareas que les correspondían de acuerdo a su especialidad, y en 
concordancia con la “programación” establecida.  
 
                                               
 
109 A modo de ilustración, en el material de archivo se encontró el caso de la adquisición de unas 
fincas en Cimitarra por parte del Instituto de Parcelaciones y Colonizaciones (entidad que operó 
hasta 1959). Al parecer la junta directiva de esa entidad aprobó sin discutir ni someter a votación la 
compra de las fincas de un miembro del ejército de alto nivel: el General Gustavo Rojas Pinilla. Un 
testigo que declaraba en el caso señaló que es posible que en esa operación fueran “asaltados los 
intereses del Instituto”. Y de ser así, eso se pudo deber a tres razones: ineptitud de los negociadores, 
interés económico en que la negociación se efectuara a cambio de determinadas compensaciones 
y “una concesión de orden político y personal a un individuo importante y de gran prestancia en el 
ejército” (AGN. Sección Archivos Oficiales. Fondo Ministerio de Gobierno. Secretaría General. Caja 
6. Carpeta 1. Folio 214). 
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Así, la División de Ingeniería de campo, que contaba en 1963 con 24 comisiones de campo 
ubicadas por fuera de Bogotá, tenía entre sus funciones desarrollar todas las tareas 
necesarias para parcelar los predios que serían adjudicados: mensura, elaboración de 
mapas, levantamientos catastrales, etc. Para ello los técnicos110 se apoyaban, cuando las 
condiciones meteorológicas lo permitían, en modernas técnicas de fotografía aérea que 
les permitía reducir los costos y el tiempo empleado (Incora, 1963: 86). Al momento de 
contar con la información topográfica y catastral precisa sobre las áreas de intervención, 
la División de Adjudicación de Tierras arrancaba con una campaña divulgativa entre los 
campesinos de los municipios que abarcaba el proyecto y en las localidades vecinas. Más 
tarde encuestadores entrenados111 registraban los datos y realizaban la inscripción de los 
campesinos que aspiraban a ser beneficiarios de los proyectos de reforma agraria (Incora, 
1963: 89-90). 
 
En el siguiente apartado de este capítulo se detallará la manera como se realizaba este 
proceso de inscripción y selección de los beneficiarios de la reforma, y cómo era que 
lograba dotarse de legitimidad entre el campesinado y, simultáneamente, ser 
anticlientelista. Por ahora es importante mencionar que mientras se escogía a los 
campesinos la División de Adecuación de Tierras se ponía en la tarea de adelantar las 
obras requeridas para que las parcelas adjudicadas o las tierras colonizadas tuvieran un 
mayor rendimiento. “Las indudables limitaciones de la Administración Pública” en punto al 
reducido número de personal técnico calificado llevó a que esta unidad contratara con 
empresas privadas –vía licitación- las distintas obras de adecuación. El equipo técnico de 
alto nivel adscrito a la División se encargaba de la interventoría de las obras y de garantizar 
que éstas se ajustaran a los criterios y necesidades de los planes (Incora, 1963: 91). 
 
Los trabajos encargados a la División de Adecuación de Tierras en las zonas intervenidas 
por los proyectos de reforma agraria son los que comúnmente se asocian con la ampliación 
del alcance territorial del Estado (Soifer, 2008). Así las cosas, esa dependencia se ocupaba 
                                               
 
110 Para lograr suplir la escasez de personal especializado se iniciaron proyectos de capacitación 
con universidades que conllevaron, por ejemplo, a la creación de Facultad de Topografía en la 
Universidad del Quindío a la que se hizo alusión en el Capítulo 3.  
111 Principalmente funcionarios con formación en sociología que habían sido seleccionados por sus 
buenos resultados en los cursos de adiestramiento de la ESAP (Incora, 1963: 89).  
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de la construcción de vías de comunicación y redes telegráficas, así como de la dotación 
de bienes y servicios fundamentales para la producción agropecuaria y la mejora en las 
condiciones de vida de los campesinos, tales como canales de irrigación, desecación y 
avenamiento, viviendas rurales, puestos de salud y escuelas. Lo relevante de esto es que 
la dotación de bienes públicos y la construcción de obras de infraestructura no eran el 
producto de las directrices arbitrarias y antitécnicas de los políticos regionales como ha 
sido costumbre (González, 2014), sino que correspondían a los resultados de estudios y 
de un proceso de planeación112. Al primer año de funcionamiento del Incora esta 
dependencia ya mostraba resultados que permiten hablar de una apuesta clara de la 
institucionalidad estatal por incursionar en el campo (Incora, 1963: 91-97). 
 
Finalmente, cuando el campesino había recibido su parcela y habían culminado -o estaban 
en marcha- las obras de adecuación de tierras, el personal de la División de Asistencia 
Técnica y Social aparecía en el área de intervención del proyecto. Los funcionarios de esta 
unidad buscaban darle “al parcelario y a su familia medios adecuados y oportunos para 
salir adelante en este empeño de transformación rural” (Incora, 1963: 97). Concretamente, 
llevaban los programas de extensión rural, cooperativas y asistencia social a las fincas 
entregadas por el Incora y a las regiones donde existieran proyectos de colonización. El 
personal se rotaba entre los proyectos atendiendo las labores que previamente se habían 
planificado para las parcelas, aquí se incluían campañas de enseñanza sobre el 
aprovechamiento de las cosechas para lograr una alimentación adecuada, educación 
agrícola vocacional, crédito dirigido y supervisado, microplaneación para elevar la 
productividad, entre otras (Incora, 1966: 97-99). 
 
                                               
 
112 Los informes de la División de Adecuación de Tierras dejan ver la preocupación que tenían los 
funcionarios que trabajaban allí respecto a la carencia de conocimientos en el país sobre las obras 
de riego. Aquí se indica que en el país no existían estudios serios sobre el tema, por lo que se solían 
utilizar investigaciones hechas en otras partes cuyos patrones técnicos y económicos no 
correspondían con la realidad nacional. En vista de eso, la división organizó una misión de 
funcionarios y técnicos, con apoyo de la AID, para hacer una evaluación de todos los proyectos de 
regadío existentes y determinar su viabilidad. Uno de los resultados de esa comisión vino a ser el 
compromiso por parte del Incora de promover y realizar estudios “que permitan fijar gradualmente 
las bases de una política sana y ordenada de inversiones en esta clase de obras” (Incora, 1963: 
93). 
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Con las reformas administrativas que sufrió el Incora en los años sesenta el modo de llevar 
la reforma agraria a la provincia sufrió modificaciones, pero los ejes centrales sobre los 
que se diseñó la operación de la agencia reformista –planeación, orientación técnica, 
marginación de partidos- se mantuvieron hasta la mitad de los años setenta113.  Por 
desgracia casi no existen evaluaciones de la reforma que, en vez de basarse en cifras 
agregadas de hectáreas adjudicadas, tomen en consideración el diseño regionalizado de 
la política y, en consecuencia, realicen estudios en las zonas y municipios en que la 
agencia reformista intervino y los contrasten con aquellas regiones en que no hubo 
intervención114. Es por eso que no se puede saber si esta manera de funcionar en el terreno 
que requería de altos niveles de coordinación y coherencia institucional trajo los resultados 
esperados115. Lo que sí se puede conocer, al menos de forma aproximada, es el alcance 
geográfico que logró esa manera particular de despliegue de recursos, tecnologías y 
personal por parte del Incora116. 
 
La Ilustración 4-2 corresponde al mapa de los municipios que abarcaban los proyectos de 
reforma agraria (recuérdese: parcelación, colonización y adecuación de tierras) hasta 
1965. Lo interesante de ese mapa es que muestra que las zonas de intervención de la 
agencia reformista no eran propiamente las áreas con desarrollo agropecuario más 
pronunciado (por ejemplo sabanas de Cundinamarca, valles de Antioquia y del Valle del 
                                               
 
113 Las reformas implicaron sobretodo la supresión de ciertas Divisiones y la transferencia de sus 
funciones a otras unidades. No hubo cambios sustanciales en la fase de planeación de los 
proyectos, ya que esta siguió dependiendo de las oficinas en el nivel central. Las transformaciones 
vinieron por el lado de la ejecución en el terreno. Varias divisiones dejaron de existir y lo que se hizo 
fue robustecer las Direcciones Regionales para que desde allí se adelantaran las obras de 
adecuación de tierras, la adjudicación y la asistencia técnica que requería cada proyecto (IICA, 
1966: 34-40). 
114 Hay al menos dos excepciones: Balcázar et. al. (2001) y Lozano (1970). No obstante el texto de 
Balcázar tiene serios problemas metodológicos. 
115 Todo indica que luego del Pacto de Chicoral y las reformas legislativas del programa reformista 
en los años setenta la coordinación en el terreno se hizo mucho más complicada. En las nuevas 
leyes se decidió quitarle el Incora la potestad para adelantar obras de adecuación de tierras y se 
creó una nueva entidad con ese fin: el HIMAT. Por consiguiente, es de suponer que la articulación 
en el terreno se hizo más difícil por cuanto las labores ya no dependían de una sola agencia sino 
que se repartían entre distintos institutos. 
116  Al igual que sucedió con las cifras de la distribución geográfica del total de funcionarios del 
sector agropecuario, solo se tiene información sobre la presencia del personal del Incora hasta 
1965. Es probable que en los años siguientes la repartición del funcionariado haya variado, 
especialmente desde 1968 cuando se dio un nuevo impulso al programa reformista, por lo que los 
datos que se presentan aquí son más un indicativo de ciertos patrones que una radiografía precisa 
sobre la presencia territorial de la agencia reformista. 
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Cauca) sino aquellas caracterizadas por tener una gran concentración de la propiedad (por 
ejemplo Córdoba, sur del Atlántico, oriente del Cauca), o ser minifundistas (Nariño, partes 
de Tolima y Santander), o ser regiones abiertas a la colonización (Urabá y bajo Cauca 
antioqueños, Chocó, Arauca, Caquetá y Meta).  Es decir, las áreas donde habría de 
esperar justamente la acción del Incora de acuerdo a los criterios señalados previamente. 
 
Ilustración 4-2: Mapa de los municipios incluidos en los proyectos de reforma agraria 
hasta 1965 
 
Fuente: IICA (1966) 
 
A diferencia de lo que sucedía con la presencia del global de la institucionalidad agraria 
previo al proceso reformista, para el caso del Incora sí se cuenta con cierta evidencia que 
permite establecer un contraste entre el antes y el después de la implementación de la 
política de reforma agraria. Para tal fin resulta sugerente comparar el área de operación de 
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los proyectos de reforma agraria del Incora ilustrada en el mapa anterior y las zonas en las 
que la Caja de Crédito Agrario realizaba las parcelaciones y colonizaciones. Por la 
información fragmentaria que se encuentra en material de archivo se puede afirmar que la 
Caja de Crédito Agrario adelantaba las labores de parcelación principalmente en los 
departamentos de Tolima y Cundinamarca117, mientras que el apoyo para la colonización 
se concentraba en los departamentos de Meta, Caquetá y Arauca118 (AGN. Sección 
Archivos Oficiales. Fondo Ministerio de Gobierno. Secretaría General. Caja 6. Carpeta 1. 
Folios 192-201; Caja 3. Carpeta 3. Folios 3-19). Esa distribución geográfica tenía todo que 
ver con la “tesis” que imperaba antes de los sesenta sobre la problemática de tierras en el 
país y sus soluciones119. 
 
Así las cosas, queda claro que el modo de operación del Incora en la ruralidad, que pasaba 
por distintas etapas de planeación, control y evaluación, condujo a una ampliación en el 
alcance territorial de la institucionalidad agraria. Lo más relevante de este proceso es que 
al ser el resultado de la profesionalización y tecnificación de la acción estatal, esa 
penetración del campo no se dio de acuerdo con las lógicas partidistas como había sido la 
tradición. Ahora bien, del mismo modo que sucedió con el escalamiento en la producción 
de información, los avances en el alcance territorial del Estado, aunque considerables, 
fueron limitados. Si bien se alcanzaron regiones marginadas, la presencia de las entidades 
y funcionarios del sector agrario tendió a concentrarse en las zonas más articuladas al 
mercado nacional. 
 
                                               
 
117 Dentro de las localidades están: Cunday, Icononzo, Fusagasugá, Viotá, Melgar y Coyaima.  
118 Los municipios referenciados son: Fuente de Oro, San Martín y Granada en Meta; Doncello, 
Belén de los Andaquíes y Florencia en Caquetá, y la región del Sarare en Arauca.  
119 La tesis, expuesta en múltiples oportunidades por distintos funcionarios del sector agropecuario 
y políticos de alto nivel se resume así: “en materia de dotación de tierras para el campesino (…) el 
problema puede resolverse mediante una gran empresa de colonización orientada y auxiliada por 
el Estado y que las parcelaciones deban limitarse a aquellos casos de conflicto o de concentración 
rural que las hagan indispensables” (AGN. Sección Archivos Oficiales. Fondo Ministerio de 
Gobierno. Secretaría General. Caja 6. Carpeta 1. Folio 212). 
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4.3 El alcance social de la agencia reformista: el impacto 
de la orientación procampesino 
Las mejorías en el desempeño de la institucionalidad agraria evidenciadas en una mayor 
habilidad para producir y procesar información, y en una ampliación del radio de 
intervención en la ruralidad también se vieron reflejadas en lo que fue un contacto distinto 
con los grupos rurales vulnerables. Las relaciones entre el Estado y el campesinado se 
modificaron sustancialmente con la puesta en marcha de la política de reforma agraria. 
Esto significó que, además de las ganancias en términos de inclusión de una población 
marginada, la institucionalidad agraria incrementó su poder regulatorio y legitimidad puesto 
que penetró en los modos de vida de una categoría social que, en muchas regiones, 
desconocía120 la autoridad del Estado. 
 
En este apartado el centro de atención serán los cambios en la relación Estado-
campesinos a raíz de los procesos de despartidización y de la orientación que se le dio al 
sector agropecuario con la entrada en vigor del programa reformista. Así, en primer lugar, 
se delineará la orientación procampesino que los cuadros directivos buscaron imprimirle a 
las entidades y al resto de funcionarios. Luego se especificarán los mecanismos 
institucionales que se idearon para llevar a la práctica esa directriz y mantener al margen 
tanto a los políticos como a los poderosos rurales deseosos de sacar provecho de la 
política. Y, por último, se detallará cómo lo anterior redundó en un modo distinto de tramitar 
la conflictividad rural.  
 
4.3.1 La orientación a favor del campesinado y algunos 
mecanismos institucionales para materializarla  
Uno de los objetivos de la reforma agraria era elevar el nivel de vida del campesinado. Eso 
debía implicar que en el proceso de implementación de la política, y ante las previsibles 
resistencias de las élites rurales, las agencias estatales se pusieran de parte de los 
labriegos. No obstante, como se señaló en el primer capítulo, que las entidades estatales 
                                               
 
120 En el sentido de “no conocer” su autoridad por no tener contacto con las entidades estatales, y 
de “no hacer caso” de sus orientaciones por considerarlas sesgadas en favor de los ricos rurales.  
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tomaran partido por los campesinos no era algo tan evidente, y mucho menos en un 
contexto como el del Frente Nacional en el cual los gremios de grandes propietarios habían 
adquirido una notoria capacidad de incidencia en la política agraria (Bejarano, 1988; 
Hartlyn, 1993). Las posiciones públicas de políticos y funcionarios reformistas de primer 
nivel no dejan duda sobre la orientación que se le quería dar a las agencias estatales 
agrarias. 
 
Las múltiples declaraciones que Carlos Lleras Restrepo hizo en estos años constituían en 
muchos sentidos una de las visiones más lúcidas del horizonte mental que compartían los 
funcionarios reformistas de primer nivel. Así se expresaba Lleras en el Tercer Congreso 
Agrario Nacional, evento que aglutinaba al funcionariado, líderes campesinos y políticos 
reformistas: “Necesitamos realizar un cambio en la estructura de la tierra, un cambio en la 
estructura de la propiedad y, a la vez, un cambio en la organización de la masa campesina 
colombiana. No basta partir la tierra: tenemos que pensar ante todo en el hombre que va 
a ocuparla. Entregar tierras inaccesibles a los mercados o donde no se puedan suministrar 
servicios, es salir del problema del campesino, pero no redimirlo” (Secretaría de 
presidencia. Recortes de prensa. Folio 121).  
 
Esa idea de redención de la “masa campesina” por medio de la reforma agraria implicaba 
naturalmente tomar partido por los grupos más desfavorecidos en el campo. Otto Morales 
Benítez, ministro de agricultura durante el mandato de Alberto Lleras Camargo y quien no 
dudaba en calificar el programa reformista como una “conquista de nuestros campesinos” 
(Morales Benítez, 1962: XVI), les hacía el siguiente llamado a los asistentes al Primer 
Seminario de Reforma Agraria celebrado en 1962: “(…) que crean en la necesidad de un 
cambio en la estructura del campo colombiano. Y que su actitud sea de solidaridad, franca 
y abierta, con el hombre rural colombiano. (AGN: AP. FCTR. Caja 11. Carpeta 3. Folio 84). 
En la misma línea, Enrique Peñalosa declaraba en un periódico durante la antesala de la 
entrada en vigor de la ley 165 que “cuando una nación es dominada por una pequeña élite 
terrateniente, esta controla y administra el país de acuerdo con sus intereses (…) el 
desarrollo económico no le interesa”. Por eso había que atacar la concentración de la 
riqueza territorial e impedir que se le “niegue a esa mayoría de la población rural el derecho 
y la posibilidad de producir y consumir más”. (AGN: AP. FCTR. Caja 11. Carpeta 3. Folio 
14).  
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Las entrevistas a antiguos funcionarios del Incora que se hicieron durante esta 
investigación revelan que la “solidaridad con el hombre rural” no era una disposición que 
se circunscribía a los estrechos círculos del alto funcionariado agrario sino que estaba 
esparcida por amplios sectores del personal. Un antiguo funcionario del Instituto comenta 
lo siguiente sobre aquellos que como él entraron a la entidad a finales de los sesenta: 
“Muchos de los que ingresamos en esa época, nos encariñábamos del campesino. Y 
nosotros pensábamos que el Incora era el instrumento que le servía al campesino. 
Nosotros atendíamos bien al Incora para poderle servir al campesino (…) cuando uno está 
metido entre ellos se da cuenta cómo es la lucha. El campesino lucha mucho en este país… 
pero el campesino es la víctima” (Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017).  
 
Otro de los entrevistados cuándo se le cuestionaba por su interés en vincularse al Incora 
respondía que le llamó la atención “porque había que, digamos, ayudar a los campesinos 
que estaban destruidos, que estaban en la nada”. Esa vocación, dice, le surgió “de mirar 
en los campos que el campesino se encontraba jodido, entonces en la reforma agraria 
pensé yo que era necesario que se les diera tierra para el cultivo de la tierra. Para que 
pudieran vivir, y en tierra propia, no en tierra alquilada, ni mucho menos de terratenientes”. 
Anotaba además que esa mentalidad era compartida por los funcionarios que trabajan con 
él: “Por eso estaban allá, porque trabajaban por eso, por el bienestar campesino. Porque 
el objetivo del Incora (…) era ayudar al campesino” (Entrevista a Martín Camacho, 2017). 
 
Los relatos de los cuadros administrativos de la agencia reformista permiten hacer 
inferencias acerca de los mecanismos por los cuales se inoculaba esa “solidaridad con la 
masa campesina”. La primera vía tenía que ver con el origen social de los funcionarios. 
Varios de ellos al provenir de familias campesinas sentían -casi que naturalmente- que 
debían defender a los labriegos. Cuando a uno de los exfuncionarios que trabajó en el 
programa de arrendatarios y aparceros en Nariño se le pregunta sobre las razones que le 
atribuía a sus “ganas de luchar por el campesino”, este responde: “porque yo soy 
campesino, y mi padre más que nadie era campesino… entonces yo le tenía mucho pesar 
a mi papá, y yo por él – decía- voy a hacer algo. Porque él se fregaba mucho.” El pesar 
que el entrevistado tenía por las condiciones de vida de sus familiares lo animaba a “hacer 
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algo” por los campesinos en las regiones en donde era asignado121 (Entrevista a Juan de 
Dios Prieto, 2017). 
 
Otro de los mecanismos por el cual se transmitía la orientación procampesino entre el 
personal de la agencia reformista eran las directrices de los cuadros directivos, 
especialmente durante los cursos de capacitación y adiestramiento que recibían los 
aspirantes. Estas fueron las palabras de un entrevistado al respecto: “Estábamos en el 
curso (…) y nos decían (se refiere a los profesores) “ustedes van a ser los defensores del 
campesino. Al campesino colombiano los sacan de sus parcelas sin indemnizarles nada, 
sin pagarles nada. Sin que un juez conozca de un lanzamiento” (…) Nosotros íbamos, 
todos, con ganas de luchar.” (Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017).  Otro antiguo 
empleado del instituto recordaba que en los cursos de adiestramiento les decían que el 
Incora “era la entidad encargada para dotar de tierra a los campesinos”, y les transmitían 
una “mentalidad” de que su labor era defender a los campesinos, “trabajar por ellos” 
(Entrevista a Juan Ángel Moreno, 2017). 
 
Finalmente, parece que la socialización y el contacto directo con los campesinos en el 
terreno hicieron que, con el tiempo, el personal se “compenetrara” con las aspiraciones de 
los trabajadores agrícolas (Entrevista a Juan Ángel Moreno, 2017).  Carlos Villamil Chaux, 
quien fuera gerente del Incora, relata así la conversión de su mirada. El entrevistado 
contaba que entró al Incora como ingeniero civil porque allí le pagaban un salario más alto, 
pero que el tema agrario nunca le había interesado. No obstante, agrega: “poco a poco me 
fui involucrando en el problema, entendiendo a los campesinos, que eran seres humanos, 
que tenían problemas (…) por la noche conversaba con los campesinos, nos reuníamos, 
si estaba lloviendo en la iglesia y si no estaba lloviendo era en un árbol, y conversábamos, 
eran unas conversaciones larguísimas, sobre todo lo divino y lo humano, y entonces me 
fui compenetrando con ellos” (Entrevista a Carlos Villamil Chaux, 2015).  
                                               
 
121 El entrevistado anotaba: “Yo soñaba todos los días con que se pudiera hacer algo para el 
campesino. Especialmente cuando yo llegué a un pueblo de Nariño que se llama la Cruz, encontré 
un viejito que vivía por allá al borde un río, así bajando. Y a mí me daba mucho pesar verlo solito, y 
se acostaba en una chocita y porque tenía unas maticas de maíz ahí que para cuidarlas. Me daba 
mucho pesar. Yo decía “SI yo pudiera hacer algo por este viejito”. La narración continúa y él 
exfuncionario cuenta cómo por evitar que le hicieran un juicio de lanzamiento a ese campesino se 
metió en un problema con algunos abogados del instituto (Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017). 
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Esa “mentalidad” en favor del campesinado hecha pública en los discursos del alto 
funcionariado agrario y que, por diferentes vías, era incorporada por las otras capas del 
personal tenía bastante relevancia en el mundo rural colombiano. El hecho de que un 
personal con la autoridad que le confería el ser funcionario de una agencia estatal adoptara 
explícitamente una posición en favor de los trabajadores agrícolas mandaba una señal 
muy clara a las élites agrarias. Por tanto, esa orientación procampesino del funcionariado 
reformista resultaba disruptiva en muchas regiones en las cuales el dominio de los grandes 
propietarios había constituido auténticos “órdenes locales excluyentes” (Reyes, 1978), y 
por no faltaron los altercados entre terratenientes y personal del Incora122.  
 
Es relevante anotar que la mentalidad de solidaridad con el campesino no se trató 
solamente de una disposición individual de los funcionarios sino que esta se tradujo en 
ciertos controles institucionales que pretendían evitar que el personal eventualmente 
tomara partido por los grandes propietarios. El primero de ellos fue la distribución 
geográfica de los funcionarios reformistas en concordancia con el “principio de 
deslocalización” (Bourdieu, 2014: 311). De acuerdo con Bourdieu, cuando los funcionarios 
no pertenecen a la localidad en la que desempeñan sus labores sino que se reclutan por 
fuera de ella, se contrarrestan de antemano “las tentaciones de nepotismo, de 
particularismo y también la tentación de apoyarse en los recursos genealógicos de base 
local”(Bourdieu, 2014: 311). En clara sintonía con ese principio cuando llegaba el momento 
de determinar hacia qué lugar se desplazarían los encargados de implementar en el 
terreno alguno de los proyectos de reforma agraria, se les decía que escogieran dos 
departamentos a dónde quisieran irse, “pero que no fueran a tener nada que ver con el 
departamento de origen”. De ese modo, se buscaba evitar que los funcionarios tuvieran 
algún vínculo en la región donde trabajarían para no “favorecer a alguna clase” (Entrevista 
a Juan de Dios Prieto, 2017). 
 
                                               
 
122 Las entrevistas indican que esos altercados tuvieron distinta intensidad. En algunas regiones se 
llegaron a presenciar actos de violencia física en contra de los funcionarios del Incora. En otras, los 
incidentes no pasaron de ser provocaciones por parte de los terratenientes. 
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Otro control al que se había hecho referencia en el apartado anterior eran los 
procedimientos establecidos para seleccionar a los beneficiarios de la reforma. Este 
aspecto era crucial porque con plena seguridad los políticos hubieran querido apropiarse 
de la toma de decisión frente a la escogencia de los beneficiarios y así atender a sus 
clientelas. De igual manera, es plausible que los propietarios acomodados vieran en la 
reforma una oportunidad de acaparar recursos provistos por el Estado. Con miras a 
garantizar que los proyectos llegaran a los grupos más vulnerables del campo, se 
instituyeron rigurosos métodos de selección de adjudicatarios.  
 
En primer lugar, estaban los criterios de priorización definidos expresamente por la ley y 
que eran adaptados a las condiciones particulares del proyecto regional. En términos 
generales tenían prelación los trabajadores agrícolas sin tierra (o con tierra insuficiente), 
que habitaran en el área de intervención del proyecto y que tuvieran una edad que les 
permitiera darle un uso productivo a las parcelas (Incora, 1963: 88-89). Sobre la base de 
esos criterios se tomaban las decisiones de inclusión o exclusión de los aspirantes, pero 
antes “encuestadores entrenados” registraban los datos de las personas que querían ser 
beneficiarios de los proyectos de reforma. La información consignada en un formulario123 
servía para que, posteriormente, una junta hiciera una revisión de las solicitudes. La Junta 
estaba compuesta por el director del proyecto y “cuatro representantes de los interesados, 
elegidos por mayoría de votos de las personas que hubieren hecho solicitud” (Incora, 1963: 
89).  
 
De ese modo, la instancia integrada en su mayoría por los beneficiarios del programa 
reformista revisaba los documentos de inscripción y rendía testimonio sobre la veracidad 
de la información consignada allí. Más tarde un Comité compuesto por los directivos en 
Bogotá clasificaba los formularios ya revisados de acuerdo a los criterios de escogencia 
mencionados atrás. Dicho comité escogía a los beneficiarios excluyendo en primer término 
a los solicitantes carentes de derecho (por no tener el estado civil y la edad requerida, por 
                                               
 
123 En el formulario se consignaban estos datos: -nombre, edad, lugar de trabajo, capacidad física 
para labrar la tierra; - caracteres familiares; - características de la vivienda; -calidad del aspirante 
en relación con la tenencia de la tierra; -mejoras, cultivos, herramientas y animales que posee; -
antigüedad en las condiciones en las que trabaja; -crédito de que ha dispuesto (Incora, 1963: 89). 
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no ser personas con escasos recursos y por no ser agricultores). Luego, de la lista que 
quedaba, definía los que tenían prioridad de acuerdo con la ley (Incora, 1963: 89). 
 
Estos procedimientos de selección de los beneficiarios de la reforma agraria no sólo 
evitaban la interferencia de políticos y élites rurales, sino que dotaban de legitimidad a la 
acción de la agencia reformista. Por medio de la participación directa de la población 
objetivo de la política y de criterios transparentes de escogencia se reducía el margen para 
las suspicacias y se concretaba la orientación procampesino que enarbolaban los 
funcionarios del Incora. Pero, sin lugar a dudas, la muestra más clara de la 
institucionalización de la “solidaridad con la masa campesina” fue la ley 1 de 1968 y su 
mandato para conformar asociaciones de usuarios que entrarían a hacer parte de las 
juntas directivas de las entidades agrarias (Zamosc, 1978). El ministro de agricultura en 
1968, Enrique Blair Fabris, expresaba este punto con claridad cuando examinaba las 
realizaciones del programa reformista: “ante todo se está produciendo un cambio de 
mentalidad. Los funcionarios del sector agropecuario y las autoridades le están dando 
importancia a los grupos campesinos organizados. Se ha institucionalizado el diálogo con 
los pequeños agricultores y de esta medida se están derivando resultados muy positivos” 
(Blair Fabris, 1968: 11). 
 
La orientación favorable al campesinado y los controles institucionales que se configuraron 
para incorporarla a las rutinas de las agencias agropecuarias son la evidencia de un 
cambio en las relaciones Estado-campesino al que condujo la reforma agraria.  Cuando 
los funcionarios dejaban de privilegiar a los ricos rurales y evitaban que sus labores 
respondieran a lógicas clientelistas enviaban el mensaje de que el Estado estaba en 
capacidad de regular todo el entramado social del mundo rural, y para ello debía operar 
sobre la base de criterios universalistas. Una muestra de la ampliación social del alcance 
regulatorio del Estado la constituye la manera en que el Incora tramitaba los conflictos 
rurales. 
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4.3.2 La tramitación de los conflictos rurales por parte de la 
agencia reformista  
Una de los caminos para examinar el desempeño de un Estado en punto a su capacidad 
regulatoria es indagar por la manera en que lidia con la conflictividad social. De la habilidad 
de las instancias estatales para que las partes en conflicto reconozcan su autoridad, es 
decir, las consideren como una tercera parte con la legitimidad para mediar en su disputa, 
depende que el conflicto se tramite sin traumatismos (por ejemplo, sin violencia) o no.  En 
la medida en que el Incora fue creado en parte para atender las pugnas en el campo, y 
que su labor en esa área fue notable, resulta relevante ilustrar lo dicho previamente sobre 
los cambios en la relación Estado-campesino con la tarea de “apaga incendios” encargada 
al Incora (Zamosc, 1978).  
 
La solidaridad con el campesino a la que se ha hecho referencia en este apartado tuvo 
repercusiones en el modo de atender la conflictividad rural. Si la institucionalidad agraria, 
y particularmente el Incora, reconocía a los campesinos como un actor social relevante en 
la ruralidad podía tramitar las controversias sin ponerse del lado de los grandes 
propietarios como era costumbre. Esa manera de proceder a la vez que balanceaba en 
alguna medida los poderes de los grupos enfrentados, permitía llegar a soluciones de 
mayor perdurabilidad porque eran consideradas legítimas por los trabajadores agrícolas. 
El material de archivo permite esclarecer lo anterior a partir de la reconstrucción del modo 
en que se tramitaban los conflictos agrarios antes y después de la entrada en operación 
del Incora. 
 
Una serie de invasiones a fincas que ocurrieron en 1963 y que no fueron atendidas por la 
agencia reformista124 permiten describir con cierto detalle el modelo de tramitación de 
conflictos hasta ese entonces imperante. En síntesis las cosas ocurrían de esta manera: 
los campesinos invadían y los propietarios de las fincas solicitaban ante el alcalde la 
protección de su propiedad. El alcalde, como autoridad encargada del orden público, 
ordenaba al comandante de la policía de la localidad que desalojara a los invasores o bien 
                                               
 
124 Esto por las limitaciones antes enunciadas y por los “requisitos” de planificación que inicialmente 
tenía que cumplir la entidad antes de entrar a operar en alguna región (Secretaría de Presidencia. 
Caja Antigua 229 Carpeta Antigua 2151. Folio 113). 
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podía ponerse en contacto con el gobernador para que movilizara tropas del ejército. La 
interacción de las agencias de seguridad con los campesinos podía ser más o menos 
violenta. El asunto solía terminar con el desalojo de los campesinos.  
 
No obstante, dada la particular atención que en este momento los gobiernos prestaban al 
descontento rural, el Ministerio de Gobierno también intervenía. En el caso de las 
invasiones de 1963 existía un funcionario encargado especialmente de atender estos 
asuntos: el Visitador Nacional. Una vez llegaban al despacho del Ministro comunicados de 
campesinos, propietarios o alcaldes informando sobre un caso de invasiones, el visitador 
solicitaba a las respectivas autoridades municipales o departamentales que le hicieran 
llegar toda la información sobre las circunstancias en que se produjo el desalojo, la 
autoridad que la había ordenado, etc. En caso de considerar que la situación era grave, se 
organizaba un viaje del Visitador con el fin de “estudiar y presentar fórmulas de solución 
frente a la invasión de tierras”.  
 
En su comisión el Visitador típicamente organizaba audiencias con las partes en conflicto 
(campesinos, propietarios, policías) y hacía una inspección ocular en el predio objeto de 
disputa registrando las características de la explotación económica, la afectación de las 
invasiones y los testimonios en terreno de las agencias de seguridad, representantes de 
los campesinos y los propietarios. El Visitador sopesaba los testimonios, evaluaba las 
pruebas y proponía una “solución a ojo” de acuerdo con su criterio. Esta solución que se 
presentaba a modo de informe oficial al Ministro oscilaba entre dos respuestas. La primera 
era dejar que las cosas siguieran su curso regular, esto es, que las agencias de seguridad 
se mantuvieran alerta por si se presentaban nuevos movimientos de los campesinos. Esa 
medida se justificaba alegando que, por ejemplo, “el predio visitado no es, en modo alguno, 
de aquellos que permitan justificar la aspiración campesina de tener tierras propias” porque 
está “sometido a un cuidado intensivo y mecanizado”. La segunda respuesta era la 
intervención de la Caja Agraria a través de la parcelación de las propiedades en disputa 
(AGN. Fondo Ministerio de Gobierno. Secretaría General. Caja 17. Carpeta 2). 
 
Este modelo de tramitación de conflictos rurales tiene dos elementos centrales. Primero, 
la parcela del estado protagonista era la conformada por las agencias de seguridad. Como 
es de suponer que en la mayoría de los casos el problema de las invasiones no trascendía 
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al Ministerio de Gobierno o que este no tenía la capacidad de “visitar” todas las regiones 
afectadas, eran los policías y militares quienes atendían personalmente el problema. Las 
autoridades civiles podían jugar un papel y se puede alegar que en últimas eran ellas las 
que autorizaban la intervención de la fuerza pública, pero realmente las agencias de 
seguridad tenían un grado considerable de autonomía que se empeñaban en defender 
cuando se trataba de “proteger la vida, honra y bienes de los ciudadanos residentes en 
Colombia”125.  
 
El segundo aspecto es la falta de estandarización de la respuesta estatal. Así se presentara 
la intermediación civil del Ministerio de Gobierno, la “solución a ojo” que formulaba el 
funcionario no dejaba de resultar arbitraria toda vez que los criterios para decantarse por 
una u otra salida dependían enteramente de su opinión personal, que muchas veces 
estaba influenciada por afinidad con los grandes propietarios. 
 
Una vez el Incora entra en operación aumenta la capacidad, el foco y el repertorio de 
respuestas estatales frente a la conflictividad rural. Los hechos ocurridos entre 1966 y 1968 
dejan ver ese tránsito parcial a otro modelo de tramitación de conflictos rurales en donde 
el Incora era el protagonista.  
 
El primer hecho que atestigua esta transición es el cambio de destinatario en las 
comunicaciones referidas a los conflictos rurales. Los mensajes que se dirigían al 
Ministerio de Gobierno informando sobre eventos de esta clase ahora eran remitidos 
automáticamente a las directivas del Incora “para su conocimiento y fines legales 
pertinentes”. Pero esto no sólo se trataba del reconocimiento de una nueva división del 
trabajo entre las agencias estatales, sino una ampliación y centralización del campo de 
acción estatal en lo que respecta al sector rural. Antes el foco de atención de funcionarios 
como el Visitador Nacional eran las invasiones de tierras, ahora el Incora también se hacía 
cargo de situaciones que no eran monitoreadas como los desalojos de ocupantes de tierras 
                                               
 
125 A modo de ilustración, un comandante de policía argumentaba durante una inspección ocular 
que ellos –los policías- podían capturar a alguien sin que medie orden escrita de la autoridad 
competente si consideran que se produjo un irrespeto y desacato a la autoridad (Archivo General 
de la Nación. Sección Archivos Oficiales. Fondo Ministerio de Gobierno. Secretaria Genera. Caja 
17 Carpeta 2. Folio 12). 
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baldías, las disputas entre colonos e indígenas, las afectaciones producto de la naturaleza, 
etc.  
 
Naturalmente con una mayor capacidad y un foco de atención más amplio, el Incora ofrecía 
una gama más diversa de respuestas ante las problemáticas agrarias. Además de la 
parcelación, la agencia reformista podía titular terrenos baldíos, establecer resguardos 
indígenas, ofrecer créditos supervisados y asistencia técnica, adelantar obras de 
infraestructura, etc. Y todo esto operando como una burocracia orientada en favor del 
campesino y sobre la base de conocimiento técnico, y no de acuerdo a la opinión personal 
de un funcionario ad hoc tendiente a ponerse del lado de las élites rurales (AGN. Fondo 
Ministerio de Gobierno. Secretaría General. Caja 17. Carpeta 2; AGN. Fondo Ministerio de 
Gobierno. División de Asuntos Indígenas. Caja 46 Carpeta 4. Folio 51 – 62). 
 
El tránsito de modelo de tramitación de conflictos rurales que incorporaba un trato solidario 
hacia el campesino, aunque no fue completo porque la policía seguía interviniendo, sí tuvo 
efectos palpables en algunas regiones. El relato de Carlos Villamil Chaux sobre los 
cambios que presenció en el Atlántico con la presencia del Incora deja ver lo que fue la 
expansión del alcance social de la institucionalidad estatal. El entrevistado dice que antes 
de su presencia en la región como funcionario del instituto, a los campesinos “los metían 
a la cárcel y les daban garrote, los aporreaban”. Cuando él llegó, “entonces llegó el Estado 
en mi persona, pongámoslo así, y entonces la cosa cambió”. Y el Estado que “antes era 
una cosa chiquitica y que veía para un lado” –el de los terratenientes-, “se volvió una cosa 
importante que fue para el otro lado, y la acción del Estado cambió la situación allá, la 
cambió totalmente” (Entrevista a Carlos Villamil Chaux, 2015). 
 
Un trato más justo a los trabajadores agrícolas cuando se presentaban conflictos que ya 
no pasaba solamente por la policía y el ejército implicó la expansión del alcance regulatorio 
del Estado porque dotó de legitimidad su intervención en todo el entramado social del 
mundo rural. Como alertaban los dirigentes de una federación de campesinos, si la 
interacción de las entidades estatales con el campesino se reducía a la acción de las 
agencias de seguridad para desalojar las fincas se continuaría “creando en el campesinado 
la creencia de que las fuerzas armadas, el gobierno y los terratenientes se han confabulado 
contra ellos” (El Tiempo, 4 de mayo de 1964). Por el contrario, la solidaridad con el labriego 
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llevó a que la intervención del Estado en los conflictos rurales fuera reconocida –es decir, 
tomada en cuenta y acatada- por los trabajadores agrícolas. El cambio en “la creencia” de 
que el Estado se “confabulaba” contra los campesinos fue entonces el resultado de la 
tecnificación y despartidización de las agencias agraria, sumada a una orientación en favor 
de los sectores más vulnerables de la ruralidad126. Por esa vía el Estado amplió su alcance 
social hacia un grupo que en muchas regiones no lo veía con buenos ojos. 
 
Dicho lo anterior es importante hacer una aclaración: el cambio en el modo de tramitar la 
conflictividad rural nunca fue completo y, en todo caso, no dejó de ser problemático. 
Aunque el Incora adquirió relevancia “apangando los incendios” en el campo, las agencias 
de seguridad siguieron operando cuando se trataban de desalojar invasores. El 
solapamiento entre dos maneras distintas de entender y atender la conflictividad rural se 
volvería verdaderamente traumático cuando a inicios de los setenta la organización 
campesina resuelve adelantar una campaña masiva de invasiones. Por eso, como se 
advirtió a la hora de hablar de la mejoría en la capacidad para medir y contar y la expansión 
territorial de la institucionalidad agraria, los avances en materia de regulación de la 
ruralidad fueron parciales y graduales. Lo relevante aquí es que la orientación 
procampesino del personal agrario se tradujo en mecanismos y controles institucionales 
que fueron incorporados al funcionamiento de las entidades del sector. 
                                               
 
126 Esa forma de intervenir, entre otras razones, llevó a una disminución sustancial de la 




5. Capítulo 5. El retorno del clientelismo y la 
exclusión del campesinado del sector 
agropecuario 
Hasta aquí se ha demostrado que la reforma agraria de los años sesenta estuvo 
acompañada de un fortalecimiento de las capacidades infraestructurales del sector 
agropecuario del Estado. Concretamente se presentó evidencia que corroboraba que hubo 
un incremento en los recursos económicos destinados al sector y que hubo un aumento 
considerable en el tamaño del personal. Pero esos cambios no fueron únicamente 
cuantitativos, también hubo una transformación en todo el entramado institucional de 
reclutamiento, capacitación y control del personal que llevó a la formación de auténticas 
burocracias y tecnocracias agrarias. Luego de esto se profundizó en el desempeño de 
dicho funcionariado y agencias estatales en lo que respecta a tres resultados cruciales en 
el proceso de construcción de Estado: la capacidad de producir información y la extensión 
del alcance territorial y social de la institucionalidad rural. 
 
Dije ya que ese proceso de escalamiento de las capacidades estatales no fue uniforme, y 
que tuvo serias limitaciones. Es claro que hubo mejorías que tuvieron repercusiones en el 
desempeño de las agencias estatales, pero no se puede perder de vista que esos avances 
fueron graduales. No obstante, este proceso de fortalecimiento del aparato estatal mostró 
un revés importante a mediados de la década de 1970 cuando empieza a desmantelarse 
el Frente Nacional. Las dinámicas de despartidización y tecnificación del sector 
agropecuario que fueron la base del resto de transformaciones se rompieron y, con ello, 
los avances en materia de capacidades infraestructurales se vieron seriamente 
comprometidos.  
 
Estos cambios no fueron exclusivos de este sector sino que, como se anotó en el capítulo 
2, correspondieron con una dinámica general de profundización de la lógica clientelista en 
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el Estado y el sistema político (Gutiérrez, 2007; Leal y Dávila, 2009).  En cualquier caso 
vale la pena considerar las particularidades del ramo objeto de estudio puesto que no todas 
las esferas estatales se vieron afectadas de la misma manera con la renovada interferencia 
del clientelismo (Bejarano y Segura, 1996). Es así que en este capítulo se hará una 
caracterización de la ruptura en los procesos de despartidización y tecnificación de la 
institucionalidad agraria y, posteriormente, se esbozarán algunas de las posibles causas 
que la explican. 
 
5.1 Los cargos y recursos del sector agropecuario para 
aquellos conectados políticamente  
Los exfuncionarios del Incora entrevistados ubican como punto de referencia del declive 
del instituto el pacto de Chicoral, pero específicamente hablan de que “empezó la política” 
entre 1977 y 1978 con la llegada de una serie de gerentes que dejaron de lado el concurso 
de méritos y empezaron a nombrar a personas recomendadas (Entrevista a Juan de Dios 
Prieto, 2017; Entrevista a Juan Ángel Moreno, 2017). Ciertamente, la información 
consignada en la Base de directivos del sector agropecuario confirma que en dichos años 
se dio un cambio sustancial en el perfil de los cuadros que ocupaban las altas posiciones 
tanto del Incora como del Ministerio de Agricultura.  
 
Así, mientras que hasta finales del Frente Nacional los tecnócratas ocupaban la mayoría 
de los cargos directivos del ministerio, entre 1977 y 1981 seis de los ocho directivos de los 
cuales se tiene información eran políticos sin ninguna experiencia en el sector 
agropecuario (ORDPA, 2017). De esos seis, cuatro eran políticos de la costa Caribe y al 
menos dos están implicados en delitos contra la administración y favorecimiento de grupos 
armados. Uno de ellos, luego de ser jefe de la División de Organización Campesina del 
ministerio, llegó a ser gerente regional del Incora en el Cesar a finales de los noventa. 
Desde su cargo, y en plena época de arremetida paramilitar, les decía a los parceleros que 
vendieran sus mejoras y se fueran. Esa misma persona llegaría a ser secretaria de 
hacienda de un exgobernador de la Guajira que fue condenado a 10 años de prisión por 
los delitos de celebración de contrato sin el cumplimiento de los requisitos legales y 
peculado por apropiación. El otro tenía una larga trayectoria ocupando puestos políticos 
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en Sucre hasta antes de ser directivo del ministerio. Más tarde, logró ser elegido alcalde 
de Majagual y la fiscalía le abrió indagación por el delito de peculado por apropiación 
(ORDPA, 2017). 
 
Lo mismo sucedió con los gerentes generales del Incora. Atrás había quedado la época 
en que la cabeza del instituto era elegida con base a su competencia técnica y experiencia 
en el sector. Después de las administraciones de Joaquín Vanin Tello y José Arsenio 
Suárez, dos funcionarios que trabajaron en los asuntos jurídicos del instituto desde su 
fundación, llegó en 1978 José Antonio Gómez Armida, un político huilense que más tarde 
sería condenado por la Corte Suprema de Justicia como autor de los delitos de peculado 
por apropiación y falsedad en documento privado (ORDPA, 2017). 
 
Cuando los políticos retoman el control de las agencias del sector agropecuario el sistema 
de reclutamiento de servicio civil, moderno y basado en méritos se pone en entredicho y 
el sistema de clientelismo recobra su fuerza. En el contexto de la competencia partidista y 
con las transformaciones experimentadas, entidades como el Incora y el ministerio vuelven 
a ser vistos como fortines para que los políticos puedan dar trabajo a sus clientelas. Los 
testimonios de los entrevistados dejan ver que el cambio en el perfil de los cuadros 
directivos era parte de una transformación más amplia respecto a la institucionalidad 
estatal agropecuaria. 
 
Uno de los exfuncionarios afirma que “trajeron un gerente (…) y ese ya empezó con 
política. Se empezó a escuchar ‘a mí me recomendó el político tal, con el gerente tal’ (…) 
y empezó a dañarse eso, y ya llegó el momento en que a todo el mundo lo nombraban 
así.”. Antes, dice él, por más de que la gente no se incorporara a la carrera administrativa 
“la administración era seria entonces uno no tenía los inconvenientes de que ‘Ah, llegó otro 
más palanqueado que yo, y que me van a echar por él’; no se veía.” Pero después de que 
los políticos se apropiaron del poder de designación de los cargos, la carrera administrativa 
pasó a un segundo plano porque los recomendados ni siquiera intentaban ingresar a ella, 
“eso desde que tuvieran a su padrino en la gerencia era mejor que el servicio civil” 
(Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017). Resulta clara entonces la lógica subyacente al 
cambio: del funcionario competente y cualificado se pasó al recomendado del gerente. 
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Con esto se minaron los avances de las últimas décadas en materia del escalamiento de 
la capacidad de la institucionalidad estatal del sector agropecuario. En primer lugar, la 
distribución del personal de campo del Incora con base en el criterio de la deslocalización 
fue modificada y ahora las oficinas del instituto en las regiones estaban copadas por las 
fichas de los políticos locales. La deslocalización del personal fue dejada de lado por lo 
que las élites políticas de las regiones podían presionar a la gerencia para nombrar en las 
oficinas a las personas de sus preferencias.  
 
Las entrevistas con los exfuncionarios contienen varias alusiones a gerentes regionales 
que eran, o serían luego de su paso por el Incora, senadores; pero más llamativa es la 
narración de una persona que era gerente regional del Incora por esta época: 
 
Recuerdo que yo estaba en Pereira, entonces allá los políticos y parte de personal 
del Incora me atacaron, porque decía que yo era costeño porque había nacido en 
Barranquilla , y que un costeño no podía administrar la reforma agraria en el Antiguo 
Caldas… y entonces recuerdo que el gerente del Incora, que no recuerdo quién 
era, me llamó y me dijo que tenía que renunciar porque la clase dirigente, los 
políticos de allá de Risaralda, es decir, el Antiguo Caldas, exigían que el director de 
ahí del Incora fuera de esa tierra, y yo era un tipo extraño (…) me dijo el gerente 
“Bueno, tiene que entregarle esa gerencia a una persona que le vamos a señalar” 
(…) Era cuestión política, los cargos. (Entrevista a Martín Camacho, 2017). 
 
En segunda medida, la relegación del sistema de reclutamiento meritocrático comprometió 
seriamente el desempeño de las agencias agropecuarias porque el nuevo personal que se 
vinculaba no contaba ni con la formación, ni con la experiencia, ni con la orientación 
indicada para desempeñar sus labores, y en vista de que su permanencia en la entidad 
dependía del favorecimiento personal, su gestión tampoco estaba sujeta a evaluaciones o 
controles. La percepción de los entrevistados era que estos cuadros eran “malos, usted 
sabe, ellos no veían a trabajar sino a devengar”127 (Entrevista a Juan de Dios Prieto, 2017). 
                                               
 
127 Una anécdota que salió a colación en una entrevista permite hacerse una imagen de las 
cualidades de muchos de esos empleados recomendados: “Cuando se politizó el Incora en Ibagué 
nombraron de gerente regional un político que le digo que es senador ahorita… él nombró un 
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Esta situación se prestaba para incrementar sin necesidad la nómina de las entidades128 y 
destinar los recursos del sector para financiar labores que poco tenían que ver con los fines 
de la política agropecuaria129, todo lo contrario a lo que se hacía años antes.  
 
Por último, el sistema de patronazgo abrió la puerta para que se abolieran los mecanismos 
de planeación y se dieran toda clase de prácticas corruptas en materia de adquisición y 
adjudicación de tierras. El contexto de vínculos personales y favores recíprocos entre 
políticos y funcionarios dio cabida para que personajes con los contactos adecuados 
sacaran partido de las labores del Incora en detrimento de los verdaderos beneficiarios de 
la reforma agraria. Uno de los movimientos más recurrentes consistía en que los 
propietarios, haciendo uso de sus vínculos políticos, lograban que funcionarios del instituto 
les avalaran la compra de sus tierras - que por lo general era malas – por un costo mayor 
al real. Esas tierras sobrevaloradas y deficientes luego debían ser vendidas a los sujetos 
de reforma, quienes, por esa razón, muchas veces preferían rechazarlas.   
 
Uno de los entrevistados relata una de las tantas experiencias que corroboran lo dicho 
atrás: 
 Le comento el caso de un predio en Tolima que fuimos a visitar para comprar a los 
indígenas. Y los agrónomos del Incora, los técnicos del Incora, dieron concepto 
negativo para comprar ese predio. Resulta que ese predio era del hermano de una 
                                               
 
muchacho como jefe de servicios generales. El muchacho no era muy estudiado ni nada. Entonces 
llegó una comunicación para participar en la carrera administrativa, para el concurso. Y él como era 
jefe de servicios generales andaba en una bicicleta muy bonita. Le preguntaron un día “¿Usted va 
a participar de la carrera administrativa?”, -“No porque se me dañó la bicicleta”. Ni tenía nociones 
qué era eso” (Entrevista a Juan Ángel Moreno, 2017). 
128 Sobre este aspecto, un exfuncionario señala lo siguiente: Yo era un simple auxiliar ahí de la 
administración. Sin ningún don de nada. Y llegó un momento en que me pusieron dos abogados 
disque para que me asesoraran. No tenían ni idea, pero eran nombrados por Gómez Hermida (…) 
Llegaba yo y le decía “Doctor, léase el artículo tal de este decreto, que lo voy a ponerme a hacerme 
aquí una resolución”. Y me decía: “Hombre, dígame de qué trata eso. Pa’ qué me pone a leer esa 
mierda.” Se paraba y se iba a caminar. Era nombrado por el gerente y uno no podía decir nada. Ahí 
se lo pasaba. Y ponían dos abogados al lado mío, ¿para qué? Tenían que justificar (Entrevista a 
Juan de Dios Prieto, 2017). 
129 Resulta bastante sospechoso que, por ejemplo, los recursos del Fondo de Fomento 
Agropecuario, un fondo que se creó para aumentar la producción de ciertos artículos que se 
importaban (Ferreira Neira, 1960: XV), empezaran a financiar la construcción de coliseos, la 
celebración de ferias y se destinaran a juntas de acción comunal y entidades privadas (Vanin Tello, 
1985: 127-130; Bula Hoyos, 1980: :89-90). 
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señora (…) hermana del gerente regional de la Caja Agraria y el alcalde de 
Natagaima. La regional dio el concepto negativo. El gerente general (…) mandó a 
(…) un médico veterinario, a que diera el concepto favorable. Desde Bogotá fue un 
médico veterinario y dio un concepto favorable cuando se había dado un concepto 
negativo. ¿Y por qué? Porque había influencia del director de la caja Agraria a nivel 
regional (…) y del alcalde de Natagaima (Entrevista a Juan Ángel Moreno, 2017)130.  
 
Este mismo exfuncionario que presenció todas estas maniobras afirmaba bastante 
decepcionado: “Eso fue lo peor que pudo haber habido, haberse politizado el Incora. Hasta 
ahí había labor de reforma agraria, de ahí para acá no, es la antirreforma” (Entrevista a 
Juan Ángel Moreno, 2017). 
 
Antes de entrar a considerar los factores detrás del retorno del clientelismo es importante 
hacer una precisión. El argumento que aquí se sostiene no pretende sugerir que durante 
el Frente Nacional el sector agropecuario estaba integrado por ciudadanos virtuosos que 
hacían las veces de burócratas, y que las agencias agrarias marchaban a la perfección; 
nada de esto131. El punto central es que, a diferencia de lo ocurrido desde mediados de los 
setenta, en ese período se avanzó en la formación de un “microcosmos” dentro del Estado 
donde el servicio público era bien valorado y recompensado (Bourdieu, 2014). Mecanismos 
como el sistema de reclutamiento meritocrático, la programación en la intervención, la 
deslocalización del personal, la carrera administrativa, etc., se convirtieron en auténticas 
barreras institucionales que, a la vez que bloquearon las pulsiones rapaces de los políticos 
y de las élites rurales, y les redujeron la probabilidad de establecer la clase de relaciones 
de reciprocidad con el personal que favorece la corrupción (You, 2015), moldearon el 
                                               
 
130 Luego del episodio, el gerente regional que se negó a dar el concepto favorable fue trasladado 
y la persona mandada desde Bogotá a cumplir los designios de los políticos locales fue nombrada 
como su remplazo. 
131 De hecho, hay evidencias que muestran que en estos años no faltaron los funcionarios que 
buscaban sacar un beneficio personal de su condición de empleados públicos y hasta cuadros 
claramente incompetentes que se rehusaban a cumplir con sus funciones (Entrevista a Juan de 
Dios Prieto, 2017). Aunque los entrevistados fueron enfáticos en afirmar que nunca tuvieron 
conocimiento en el período previo a la politización de prácticas como las de amañar la compra y 
adjudicación de predios. 
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comportamiento de los burócratas y tecnócratas de entidades como el Incora y el Ministerio 
de Agricultura.  
 
Como lo evidencian las entrevistas, los funcionarios asumían como dado que ingresar al 
Estado para dedicarse a las labores de reforma agraria implicaba tres cosas: trabajar por 
el campesino, no involucrarse en política y saber que la conservación del puesto y las 
posibilidades de lograr una mejoría dependían del buen desempeño y no de una 
recomendación de algún político bien conectado.  En lo que resta del texto se trabajará 
sobre la explicación de la supresión de los mecanismos institucionales que habían 
mantenido a raya a los políticos. 
 
5.2 Una posible explicación a la ruptura en la 
modernización de la institucionalidad agraria 
Previamente se trajo a colación la lectura de los exfuncionarios entrevistados quienes 
señalaban que la politización del sector, pese a que se hizo evidente hasta finales de los 
setenta, hundía sus raíces en el pacto de Chicoral. Esa observación es acertada pero para 
que sea una explicación hay que develar los mecanismos subyacentes. En este apartado 
se mostrará cómo con la ruptura de la coalición política y social que respaldaba la reforma 
agraria se abrió el camino para que los enemigos del programa minaran la legitimidad de 
la agencia reformista y se excluyó a las organizaciones campesinas de la “constelación de 
actores” con poder de incidencia en el diseño de las políticas agrarias.  Luego se 
contrastará la partidización del sector agropecuario con lo ocurrido en la rama de la política 
económica. 
 
La coalición que propugnaba por la implementación de la reforma agraria estaba 
compuesta por la facción llerista del Partido Liberal y las organizaciones campesinas, 
especialmente la ANUC. El llerismo había sido la principal fuerza política que desde las 
discusiones que antecedieron a la ley 165 de 1961 había abanderado el programa 
reformista. Fue Lleras Restrepo quien presidió el Comité encargado de elaborar el proyecto 
de ley y quien dio la pelea en el congreso para sacar adelante la legislación (Hirschman, 
1968; Bagley, 1979). Así mismo, Lleras Restrepo y sus aliados liberales se encargaron de 
defender el proceso reformista y la gestión del Incora ante los embates de los gremios 
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rurales y los políticos reaccionarios (Pécaut, 1988). Y cuando alcanzó la presidencia en 
1966, Lleras Restrepo buscó darle un nuevo impulso a la política por medio de la creación 
y el auspicio de la ANUC. En el entender del llerismo, esta asociación sería la fuerza social 
que llevaría al avance de la reforma agraria (Bagley y Botero, 1974; Zamosc, 1978). 
 
En su lucha por llevar a cabo la reforma agraria esta coalición se constituyó en el respaldo 
político y social de la agencia reformista. En los momentos en que los enemigos de la 
reforma ponían en entredicho la gestión del Incora, la facción llerista y las organizaciones 
campesinas defendían las labores de la entidad y destacaban su orientación técnica y 
centrada en la planeación (Bagley, 1979). Pero más que una barrera de protección, a 
finales de los sesenta la coalición logró avanzar en el programa reformista y posicionar 
temporalmente una “nueva doctrina de reforma agraria”, la cual, en palabras del Ministro 
de Agricultura, significaba que “incluso las tierras mejor explotadas podrán ser expropiadas 
si se presenta un grave problema social” (Pécaut, 1988: 95). Fue así que culminando el 
mandato de Lleras Restrepo el Incora utilizó por primera vez la figura de la concentración 
parcelaria132 para afectar tierras adecuadamente explotadas, y en ese movimiento recibió 
el apoyo decidido del campesinado organizado (Villamil Chaux, 2015: 80). 
 
Sin embargo, esa coalición no logró perdurar. Empezando el período presidencial de 
Misael Pastrana, los cuestionamientos que de tiempo atrás se venían realizando al Incora, 
y en general a la política de reforma agraria, se vuelven virulentos. Ciertamente, una vez 
termina la contienda electoral y los conservadores se aseguran el triunfo presidencial, las 
críticas hacia el programa redistributivo que habían sido parcialmente dejadas de lado para 
no hostilizar al campesinado durante la competencia con Rojas Pinilla arrecian (Diago 
Ramírez, 1983: 15). Samper Gnecco hace una síntesis de los ataques dirigidos hacia el 
Incora, y a pesar de considerar algunas críticas como válidas (especialmente la de los 
campesinos que se quejaban por las demoras en la política), termina por señalar que “al 
Incora se le culpa de todo, hasta del mal tiempo” (Samper Gnecco, 1971: 7-24).  
                                               
 
132 Las concentraciones parcelarias aparecen en el art. 58 de la ley 135 de 1961 como posibilidad 
excepcional de afectación de tierras adecuadamente explotadas, y es regulada por los art. 90, 91 y 
92 de la misma ley.  Tenía por objeto constituir explotaciones agrícolas de superficie adecuada y 
mejorar así el nivel de vida de las zonas minifundistas (Villamil Chaux, 2015: 77) 
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El contexto de cuestionamiento a las labores del instituto llevó a Misael Pastrana a 
conformar una comisión de estudio de la reforma agraria.  Las presiones de los gremios 
de productores y propietarios que ya no solamente se quejaban por las posibles 
afectaciones que el Incora podía hacer sobre sus predios sino también por la ola de 
invasiones de tierras que los campesinos, en un intento de presión, habían lanzado en 
varias regiones del país son cada vez más fuertes. El punto central es que en este 
momento crítico la coalición que respaldaba la reforma agraria y la gestión del Incora se 
empieza a resquebrajar. Aunque Pastrana se había elegido con las banderas de la 
continuidad de la reforma agraria, el presidente conservador le guardaba recelos a la 
organización campesina por considerarla un reservorio del clientelismo liberal y un 
potencial foco de subversión (Bagley y Botero, 1974) y no comulgaba con la “nueva 
doctrina de reforma agraria”. La animadversión del gobierno conservador con la ANUC se 
manifestaba en los mensajes que el ministro de agricultura dirigía contra las directivas de 
la asociación, a quienes calificaba de “campesinos disfrazados de demagogos” (Pécaut, 
1988: 142).  
 
El cambio de actitud del gobierno frente a la ANUC, que en todo caso dependía del apoyo 
y financiamiento estatal para operar (Bagley y Botero, 1974), debilitó la posición del 
movimiento campesino. No obstante, el factor que terminó quebrando la coalición que 
respaldaba la reforma agraria fue el repertorio de movilización por el que se terminó 
decantando la ANUC una vez los grupos de izquierda radical se impusieron sobre los 
sectores reformistas y liberales. Cuando la dirección del movimiento quedó en cabeza de 
grupos que predicaban la necesidad de romper con el estado, los partidos tradicionales y 
asumir un papel revolucionario (Zamosc, 1978), se optó por una campaña masiva de 
invasiones que, de acuerdo con la dirigencia de la ANUC, le permitiría al campesinado 
realizar la reforma agraria por sus propios medios “expropiando a los terratenientes a 
través de la acción directa e ignorando la existencia de los mecanismos legales del Estado” 
(Zamosc, 1978: 50). 
 
Las oleadas de invasiones dirigidas por la ANUC tuvieron como efecto que los enemigos 
de la reforma se aglutinaran en torno a la lucha contra la subversión y la amenaza 
comunista que supuestamente estaba detrás de la toma de fincas. Esa estrategia les sirvió 
a políticos reaccionarios y a élites rurales para desprestigiar a la agencia reformista y 
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acusarla de respaldar las invasiones. Con el tiempo, esas denuncias replicadas hasta la 
saciedad por los actores antirreforma no sólo hicieron insostenible el respaldo del instituto 
al accionar de la ANUC, sino que les costaron la renuncia a dos gerentes del Incora  que 
habían impulsado con ahínco la “nueva doctrina de reforma agraria” (Villamil Chaux, 2015: 
121; El Tiempo, 28 de septiembre de 1971). De igual modo, los lleristas fueron acusados 
de estimular y participar en invasiones “con indisimulable finalidad electoral” (El Tiempo, 7 
de diciembre de 1971). 
 
En ese contexto en el cual la coalición reformista estaba seriamente debilitada, la 
administración de Pastrana, que inicialmente se mostraba indecisa frente al curso de 
acción a seguir en lo referido a la reforma agraria (Samper Gnecco, 1971; Diago Ramírez, 
1983), decide tomar partido por los gremios y propietarios, y de ese modo toma forma el 
Pacto de Chicoral. Este pacto entre los representantes de todas las facciones partidistas a 
excepción del llerismo fue el símbolo de la derrota de la coalición reformista y el fracaso 
en su intento por definir el rumbo de la reforma agraria. 
 
La consecuencia fundamental del acuerdo de Chicoral para el tema que aquí se analiza es 
que excluyó al campesinado de las instancias de definición de la política agropecuaria y 
privilegió a los gremios como los únicos actores con la capacidad de sentarse a dialogar 
con el Estado. Con un movimiento campesino cada vez más débil, la agenda redistributiva 
se desvanece y toma fuerza una política agropecuaria que pone su acento en la mejora en 
la productividad y el estímulo a la agricultura comercial (Kalmanovitz y López, 2006: 176). 
En esas condiciones, el “enfoque social” que orientó a la política agraria desde la ley 135 
de 1961 (Toro Agudelo, 1963: XIII) es remplazado por un criterio según el cual “se mide la 
competencia de un organismo oficial y de sus funcionarios según el grado de exclusividad 
de sus preocupaciones por los sectores más opulentos de la comunidad agraria o del 
mayor servicio que puedan prestar a quienes menos lo necesitan, a quienes disponen de 
fuerte capital y alta técnica para la explotación agropecuaria” (Vanin Tello, 1985: 17). 
 
Sumado a lo anterior, la actividad agropecuaria perdió peso frente a otras actividades 
económicas consideradas más dinámicas. Así, disminuyeron las inversiones estatales en 
adecuación de tierras, investigación y transferencia tecnológica, y por primera vez en 
décadas la demanda de técnicos y profesionales agropecuarios fue menor a la oferta 
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(Villarreal, 1981: 95; Ocampo et. al., 1994: 285). En ese escenario, la administración de 
López Michelsen le quita al Incora la función de adecuación de tierras – que era una de 
sus fuentes de financiación más importantes- y le retira el liderazgo del sector agropecuario 
al Ministerio de Agricultura. Luego, Turbay Ayala mostró su animadversión hacia el Incora 
por considerar que había roto “el equilibrio en el campo” al enfrentar a propietarios y 
campesinos (Diago Ramírez, 1983: 22-23). Un observador de primera línea de estos 
acontecimientos resumía de la siguiente manera el estado lamentable en el que había 
caído el Incora: “Falto de apoyo político y sin instrumentos legales y presupuestales, fue 
sufriendo un deterioro gradual que se tradujo en inoperancia para resolver el problema 
campesino y en una relativa desatención de sus beneficiarios. Esta pérdida de imagen 
permitió atribuirle a su “ineficiencia” el fracaso de la Reforma” (Diago Ramírez, 1983: 24).  
 
Fue así que desde mediados de la década del setenta el Incora había perdido la base de 
poder y la legitimidad que requieren las agencias estatales para conservar alguna 
independencia frente a los políticos y los grupos de interés (Carpentier, 2001). Empero, la 
disolución de la coalición que respaldaba el programa reformista no sólo se produjo por el 
retroceso de los sectores políticos progresistas sino también por la desconfianza que se 
extendió en amplios sectores del campesinado luego del pacto de Chicoral. Como lo 
recuerdan los entrevistados, el descrédito de los funcionarios del Incora –y en general de 
la institucionalidad estatal agropecuaria- no se concentraba solamente en sectores 
campesinos radicalizados sino que era compartido por el común de los labriegos que 
tiempos atrás sí “los aceptaba con gusto”133 (Entrevista a Juan Ángel Moreno, 2017). En 
ese sentido se entiende el llamado que hacía el ministro de agricultura en 1975 para que 
                                               
 
133 Un exfuncionario rememora dos anécdotas que, según él, indican cómo cambió la actitud de los 
campesinos frente al Incora. El fragmento de la entrevista es el siguiente: “Le cuento una anécdota 
de un supervisor del crédito en San Bernardo, Cundinamarca. Salió a supervisar las parcelas a las 
8 de la mañana… después de que se politizó el Incora visitaba las parcelas y en ninguna parte le 
daban una tacita de tinto. Antes le daban tinto, guarapo… llegó como a las 3 de la tarde después 
de estar toda la mañana trabajando a una parcela, le dijeron “siga, siga a la casa”. La señora sacó 
una mesa, un mantel, el supervisor creyó que le iban a dar almuerzo. Dijo el supervisor “No, señora, 
no me vaya a dar almuerzo”. La señora le dijo “No señor, voy a planchar”. 
-Entrevistador: Ya ni siquiera los recibían como los recibían antes 
-Juan de Dios Prieto: Cambió mucho 
-Juan Ángel Moreno: Le cuento que un parcelero que ya no quería la visita de los del Incora. Sin 
embargo llegaron un día unos funcionarios y le dijeron “Mucho gusto Don José”, -“¿De dónde son 
ustedes?”, -“Nosotros somos del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria”. –“Bienvenidos, yo 
pensé que eran esos hijueputas del Incora” (Entrevista a Juan Ángel Moreno, 2017). 
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la entidad “recupere la mística de sus funcionarios, para devolverle al campesino su fe en 
el instituto y proyectar ahí la buena imagen que debe tener ante el país, pues su política 
de atención a los diferentes problemas relacionados con la tenencia de la tierra, no se 
puede dar en ese ambiente de desconfianza y rechazo de la acción gubernamental” (Pardo 
Buelvas, 1975:11).  
 
Llegado a este punto es pertinente hacer un análisis del proceso de politización del sector 
agropecuario en contraste con lo ocurrido en la esfera de la política económica. En primer 
lugar, es importante mencionar cómo el cambio de prioridades en materia de desarrollo 
hizo que la política agropecuaria saliera del radar de la agenda pública. A diferencia del 
área de la política macroeconómica, frente a la cual los políticos mantuvieron distancia en 
vista de los costos que podría traer un mal desempeño económico en un contexto de 
inestabilidad internacional, y en consecuencia no removieron a los tecnócratas (Dargent, 
2015:81), en el ramo agropecuario los políticos podían intervenir con tranquilidad en vista 
de que el tema agrario había dejado de ser una prioridad y la repartición de puestos y 
recursos para reforzar sus clientelas no reñía con la nueva orientación de la política de 
beneficiar a “los sectores más opulentos de la comunidad agraria”. De hecho, muchos 
grandes propietarios debieron haber respaldado el posicionamiento de los políticos en las 
agencias agrarias porque por esa vía podían acceder de manera privilegiada a los recursos 
públicos que antes, con el principio universalista que regía, les estaban restringidos. De tal 
modo el sistema de reclutamiento meritocrático y los técnicos agrarios fueron perdiendo 
terreno ante un sistema de patronazgo renovado.  
 
Lo anterior nos lleva al segundo aspecto que tiene que ver con la exclusión del 
campesinado del grupo de actores determinantes en la definición de la política 
agropecuaria. Mientras que en la arena de la política macroeconómica ninguno de los 
actores interesados (partidos, empresarios y agencias internacionales) alcanzó una 
posición dominante, y por tanto, los técnicos se beneficiaron en el momento en que se 
constituyeron en una garantía para todos los involucrados de que no habría cambios 
abruptos en el statu quo (Dargent, 2015: 83), algo muy distinto aconteció en el ramo objeto 
de estudio. En el momento decisivo en materia de definición de la política agropecuaria la 
presión incesante de los gremios logró que el gobierno dejara de considerar a las 
organizaciones campesinas como un interlocutor válido, por lo que las asociaciones de 
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productores y propietarios se configuraron como los únicos actores con poder de decisión 
en los asuntos del sector. Así las cosas, las coaliciones que hasta el momento habían 
respaldado las gestiones de entidades como el Incora y que estaban más interesadas en 
que la institucionalidad conservara una orientación técnica y progresista se diluyeron. Sin 
bases de poder y una legitimidad puesta en entredicho las entidades agrarias fueron presa 
fácil de políticos ansiosos por reforzar sus clientelas en un contexto de fuerte competencia 
partidista. 
 
A modo de síntesis, se puede afirmar que el poder que los políticos adquirieron sobre la 
repartición de los cargos y los recursos del sector agropecuario a finales del Frente 
Nacional lo consiguen en un momento en el cual los costos de interferir eran bajos y los 
incentivos fuertes. Efectivamente, luego del pacto de Chicoral las organizaciones 
campesinas pierden su capacidad de influir en las decisiones de política y, en 
consecuencia, ésta se ajusta en función de las aspiraciones de los gremios, esto es, se le 
retira su componente redistributivo y se enfatiza en las metas de incremento de producción. 
Cuando la competencia electoral retorna a sus cauces normales las agencias agrarias, con 
sus puestos y recursos, atraen a los políticos. Un movimiento campesino debilitado y sin 
poder real de influencia no puede hacer nada para impedir que se echen al traste los 
avances en materia de formación de burocracias y tecnocracias en el sector. De tal modo, 
y con el beneplácito de los gremios adictos desde siempre a los principios particularistas, 
se vuelve a asistir a “la supeditación de la técnica a los caprichos de la política” y por ende 








6. Conclusiones  
En el documento expliqué con detalle la manera como la reforma agraria estuvo asociada 
con el fortalecimiento del poder infraestructural del Estado, particularmente en lo que 
respecta a la formación de burocracias y tecnocracias en el sector agropecuario. Además, 
mostré que la conformación de un personal técnico y cualificado condujo a una mejoría –
parcial y limitada- de la institucionalidad agraria expresado en tres aspectos cruciales para 
la construcción estatal: la producción de información y la ampliación del alcance regulatorio 
a nuevas regiones y grupos sociales en la ruralidad. Asimismo describí el modo en que el 
proceso de modernización de la institucionalidad agraria sufrió un retroceso a finales del 
Frente Nacional y señalé la relación que esto tuvo con el acuerdo de Chicoral y el quiebre 
de la coalición que respaldada el proceso reformista. A continuación señalo los hallazgos 
más importantes de la investigación. 
 
Un primer resultado importante tiene que ver con la creación de burocracias y tecnocracias 
en el sector agrario que estuvieron al margen de las lógicas partidistas hasta mediados de 
los años setenta. Este hallazgo es relevante puesto que la literatura sobre el Frente 
Nacional y sobre el Estado tiende a asumir que la modernización se concentró en los 
sectores encargados de la política económica y de la política de salud, por lo que esta 
investigación demuestra que la tecnificación del Estado fue un proceso más extendido de 
lo que se piensa.  
 
La formación de un funcionariado agrario competente y desprovisto de vínculos 
clientelistas es un hallazgo que también resulta relevante para la literatura sobre las 
políticas de tierras. En esta investigación demuestro que las lecturas que le imputan el 
“fracaso” de la reforma agraria a la ineficiencia de las burocracias encargadas de 
implementar la política no se sostienen una vez se coteja la evidencia empírica. De hecho, 
en este trabajo muestro cómo el proceso reformista terminó fortaleciendo las capacidades 
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de la institucionalidad agraria. En ese sentido habría que reexaminar las evaluaciones 
sobre la reforma agraria de los sesenta.  
 
En la misma línea de lo dicho antes, en este texto encuentro que hay un conjunto de 
aspectos inexplorados respecto a la experiencia reformista en el país. La literatura 
agrarista se ha concentrado en el problema del número de hectáreas redistribuidas, etc., 
pero se ha interesado muy poco en el tema del Estado. En este trabajo encuentro que 
precisamente uno de los efectos de la reforma vino a ser el escalamiento en las 
capacidades estatales. Es importante aclarar que el argumento no es que todo proceso de 
reforma agraria está atado necesariamente al fortalecimiento del poder infraestructural del 
Estado. Por el contrario, esta relación positiva viene a darse siempre y cuando se pongan 
en marcha simultáneamente mecanismos como el reclutamiento meritocrático de los 
funcionarios, la planeación, la deslocalización y la definición de una orientación clara 
respecto a la política. Esto implica: 1) que la reforma agraria no puede desprenderse de la 
reforma administrativa en tanto que la formación de burocracias es la condición necesaria 
para el escalamiento de otras capacidades estatales; y 2) que una cierta combinación de 
factores políticos, sociales y organizacionales pueden coadyuvar a que en coyunturas 
específicas el poder infraestructural del Estado se fortalezca. 
 
Otro de los resultados de la investigación que vale la pena destacar es que si bien hubo 
una mejoría notoria en el desempeño de la institucionalidad agraria, estos avances fueron 
graduales y, en todo caso, parciales. Por ejemplo, el escalamiento en la habilidad para 
contar y medir no se acompañó de una mejoría en la coordinación interinstitucional, razón 
por la cual los saberes provenientes de la estadística y las ciencias sociales no tuvieron 
los impactos esperados (una muestra clara de ello fue la falta de un catastro). Lo mismo 
se puede decir del alcance territorial de las agencias agrarias y la continuación del patrón 
de ocupación del espacio.  
 
Adicionalmente, en este trabajo encontré no sólo que el escalamiento de las capacidades 
estatales es gradual y fragmentario, sino que es reversible. Lejos de las narrativas que 
proponen una lógica evolutiva y monótona (cada vez mejor a medida que pasa el tiempo) 
del Estado, en esta investigación encontré que así como se fortalece el poder 
infraestructural, ese proceso se puede venir abajo una vez se modifican las coaliciones 
políticas y sociales que impulsan las mejoras y mantienen a raya al clientelismo. 
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Para finalizar vale la pena hacer dos reflexiones generales que deja este trabajo. La 
primera tiene que ver con la importancia de estudiar a los burócratas y tecnócratas. Las 
ciencias sociales nacionales deberían prestar mayor atención al personal encargado de 
planificar e implementar las políticas públicas; una agenda investigativa que defina el 
proceso de construcción de Estado o el análisis de la política como objetos de estudio no 
puede pasar por alto al grupo de personas que actúan en nombre de la institucionalidad 
estatal. Si realmente se quiere saber cómo es el Estado realmente existe en Colombia es 
fundamental preguntarse por lo que sucede en los distintos sectores estatales, en las 
diferentes agencias y sus cambios a través del tiempo y del espacio. Una agenda de 
investigación de este tipo vendría a ser un complemento fundamental de las 
investigaciones existentes a la fecha sobre la construcción del Estado en Colombia. 
 
La segunda reflexión gira en torno al momento actual del debate agrario en el país. A pesar 
de que esta investigación se circunscribe a un período histórico particular, es claro que hay 
allí elementos claves para repensar el diseño de la institucionalidad agraria en el país.  
Implementar los acuerdos de paz en su componente rural pasa por reconstruir las 
agencias, las burocracias y tecnocracias que se encargarán de adelantar dicha labor. Sin 
lugar a dudas la experiencia de la reforma agraria de los años sesenta y setenta contiene 
valiosas lecciones para todos los interesados en acrecentar las capacidades del Estado en 
las zonas rurales del país. Este trabajo demuestra que cualquier intento serio por reformar 
la estructura de tenencia y mejorar las condiciones de vida del campesinado debe pasar 
por la formación de un cuerpo de funcionarios reclutado por sus méritos, entrenado de 






A. Anexo: Tablas 
Tabla 6-1 Cronología de las políticas de tierras 
Período Política o legislación relevante 
1874 -1882 Baldíos destinados a quienes explotaran económicamente la tierra 
1900-1925 Medidas para limitar el latifundio improductivo y proteger al colono pobre 
1926-1936 Políticas de parcelación y colonización  
1936-1944 Ley 200 y políticas pasadas buscan sanear los derechos de propiedad y 
aliviar las tensiones en el campo 
1944-1961 Políticas concentradas en el fomento agropecuario y en el uso de 
instrumentos fiscales 
1961-1974 Política de reforma agraria que buscaba alterar estructura desigual en la 
distribución de la tierra y aumentar la productividad agropecuaria 
 
 
Tabla 6-2 Prioridades del gasto público durante el Frente Nacional 
 
Fuente: Bejarano y Segura (1996: 19) 
Orden de 
prioridad 
SECTOR  PROMEDIO DEL GASTO PÚBLICO 
1958-1974 
1 Obras públicas 18.18% 
2 Defensa 14.28% 
3 Educación 13.63% 
4 Hacienda 8.45% 
5 Salud 7.16% 
6 Policía Nacional 7.08% 
7 Desarrollo 6.24% 
8 Agricultura 5.07% 
9 Justicia 4.66% 
10 Deuda pública 4.23% 
11 Vivienda 3.62% 
12 Gobierno 2.19% 
13 Trabajo 1.74% 
14 Departamentos Administrativos 1.67% 
15 Comunicaciones 1.46% 
16 Relaciones Exteriores 1.04% 
17 Contraloría General  0.80% 
18 Minas y Energía 0.77% 
19 Congreso Nacional 0.63% 
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Tabla 6-3 Número de ingenieros agrónomos en América Latina en 1960 y relación con el 
tamaño poblacional 
Países Número de ingenieros 
agrónomos 
Relación Ingenieros 
agrónomos / Tamaño 
poblacional 
Costa Rica 550 1.76 
Chile 1.700 4.02 
Uruguay 500 4.38 
Argentina 2.500 7.71 
México 3.600 8.70 
Cuba 700 8.91 
Brasil 4.500 13.29 
Haití 222 15.03 
Colombia 700 18.4 
Perú 500 19.2 
Venezuela 300 19.83 
Bolivia 120 26.96 
Ecuador 104 35.33 
Panamá 24 38.93 
Nicaragua 27 47.37 
Honduras 11 150.9 
El Salvador 13 168.7 
Paraguay 5 313 
Guatemala 9 369.44 
República Dominicana 3 868.66 
Fuente: FAO, Citado en Ministerio de Agricultura (1960: 92-93) 
 
Tabla 6-4 Número probable de graduados y número total de profesionales calculados 
para 1964 
AÑO AGRÓNOMOS VETERINARIOS 
1960 83 44 
1961 72 52 
1962   80 58 
1963 121 78 
1964 136 84 
TOTAL ACUMULATIVO 1.342 766 
PROBABLE PROPORCIÓN 
DE CRECIMIENTO ANUAL  
8% 11% 
 





B. Anexo: Ilustraciones 
 
Ilustración 6-1: Anuncio en prensa de curso de adiestramiento para personal especializado 
 
Fuente: AGN: AP. FCTR: Caja 11. Carpeta 3. Folio 4. 
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Ilustración 6-2: Anuncio en prensa de curso de capacitación para bachilleres 
 
Fuente: AGN: AP. FCTR: Caja 11. Carpeta 3. Folio 60. 
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Ilustración 6-3: Organigrama del Incora en 1963 
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Ilustración 6-4 Organigrama del Incora para 1966 
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